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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Hidalgo, para promover la 
adopción, el uso y la certificación de la Clave Única de Registro de Población (CURP), entre los usuarios de la 
Secretaría de Contraloría del Estado de Hidalgo. 

 

CONVENIO DE COORDINACIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO 

DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, EN LO SUCESIVO “GOBERNACIÓN”, A TRAVÉS DE LA DIRECCIÓN 

GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD, EN LO SUCESIVO “LA DGRNPI”, 

REPRESENTADA POR SU DIRECTOR GENERAL, JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, Y POR LA OTRA 

PARTE, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE HIDALGO, REPRESENTADO POR EL GOBERNADOR 

CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE HIDALGO, OMAR FAYAD MENESES, ASISTIDO POR LA SECRETARÍA DE 

CONTRALORÍA, EN LO SUCESIVO "SC HIDALGO”, REPRESENTADA POR SU TITULAR, CÉSAR ROMÁN MORA 

VELÁZQUEZ, A QUIENES SE LES DENOMINARÁ “EL ESTADO DE HIDALGO”; Y ACTUANDO EN MANERA CONJUNTA 

SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 36, fracción I, establece como 
obligación de los ciudadanos de la República, inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos, en los 
términos que determinen las leyes, siendo la organización y el funcionamiento permanente del mismo y la 
expedición del documento que acredite la ciudadanía mexicana, servicios de interés público, y por tanto, 
responsabilidad que corresponde al Estado y a los ciudadanos en los términos que establezca la Ley. 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en el artículo 27, fracción VI, dispone que a 
“GOBERNACIÓN” le corresponde formular y conducir la política de población e interculturalidad y operar el 
Servicio Nacional de Identificación Personal (SNIP), en términos de las leyes aplicables; y tiene a su cargo el 
registro y la acreditación de la identidad de todas las personas residentes en el país y de los nacionales que 
residan en el extranjero, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 85 de la Ley General de Población. 

La Ley General de Población, en su artículo 91, establece que al incorporar a una persona en el Registro 
Nacional de Población, se le asignará una clave que se denominará Clave Única de Registro de Población 
(CURP), la cual servirá para registrarla e identificarla en forma individual. 

“GOBERNACIÓN” coordinará los métodos de identificación y registro de las dependencias de la 
Administración Pública Federal (APF), de conformidad con lo dispuesto por el artículo 92 de la Ley General de 
Población. 

El Reglamento de la Ley General de Población establece en su artículo 82, que las dependencias y 
entidades de la APF tienen la obligación de proporcionar al Registro Nacional de Población, cuando éste lo 
solicite, la información de las personas incorporadas en sus respectivos registros; “GOBERNACIÓN”, deberá 
celebrar convenios con las administraciones públicas estatales y municipales, así como con instituciones 
privadas, para los efectos antes señalados. 

El 23 de octubre de 1996, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el “Acuerdo para la 
Adopción y Uso por la Administración Pública Federal de la Clave Única de Registro de Población” 
(ACUERDO), que en su artículo 1o. dispone que la CURP se asignará a todas las personas físicas 
domiciliadas en el territorio nacional, así como a los nacionales domiciliados en el extranjero y, conforme al 
artículo 3o., corresponde la asignación de la misma a “LA DGRNPI” de “GOBERNACIÓN”. 

La CURP es la única que se emite para todas las y los mexicanos por nacimiento, las y los mexicanos por 
naturalización, y para las y los extranjeros solicitantes de la condición de refugiado, protección 
complementaria, solicitantes de asilo político, con condición de estancia de visitantes y con condición de 
estancia de residentes temporales o permanentes, sean menores o mayores de edad, y su establecimiento y 
adopción como una clave única y homogénea en todos los registros de personas a cargo de las dependencias 
y entidades de la APF constituye un elemento de apoyo para el diseño y conducción de una adecuada política 
de población, pues la amplitud de su cobertura y carácter obligatorio la hacen un instrumento de registro y 
acreditación fehaciente y confiable en la identidad de la población, en términos del Instructivo Normativo para 
la asignación de la Clave Única de Registro de Población publicado en el DOF el 18 de junio de 2018. 
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El 12 de julio de 2019 se publicó en el DOF el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, que contempla en 
su apartado I. POLÍTICA Y GOBIERNO, Cambio de paradigma en seguridad, Estrategia Nacional de 
Seguridad Pública, el objetivo 8 “Articular la seguridad nacional, la seguridad pública y la paz” que contempla, 
a su vez, el objetivo estratégico: construir las bases para la creación de un Documento Único de Identificación 
Nacional biometrizado. 

El Programa Sectorial de Gobernación 2020-2024, publicado en el “DOF” el 25 de junio de 2020, prevé en 
su Objetivo prioritario 4, Estrategia prioritaria 4.4, las Acciones Puntuales siguientes: 4.4.2 Impulsar 
instrumentos normativos de colaboración con el sector público de los tres órdenes de gobierno y el sector 
privado, encaminados a consolidar el Registro Nacional de Población y 4.4.7. Consolidar e impulsar la 
adopción y uso de la CURP en los sectores público y privado para que constituya la llave primaria y el 
elemento de interoperabilidad en los programas y servicios que brinda a la población. 

Con la finalidad de fortalecer a la APF, en el registro e identificación personal, “LAS PARTES” manifiestan 
su interés en celebrar el presente Convenio de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN”, por conducto de su representante declara que: 

I.1. Es una dependencia de la APF Centralizada de conformidad con los artículos 90 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 85 de la Ley General de Población y, 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Gobernación, en lo sucesivo RISEGOB, que tiene entre sus atribuciones el registro y acreditación de la 
identidad de las personas residentes en el país, y de los nacionales que residan en el extranjero. 

I.2. Con fundamento en el artículo 2, Apartado A, fracción II del RISEGOB, “GOBERNACIÓN” se auxiliará 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración. 

I.3. En términos del artículo 58, fracciones I y III del RISEGOB, “LA DGRNPI” tiene entre sus atribuciones 
organizar, integrar y administrar el Registro Nacional de Población, operar el SNIP y asignar la CURP. 

I.4. Jorge Leonel Wheatley Fernández, Director General de “LA DGRNPI”, cuenta con facultades para la 
suscripción del presente instrumento jurídico, de conformidad con los artículos 10, fracción V y 58 del 
RISEGOB. 

I.5. Señala como domicilio para los efectos del presente Convenio el ubicado en Abraham González 
número 48, Edificio Anexo, Sótano, Colonia Juárez, Código Postal 06600, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Ciudad de México. 

II. “EL ESTADO DE HIDALGO”, por conducto de sus representantes declara que: 

II.1. Es una entidad libre y soberana que forma parte de la Federación, en términos de los artículos 40, 41, 
primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1o. de la 
Constitución Política del Estado de Hidalgo, en lo sucesivo CPEH. 

II.2. Omar Fayad Meneses, Gobernador Constitucional del Estado de Hidalgo cuenta con las facultades 
suficientes para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad con lo estipulado en los artículos 61 
y 71 de la CPEH; 2 y 9 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Hidalgo, en lo 
sucesivo LOAPEH. 

II.3. La Secretaría de Contraloría, es una Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 13, fracción X de la LOAPEH. 

II.4. César Román Mora Velázquez, en su carácter de Secretario de Contraloría, acredita su personalidad 
mediante nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado de Hidalgo, Omar 
Fayad Meneses, en fecha 25 de julio de 2018, y cuenta con las facultades necesarias para celebrar el 
presente instrumento, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 3, 21, 33, fracciones XIII, XXVI y XXVII 
de la LOAPEH; 9 y 10, fracciones III y XLIX del Reglamento Interior de la Secretaría de Contraloría. 

II.5. Su clave de Registro Federal de Contribuyentes es GEH690116NV7. 

II.6. Para los fines y efectos legales del presente instrumento, señala como domicilio el ubicado en Plaza 
Juárez S/N, Centro, Código Postal 42000, Pachuca de Soto, Estado de Hidalgo. 
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III. “LAS PARTES”, por conducto de sus representantes declaran que: 

III.1. Se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal que ostentan para la celebración del 
presente Convenio de Coordinación, manifestando que no existen vicios del consentimiento. 

III.2. Es su voluntad coordinarse de la forma más amplia y respetuosa para el cumplimiento y desarrollo 
del objeto y las actividades que se deriven del presente Convenio de Coordinación. 

III.3. En las menciones que se realicen en este Convenio de Coordinación y en el Anexo Técnico que 
forma parte de éste, alusivas a la Dirección General del Registro Nacional de Población e Identificación 
Personal, se entenderán hechas a la Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 58 y Sexto Transitorio del RISEGOB, publicado en el DOF el 31 
de mayo de 2019. 

III.4. Cuentan con los medios necesarios para proporcionarse recíprocamente la asistencia, coordinación y 
apoyo para la consecución del objeto de este instrumento al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio tiene por objeto establecer la coordinación de acciones entre 
“LAS PARTES” para promover la adopción, el uso y la certificación de la CURP de los usuarios de la “SC 
HIDALGO”, que son los ciudadanos o servidores públicos que solicitan una Constancia de No Inhabilitación, 
con la finalidad de que la “SC HIDALGO” se encuentre en posibilidad de consultar, validar e intercambiar 
información con “LA DGRNPI”, en términos del Anexo Técnico que, forma parte integrante del presente 
instrumento jurídico. 

SEGUNDA.- LÍNEAS DE ACCIÓN.- En los términos del presente instrumento y derivado de las acciones 
de trabajo que serán acordadas por escrito entre “LAS PARTES”, dentro del ámbito de sus respectivas 
competencias, desarrollarán las actividades en conjunto como las que a continuación se mencionan de 
manera enunciativa más no limitativa: 

I. “LA DGRNPI” validará la CURP, para que sea consultada por la “SC HIDALGO”, en línea y en tiempo 
real, en los términos del Anexo Técnico correspondiente; 

II. “LA DGRNPI” realizará las confrontas de datos con relación a la Base de Datos Nacional de la Clave 
Única de Registro de Población (BDNCURP) que le sean solicitadas por la “SC HIDALGO”, para verificar los 
datos de identidad de sus usuarios; 

III. La “SC HIDALGO” adoptará la CURP, como elemento de identificación individual, en los registros de 
sus usuarios, en los casos que resulte aplicable conforme al presente instrumento y su Anexo Técnico; 

IV. La “SC HIDALGO”, presentará a “LA DGRNPI” los registros de los usuarios que haya conformado con 
anterioridad a la firma del presente Convenio de Coordinación, para su confronta en la BDNCURP y previa 
verificación de los datos de identidad contenidos en los mismos, integrar la CURP de sus usuarios; 

V. La “SC HIDALGO” coadyuvará con “LA DGRNPI” para mantener permanentemente actualizada la Base 
de Datos que integra el Registro Nacional de Población; para ello, la “SC HIDALGO”, verificará que la CURP 
de sus usuarios se encuentre certificada por el Registro Civil; en caso contrario, la “SC HIDALGO” orientará a 
sus usuarios para que acudan ante la Oficialía del Registro Civil que corresponda, en cada una de las 32 
Estados integrantes de la Federación, para realizar los trámites procedentes y lograr su certificación; 

VI. La “SC HIDALGO” enviará a “LA DGRNPI”, dentro de los primeros cinco días de cada mes, el informe 
del consumo de consultas de la CURP que haya realizado en el mes inmediato anterior; 

VII. “LA DGRNPI”, en cualquier momento de la vigencia del presente instrumento jurídico, realizará 
verificaciones a las acciones que realice la “SC HIDALGO” respecto del cumplimiento del objeto del presente 
Convenio, y 

VIII. Las demás que sean acordadas por “LAS PARTES” para la consecución del objeto del presente 
instrumento. 

TERCERA.- CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS.- “LAS PARTES” se comprometen a determinar en conjunto 
las características técnicas, alcances, términos y condiciones en los que se llevarán a cabo las acciones 
objeto del presente instrumento, que no se contemplen en el Anexo Técnico. 

CUARTA.- COMITÉ DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN.- “LAS PARTES” acuerdan que con objeto del 
pleno cumplimiento del presente instrumento jurídico, se instalará un Comité de Seguimiento y Evaluación, 
que estará integrado por dos enlaces de cada una de “LAS PARTES”. 
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“LAS PARTES” designan como responsables del seguimiento y ejecución de las actividades objeto del 
presente instrumento, a: 

Por “LA DGRNPI” Por la “SC HIDALGO” 

 El o la Titular de la Dirección General Adjunta 
del Registro Poblacional. 

 El o la Titular de la Dirección General de 
Responsabilidades y Situación Patrimonial. 

 El o la Titular de la Dirección del Registro de 
Clave Única de Población. 

 El o la Titular de la Dirección de Situación 
Patrimonial. 

 

Los responsables designados participarán dentro del ámbito de su competencia, en la realización de las 
acciones encaminadas al cumplimiento del objeto de este instrumento jurídico. 

Para efecto del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES”, acuerdan que los responsables podrán 
designar a las personas con el nivel jerárquico inmediato inferior para que los asistan en las funciones 
encomendadas o en su caso, los suplan en sus ausencias, previa notificación escrita de aceptación por cada 
una de “LAS PARTES”. 

QUINTA.- FUNCIONES DEL COMITÉ DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN.- El Comité de Seguimiento y 
Evaluación tendrá las siguientes funciones: 

I. Establecer un programa de trabajo y los mecanismos de seguimiento correspondientes; 

II. Dar seguimiento a las acciones que se desarrollen con motivo del cumplimiento al objeto del presente 
instrumento; 

III. Elaborar y revisar los proyectos que atiendan las actividades objeto del presente instrumento jurídico; 

IV. Dirimir y resolver cualquier controversia sobre la interpretación, ejecución, operación o cumplimiento 
del presente Convenio o de los instrumentos que de éste se deriven; y 

V. Las demás que acuerden de manera conjunta y que permitan el mejor desarrollo de las funciones 
anteriores. 

El Comité de seguimiento y evaluación podrá sesionar en cualquier tiempo a solicitud de una  de “LAS 
PARTES”, con la finalidad de discutir y, en su caso, aprobar las propuestas de trabajo que éstas presenten. 

SEXTA.- ANEXO TÉCNICO.- “LAS PARTES” apoyarán al cumplimiento del objeto del presente 
instrumento jurídico, por lo que suscribirán el Anexo Técnico citado en las Cláusulas Primera, Tercera y 
Cuarta, mediante el cual se determinan las particularidades técnicas de su operación y ejecución. 

SÉPTIMA.- CONFIDENCIALIDAD.- “LAS PARTES” guardarán confidencialidad estricta respecto de la 
información que mutuamente se proporcionen o por aquella a la que tengan acceso con motivo del 
cumplimiento y ejecución del presente instrumento jurídico, de manera especial la clasificada como 
confidencial y/o reservada, en términos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley Federal de Trasparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y demás disposiciones aplicables a la materia, salvo 
que se cuente con la previa autorización escrita de quien sea responsable de dicha información, debiendo 
asegurarse que la que se proporcione por el personal que cada una designe sea manejada bajo estricta 
confidencialidad. 

Las obligaciones contempladas en el párrafo anterior permanecerán vigentes y serán exigibles en el 
supuesto de que “LAS PARTES” dieran por terminado el presente instrumento jurídico. 

OCTAVA.- TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES.- “LAS PARTES” se 
comprometen a cumplir con la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y demás disposiciones aplicables a la materia. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación, si “LAS 
PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la contraparte, por este 
medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del desarrollo del Convenio de 
Coordinación; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas por la 
otra Parte; (iii) proteger los datos personales e implementar las medidas de seguridad conforme a la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y 
las disposiciones aplicables a la materia; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales 
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tratados; (v) suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de 
Coordinación; y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar lo que establece Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y las 
disposiciones aplicables a la materia, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el entendido 
de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben abstenerse de 
llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

La “SC HIDALGO” deberá informar a “LA DGRNPI” cuando ocurra una vulneración a los datos personales 
que trata con motivo del objeto del presente instrumento jurídico. 

La “SC HIDALGO” previo a la transmisión de la información de los datos personales de sus usuarios, 
deberá comunicar a “LA DGRNPI” el aviso de privacidad y dar a conocer la finalidad a la que se encuentra 
sujeto el tratamiento de los datos que posee, cumpliendo asimismo con las obligaciones que le corresponde 
conforme al Capítulo II del Título Segundo y el Título Quinto de la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 

Las obligaciones contempladas en esta cláusula permanecerán vigentes y serán exigibles aún en el caso 
de que “LAS PARTES” dieran por terminado el presente Convenio de Coordinación. 

NOVENA.- DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL.- “LAS PARTES” acuerdan que apoyarán los programas y 
acciones que se implementen para el cumplimiento del objeto del presente instrumento, con sus respectivos 
recursos humanos y materiales, en la medida de su respectiva disponibilidad presupuestaria. 

DÉCIMA.- CESIÓN DE DERECHOS.- Ninguna de “LAS PARTES”, podrá ceder los derechos u 
obligaciones a su cargo, o delegarlas, sin previo consentimiento por escrito de la otra parte. 

DÉCIMA PRIMERA.- AVISOS Y NOTIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que deban realizarse en cumplimiento del objeto del presente instrumento 
jurídico, serán por escrito con acuse de recibo en los domicilios establecidos en las declaraciones 
correspondientes. 

En caso de que “LAS PARTES” cambien su domicilio, deberán notificarlo por escrito con acuse de recibo a 
la otra parte, con diez días naturales de anticipación a la fecha en que se pretenda que surta efecto el cambio. 
Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán válidamente hechas en los domicilios señalados por 
“LAS PARTES”. 

En lo anterior se observará lo dispuesto por el artículo 35 de la Ley Federal del Procedimiento 
Administrativo. 

DÉCIMA SEGUNDA.- DE LA RELACIÓN LABORAL.- El personal que cada una de “LAS PARTES” 
comisione, designe o contrate para la instrumentación, ejecución y operación de cualquier actividad 
relacionada con el presente Convenio de Coordinación, permanecerá en todo momento bajo la subordinación, 
dirección y dependencia de la parte que lo designó o contrató, por lo que en ningún momento existirá relación 
laboral o administrativa alguna entre una parte y el personal designado o contratado por la otra, ni operará la 
figura jurídica de patrón sustituto o solidario; independientemente de que dicho personal preste sus servicios 
fuera de las instalaciones de la parte que lo designó o contrató, o preste dichos servicios en las instalaciones 
de la otra Parte, deslindándola desde ahora de cualquier responsabilidad que por estos conceptos se le 
pretendiese fincar en materia administrativa, civil, laboral, penal, fiscal, judicial, sindical o de cualquier índole, 
debiendo la institución que contrató al trabajador de que se trate, sacar en paz y a salvo a la otra parte. 

DÉCIMA TERCERA.- MODIFICACIONES.- El presente instrumento podrá modificarse o adicionarse total 
o parcialmente por acuerdo de “LAS PARTES”, mediante Convenio Modificatorio, mismo que formará parte 
del presente instrumento, sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto de 
modificación o adición. Dichas modificaciones obligarán a los signatarios a partir de la fecha de su firma. Las 
modificaciones deberán constar por escrito y deberán estar firmadas por los representantes de cada una de 
“LAS PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR.- Ninguna de “LAS PARTES” será 
responsable de cualquier retraso o incumplimiento de sus obligaciones en la realización del presente 
instrumento que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. 

En este supuesto la parte afectada deberá notificarlo a la otra tan pronto como le sea posible, así como 
tratar de tomar las previsiones que se requieran para remediar la situación. 



Miércoles 17 de marzo de 2021 DIARIO OFICIAL   

En el caso que desaparezcan las causas que dieron origen al retraso o incumplimiento referido, 
inmediatamente se restaurará la ejecución del presente instrumento en la forma y términos que acuerden 
“LAS PARTES”. 

DÉCIMA QUINTA.- DERECHOS DE AUTOR Y PROPIEDAD INDUSTRIAL.- “LAS PARTES” acuerdan 
reconocerse recíprocamente la titularidad de los derechos de autor y de propiedad industrial que cada una 
tiene sobre patentes, marcas, modelos, dibujos industriales y derechos de autor, obligándose a mantenerlos 
vigentes durante la ejecución de este Convenio de Coordinación, pactando desde ahora, que los derechos 
que deriven de la ejecución del mismo, pertenecerán a la parte que los genere; asimismo corresponderá a la 
parte cuyo personal haya realizado el trabajo que sea objeto de publicación, dándole el debido reconocimiento 
a quienes hayan intervenido en la realización del mismo, en términos de las disposiciones aplicables. Si la 
producción se realizara conjuntamente los derechos corresponderán a “LAS PARTES”. 

Ninguna de “LAS PARTES” podrá utilizar la marca, logotipo o emblema de la otra institución en 
publicaciones, programas o en forma alguna, si antes no está autorizado o expresamente convenido por 
escrito entre “LAS PARTES”. 

Queda expresamente entendido que “LAS PARTES” podrán utilizar los resultados de las actividades 
amparadas por el presente instrumento en la Cláusula Tercera del presente instrumento en el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

DÉCIMA SEXTA.- VIGENCIA.- El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de su 
suscripción y por tiempo indefinido. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- TERMINACIÓN.- “LAS PARTES” acuerdan que cualquiera de ellas podrá dar por 
terminada su participación en el presente Convenio, trayendo como consecuencia la cancelación de acceso al 
servicio y contraseña de la consulta, objeto del presente Convenio de Coordinación. 

La terminación se hará mediante notificación escrita con al menos treinta días naturales anteriores a la 
fecha en que se pretenda dar por terminado el presente instrumento jurídico. En caso de existir actividades 
que se estén realizando o ejecutando con motivo del cumplimiento del presente instrumento, se les dará 
continuidad hasta su conclusión. 

“EL ESTADO DE HIDALGO” se compromete con “GOBERNACIÓN” en que el cumplimiento del objeto del 
presente instrumento será encaminado solamente a la realización de sus atribuciones y en los términos 
establecidos en este Convenio de Coordinación y su Anexo Técnico, además de que será ejecutado 
únicamente por el personal adscrito a la “SC HIDALGO”, en favor de sus usuarios y sólo para ellos, y sin 
ningún beneficio económico para la “SC HIDALGO” que implique, de manera enunciativa más no limitativa, 
lucro o pago por el servicio que preste con relación al objeto de este Convenio de Coordinación; por lo que en 
caso de que “GOBERNACIÓN” tenga algún indicio en contrario, dará como consecuencia la cancelación 
inmediata de acceso al servicio y contraseña de consulta, que se otorga mediante el presente instrumento, 
trayendo como consecuencia la terminación anticipada de este instrumento. Lo anterior, sin perjuicio de las 
consecuencias legales que pudieran derivarse de dicha acción, deslindando a “GOBERNACIÓN” y al personal 
de ésta, desde ahora, de cualquier responsabilidad que por estos conceptos se le pretendiese fincar en 
materia administrativa, civil, laboral, penal, fiscal, judicial, sindical o de cualquier otra índole, debiendo “EL 
ESTADO DE HIDALGO” sacar en paz y a salvo a “GOBERNACIÓN”. 

DÉCIMA OCTAVA.- PUBLICACIÓN.- El presente convenio se publicará en el Diario Oficial de la 
Federación, de conformidad con el artículo 36 de la Ley de Planeación. 

DÉCIMA NOVENA.- INTERPRETACIÓN Y CONTROVERSIAS.- “LAS PARTES” están de acuerdo en que 
el presente instrumento es producto de la buena fe, razón por la cual los conflictos que llegasen a presentarse 
por cuanto hace a su interpretación, ejecución, operación o cumplimiento serán resueltos de mutuo acuerdo a 
través del Comité de Seguimiento y Evaluación a que se refieren las Cláusulas Quinta y Sexta del presente 
instrumento, sin transgredir lo dispuesto en la legislación aplicable. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México, renunciando expresamente a 
cualquier otro fuero o legislación que pudiera corresponderles por razón de sus domicilios presentes o futuros 
o por cualquier otra causa de conformidad con lo establecido por el artículo 105 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

Leído que fue por las partes el presente instrumento jurídico y enteradas de su contenido, valor y alcance 
legal, lo firman por quintuplicado en la Ciudad de México, el 11 de septiembre de 2020.- Por Gobernación: el 
Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- 
Rúbrica.- Por el Estado de Hidalgo: el Gobernador Constitucional, Omar Fayad Meneses.- Rúbrica.-  El 
Secretario de Contraloría, César Román Mora Velázquez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA 
CONVENIO de Coordinación que, en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, celebran el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública y el Estado de México, relativo al Fondo de 
Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (Ciudad de México) (FASP) 2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana.- Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN QUE EN EL MARCO DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

CELEBRAN POR UNA PARTE, EL PODER EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DEL SECRETARIADO 

EJECUTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, EN LO SUCESIVO “EL SECRETARIADO”, 

REPRESENTADO POR SU TITULAR, EL LICENCIADO LEONEL EFRAÍN COTA MONTAÑO, Y POR LA OTRA, EL 

PODER EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO, EN LO SUCESIVO “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, 

REPRESENTADO POR SU GOBERNADOR CONSTITUCIONAL, EL LICENCIADO ALFREDO DEL MAZO MAZA, 

ASISTIDO POR EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, EL LICENCIADO ERNESTO NEMER ÁLVAREZ; EL 

SECRETARIO DE FINANZAS, EL MAESTRO RODRIGO JARQUE LIRA; EL SECRETARIO DE SEGURIDAD,  EL 

MAESTRO RODRIGO SIGFRID MARTÍNEZ-CELIS WOGAU; EL SECRETARIO EJECUTIVO DEL SISTEMA ESTATAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, EL ARQUITECTO VÍCTOR MANUEL AGUILAR TALAVERA; A QUIENES CONJUNTAMENTE SE 

LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, DE CONFORMIDAD CON LAS DECLARACIONES Y CLÁUSULAS 

SIGUIENTES 

DECLARACIONES: 

I. DECLARA “EL SECRETARIADO”, A TRAVÉS DE SU REPRESENTANTE QUE: 

I.1 Es un Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría de Seguridad y Protección 
Ciudadana, operativo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, con autonomía técnica, de 
gestión y presupuestal, de conformidad con los artículos 3, inciso C, fracción VII, 45 y 65 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 17 de la Ley General  
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en lo subsecuente “Ley General”; y 1 del Reglamento 
del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, concatenado con los 
artículos Octavo, Décimo Tercero y Décimo Cuarto transitorios del Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2018. 

I.2 De conformidad con los artículos 17, párrafo segundo de la “Ley General”; 30 Bis, fracción XXIII de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 5 del Reglamento del Secretariado Ejecutivo 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, su Titular fue designado como Secretario Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública por el C. Presidente de la República en su carácter de 
Presidente del Consejo Nacional de Seguridad Pública, el 16 de julio de 2019. 

I.3 Se encuentra facultado para suscribir el presente Convenio, en términos de lo dispuesto por los 
artículos 18, fracciones VII y XXV de la “Ley General”, 5 y 8, fracción XII del Reglamento del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

I.4 Para todos los efectos legales, señala como domicilio el ubicado en Avenida de las Torres número 
855, Colonia Belén de las Flores, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01110. 

II. DECLARA “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, A TRAVÉS DE SU REPRESENTANTE QUE: 

II.1 Es una entidad libre y soberana, en todo lo concerniente a su régimen interior, con una forma de 
gobierno republicana, representativa, democrática, laica y popular, que forma parte integrante de la 
Federación denominada Estados Unidos Mexicanos, y tiene la calidad de persona moral oficial, 
facultada para ejercer todos los derechos y obligaciones que sean necesarios para realizar el objeto 
de su institución, de conformidad con los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y 1, 3 y 138 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de México y demás normativa aplicable. 

II.2 El Gobernador Constitucional, Licenciado Alfredo del Mazo Maza, asumió su cargo a partir del 16 de 
septiembre de 2017; por lo que, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio, con la 
asistencia del Secretario General de Gobierno, Licenciado Ernesto Nemer Álvarez; el Secretario de 
Finanzas, Maestro Rodrigo Jarque Lira; el Secretario de Seguridad, el Maestro Rodrigo Sigfrid 
Martínez-Celis Wogau y el Secretario Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública, Arquitecto 
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Víctor Manuel Aguilar Talavera en términos de los artículos 39, Apartado B, fracciones I y II y 142 de 
la “Ley General”; 65, 77 fracciones IX, XXVIII y LI, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México; 2, 3, 5, 6, 15, 19, fracciones I, II y III, 20, 21, 21 BIS y 24 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de México; 10 último párrafo, 14 fracción I, 15, 
fracción XIII, 24, fracción II, 59 y 61, fracciones II, X y XVIII de la Ley de Seguridad del Estado de 
México; 6 y 7, fracción XV y XXXIV del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 6 
y 7, fracciones V y XLII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas; 3, 11 y 14 el 
Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad y 8, fracción I y XXV del Reglamento Interior del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables. 

II.3 Cuenta con la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos materia del 
presente Convenio. 

II.4 Para todos los efectos legales relacionados con el presente Convenio, señala como su domicilio 
legal el ubicado en Palacio de Gobierno, Lerdo Poniente, número 300, primer piso, puerta 216, 
colonia Centro, código postal 5000, Toluca, Estado de México. 

III. DECLARAN “LAS PARTES”, A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES QUE: 

III.1 Se reconocen mutuamente la personalidad que ostentan. 

III.2 Celebran el presente Convenio de acuerdo con el marco jurídico aplicable, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS: 

PRIMERA. OBJETO. 

El presente Convenio tiene por objeto coordinar acciones entre “LAS PARTES” para que, a través de los 
recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (Ciudad 
de México) (“FASP”) previsto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021 y 
los que aporte “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, la misma esté en condiciones de atender las políticas, 
estrategias y prioridades orientadas al cumplimiento de los Ejes Estratégicos, los Programas y Subprogramas 
con Prioridad Nacional y demás acuerdos aprobados por el Consejo Nacional de Seguridad Pública, con base 
en lo preceptuado por el párrafo décimo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y los artículos 44 y 45 de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normativa aplicable. 

SEGUNDA. MONTOS Y DESTINOS DE GASTO DEL “FASP”. 

De conformidad con el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021 y los 
Criterios de Distribución del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito 
Federal (Ciudad de México) (FASP) para el ejercicio fiscal 2021 y los resultados de su aplicación, publicados 
en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2020, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” recibirá la 
cantidad de $529,447,348.00 (quinientos veintinueve millones cuatrocientos cuarenta y siete mil trescientos 
cuarenta y ocho pesos 00/100 M.N.) de los recursos del “FASP”. 

A efecto de complementar los recursos necesarios para la realización del objeto del presente Convenio, 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a aportar de sus recursos presupuestarios el 25% (veinticinco) por 
ciento del total de los recursos federales otorgados, lo que representa la cantidad de $132,361,837.00 (Ciento 
treinta y dos millones trescientos sesenta y un mil ochocientos treinta y siete pesos 00/100 M.N.). 

El Financiamiento Conjunto pactado en el presente Convenio, integrado por las aportaciones federal y 
estatal suman en conjunto la cantidad de $661,809,185.00 (seiscientos sesenta y un millones ochocientos 
nueve mil ciento ochenta y cinco pesos 00/100 M.N.). 

Las acciones prioritarias, metas y conceptos convenidos de los Programas con Prioridad Nacional y 
Subprogramas, se establecerán en un Anexo Técnico, el cual una vez firmado por las y los Titulares de las 
Unidades Administrativas competentes de “EL SECRETARIADO”, y el Secretario Ejecutivo del Sistema 
Estatal de Seguridad Pública de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, formará parte integrante del presente 
Convenio. 

En cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 7, fracción II y 8 de la “Ley General” y 45 de la Ley de 
Coordinación Fiscal, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” destinará recursos del Financiamiento Conjunto, para 
realizar acciones específicas en materia de seguimiento y evaluación respecto de las acciones, metas, 
conceptos y recursos asociados de los Programas con Prioridad Nacional, instrumentados en el marco de 
este Convenio, en los términos establecidos en el Anexo Técnico y observando los Lineamientos Generales 
de Evaluación que emita “EL SECRETARIADO”. 
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“LA ENTIDAD FEDERATIVA”, deberá ejercer los recursos del “FASP” observando los criterios de 
eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez que aseguren las mejores condiciones disponibles en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, previstos en el 
artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; las disposiciones para el ejercicio, 
control, vigilancia, información, evaluación y fiscalización previstas en la “Ley General”; los fines y objetivos 
previstos en los artículos 45 y 49 de la Ley de Coordinación Fiscal; el principio de anualidad previsto en el 
artículo 7 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; los criterios generales 
que rigen la contabilidad gubernamental y la emisión de información financiera de los entes públicos previstos 
en la Ley General de Contabilidad Gubernamental; los criterios generales de responsabilidad hacendaria y 
financiera que rigen a las Entidades Federativas, así como a sus respectivos Entes Públicos, previstos en  la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; los principios para la 
programación, presupuestación, ejercicio, control y evaluación aplicables a los recursos federales, previstos 
en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; las disposiciones en 
materia de contratación y adquisición de bienes, servicios e infraestructura, así como para la administración y 
ejercicio, previstas en las leyes locales en lo que no se contrapongan a la legislación federal; los Acuerdos del 
Consejo Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables a los recursos del “FASP”. 

Con el objeto de llevar a cabo la administración de los recursos del “FASP” con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que están destinados, el 
“SECRETARIADO”, señalará a la “LA ENTIDAD FEDERATIVA” los bienes y servicios sujetos a adquirirse de 
manera consolidada. 

Para tal efecto “LA ENTIDAD FEDERATIVA” establecerá dentro del Anexo Técnico los conceptos que 
habrán de formar parte de la consolidación conforme al procedimiento que emita el “SECRETARIADO”, 
siempre que se aseguren al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, 
financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, conforme a lo dispuesto en el artículo 134 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes locales en lo que no se contrapongan a la 
legislación federal y demás normativa aplicable; para lo cual el Gobierno de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” 
deberá proporcionar toda la información que se requiera. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

I. Cumplir con lo señalado en el artículo 7, fracción IX del Presupuesto de Egresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2021, la normativa en materia presupuestaria; la “Ley General”; la Ley de 
Coordinación Fiscal; los Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del 
Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (Ciudad de 
México) (FASP) y demás disposiciones aplicables. 

II. Establecer dos cuentas bancarias productivas específicas, una para la administración de los 
recursos federales del “FASP” con los rendimientos que generen y otra para la aportación de  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA”, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, para efectos de su fiscalización, los cuales no podrán ser transferidos 
a otras cuentas que no permitan identificar su aplicación, destino y rendimientos. 

III. Registrar los recursos que por el “FASP” reciba en su respectivo presupuesto y deberán distinguirse 
de los recursos aportados por “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, e informar para efectos de la cuenta 
pública local, así como presentar los demás informes previstos en la legislación local y federal. 

IV. Aplicar los recursos del “FASP” conforme al principio de anualidad previsto en el artículo 7 del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021. 

V. De conformidad con el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios, reintegrar a la Tesorería de la Federación a más tardar el 15 de enero de 2022, los 
recursos del “FASP” con los rendimientos financieros generados que al 31 de diciembre del ejercicio 
fiscal 2021, no hayan sido devengados por sus entes públicos o no estén comprometidos en los 
términos previstos en el artículo 4, fracciones XIV y XV de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, así como cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el primer trimestre del 
ejercicio fiscal 2022, con los recursos del “FASP” que al 31 de diciembre del ejercicio fiscal 2021 se 
hayan comprometido o devengado pero que no hayan sido pagados, debiendo reintegrar los 
recursos remanentes a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales 
siguientes una vez cumplido el plazo referido. 
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VI. Ejercer los recursos del “FASP” y estatales para el cumplimiento de las metas convenidas en el 

Anexo Técnico, observando lo previsto en el artículo 45 de la Ley de Coordinación Fiscal y los 

Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones 

para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (Ciudad de México) (FASP). 

VII. Informar mensual y trimestralmente a “EL SECRETARIADO” a través de la Dirección General de 

Vinculación y Seguimiento sobre las acciones realizadas con base en el presente Convenio, así 

como los movimientos que presenten las cuentas bancarias específicas productivas, la situación en 

el ejercicio de los recursos y su destino, considerando el avance presupuestal y de cumplimiento de 

metas por Programa y las acciones efectuadas con rendimientos financieros, diferenciando para tal 

efecto el gasto comprometido, devengado, ejercido y pagado. “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, por 

conducto del Secretario Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública, será responsable de 

verificar y proporcionar a “EL SECRETARIADO” los informes mensuales y trimestrales sobre los 

movimientos que presenten las cuentas bancarias productivas específicas del Financiamiento 

Conjunto, el ejercicio de los recursos y avance en el cumplimiento de los objetivos, metas, 

indicadores y porcentajes de inversión de los proyectos establecidos en el Anexo Técnico, así como 

el destino y resultados obtenidos de la aplicación de los recursos. 

VIII. Enviar adjunto a su informe trimestral, copia de los estados de cuenta mensuales correspondientes 

a cada una de las cuentas informadas ante “EL SECRETARIADO”. 

IX. Incorporar en el sistema de seguimiento que opere “EL SECRETARIADO”, la información conforme 

a los Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de 

Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (Ciudad de México) 

(FASP). 

X. Entregar a “EL SECRETARIADO” la información que solicite en los términos, plazos y formatos que 

al efecto establezca. 

XI. Publicar en su página de Internet, el avance en el ejercicio de los recursos que le fueron asignados, 

para transparentar el ejercicio de los mismos, en términos de los artículos 48 de la Ley de 

Coordinación Fiscal y 77 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

XII. Financiar con recursos propios las acciones no previstas en el artículo 45 de la Ley de Coordinación 

Fiscal. 

XIII. Abstenerse de adquirir para el uso de sus instituciones policiales, uniformes o vehículos con colores, 

imágenes o diseños similares que puedan confundirse con aquellos que son de uso exclusivo de las 

Fuerzas Armadas Nacionales, con recursos propios o del “FASP”, a fin de cumplir el Acuerdo 

09/XXXIX/15 del Consejo Nacional de Seguridad Pública, aprobado en su Trigésima Novena Sesión 

Ordinaria, celebrada el 18 de diciembre de 2015; en caso contrario, se podrían actualizar los 

supuestos previstos en el artículo 250 bis 1, fracciones II y IV del Código Penal Federal. 

XIV. Establecer medidas de revisión y control permanente para garantizar que ninguna corporación 

policial, estatal o municipal, y ninguna empresa de seguridad privada, emplee uniformes o vehículos 

con colores, imágenes o diseños similares que puedan confundirse con aquellos que son de uso 

exclusivo de las Fuerzas Armadas Nacionales, en cumplimiento al Acuerdo 09/XXXIX/15 del 

Consejo Nacional de Seguridad Pública. 

XV. Colaborar y participar en términos de la normativa aplicable, en operativos conjuntos con las 

autoridades competentes. 

XVI. Apoyar a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública  a “EL 

SECRETARIADO” en el desarrollo de las visitas y acciones de verificación sobre la aplicación de los 

recursos del “FASP”. 

XVII. Dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en el artículo 41 de los Criterios Generales para la 

Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 

los Estados y del Distrito Federal (Ciudad de México) (FASP) y demás disposiciones aplicables. 
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CUARTA. OPERACIÓN Y SEGUIMIENTO. 

Por parte de “EL SECRETARIADO”, el Titular de la Dirección General de Vinculación y Seguimiento será 
el responsable de coordinar la operación y seguimiento del “FASP”. 

Por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, el Titular del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de 
Seguridad Pública, será el responsable de los informes mensuales y trimestrales que se deban rendir  a “EL 
SECRETARIADO” en términos de la fracción VII de la cláusula Tercera de este Convenio. 

QUINTA. VIGENCIA. 

El presente Convenio inicia su vigencia en la fecha de suscripción y concluirá el 31 de diciembre de 2021, 
con excepción de las obligaciones correspondientes a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” previstas en la fracción V 
de la cláusula Tercera del presente Convenio, en términos del artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los Municipios. 

SEXTA. TRANSPARENCIA. 

Con la finalidad de dar transparencia al ejercicio de los recursos federales del “FASP”,  “EL 
SECRETARIADO” hará públicos el diseño, ejecución, montos asignados, criterios de acceso y los resultados 
de la evaluación del desempeño de los recursos. 

“LAS PARTES” deberán publicar el presente Convenio en su respectivo medio de difusión oficial, y el 
Anexo Técnico en sus páginas de Internet, atendiendo lo previsto en las disposiciones aplicables. 

“EL SECRETARIADO” podrá establecer con instituciones nacionales o internacionales, así como con 
organizaciones de la sociedad civil, los mecanismos necesarios para fortalecer la adecuada rendición de 
cuentas, transparencia, vigilancia y fiscalización de los recursos que se aportan con el presente Convenio, así 
como las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

SÉPTIMA. RELACIÓN LABORAL. 

“LAS PARTES” reconocen que el personal que comisionen o asignen para el desarrollo de las acciones 
que les correspondan en el cumplimiento del presente Convenio, estará bajo la dirección y responsabilidad 
directa de la parte que lo haya comisionado o asignado y, por consiguiente, en ningún caso generará 
relaciones de carácter laboral, ni de patrón sustituto, intermediario o solidario, asumiendo cada uno de ellos la 
responsabilidad laboral que le sea propia. 

OCTAVA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. 

El cumplimiento de las obligaciones del presente Convenio y su Anexo Técnico, serán suspendidas sin 
responsabilidad para “LAS PARTES” cuando ocurra una situación de caso fortuito o fuerza mayor, 
debidamente demostrado por la parte correspondiente. Dichas obligaciones podrán reanudarse en el 
momento que desaparezcan las causas que dieron origen a la suspensión. 

NOVENA. JURISDICCIÓN. 

“LAS PARTES” resolverán de común acuerdo, en el ámbito de sus respectivas competencias, los 
conflictos que se llegasen a presentar en relación con la formalización, interpretación, ejecución y 
cumplimiento del presente Convenio y de su Anexo Técnico, de conformidad con las leyes federales. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales competentes con residencia en la Ciudad de México, por lo que 
renuncian a la jurisdicción que pudiere corresponderles por cualquier fuero presente o futuro por razón de 
domicilio o vecindad. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance jurídico del presente Convenio y por no existir dolo, 
lesión, error, mala fe o cualquier otro vicio del consentimiento que pudiera afectar su validez, lo firman en 
cinco tantos, en la Ciudad de México, a los ocho días del mes de febrero de dos mil veintiuno.- Por el 
Secretariado: el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Licenciado Leonel Efraín 
Cota Montaño.- Rúbrica.- Por la Entidad Federativa: el Gobernador Constitucional, Licenciado Alfredo del 
Mazo Maza.- Rúbrica.- El Secretario General de Gobierno, Licenciado Ernesto Nemer Álvarez.- Rúbrica.- El 
Secretario de Seguridad, Maestro Rodrigo Sigfrid Martínez-Celis Wogau.- Rúbrica.- El Secretario de 
Finanzas, Maestro Rodrigo Jarque Lira.- Rúbrica.- El Secretario Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad 
Pública, Arquitecto Víctor Manuel Aguilar Talavera.- Rúbrica. 
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AVISO de Término de la Emergencia por la ocurrencia de helada severa del 2 al 4, del 14 al 16 y del 19 al 22 de 
febrero de 2021, para 1 municipio; del 13 al 18 de febrero de 2021, para 1 municipio y del 15 al 18 de febrero de 
2021, para 3 municipios del Estado de Oaxaca. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana. 

LIC. LAURA VELÁZQUEZ ALZÚA, Coordinadora Nacional de Protección Civil, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 26 y 30 Bis fracción XX de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

19, fracción XI de la Ley General de Protección Civil; 22, fracciones XX y XXI del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 12, fracciones I, inciso a), II y IV del Acuerdo que establece 

los Lineamientos del Fondo para la Atención de Emergencias (LINEAMIENTOS) publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 3 de julio de 2012, y 

CONSIDERANDO 

Que el día 26 de febrero de 2021, se emitió el Boletín de Prensa número BDE-009-2021, mediante el cual 

se dio a conocer que la Coordinación Nacional de Protección Civil (CNPC), declaró en Emergencia por la 

presencia de helada severa del 2 al 4, del 14 al 16 y del 19 al 22 de febrero de 2021, para el municipio de San 

Pedro y San Pablo Ayutla; del 13 al 18 de febrero de 2021, para el municipio de Teotongo y del 15 al 18 de 

febrero de 2021, para los municipios de Heroica Ciudad de Tlaxiaco, San Martín Itunyoso y Santiago 

Tilantongo, todos del Estado de Oaxaca; publicándose la Declaratoria en el Diario Oficial de la Federación el 8 

de marzo de 2021. 

Que mediante oficio número SSPC/SPPPCCP/CNPC/DGPC/00248/2021, de fecha 8 de marzo de 2021, la 

Dirección General de Protección Civil (DGPC) comunica que, de acuerdo con el más reciente análisis 

realizado por la Dirección de Administración de Emergencias de esa Unidad Administrativa, las causas de la 

Declaratoria ya no persisten, por lo que con base en el artículo 12, fracción II de los LINEAMIENTOS, en 

opinión de la DGPC se puede finalizar la vigencia de la Declaratoria de Emergencia, debido a que ha 

desaparecido la situación de emergencia por la cual fue emitida. 

Que el 8 de marzo de 2021, la CNPC emitió el Boletín de Prensa número BDE-012-2021, a través del cual 

dio a conocer el Aviso de Término de la Declaratoria de Emergencia por la presencia de helada severa del 2 al 

4, del 14 al 16 y del 19 al 22 de febrero de 2021, para el municipio de San Pedro y San Pablo Ayutla; del 13 al 

18 de febrero de 2021, para el municipio de Teotongo y del 15 al 18 de febrero de 2021, para los municipios 

de Heroica Ciudad de Tlaxiaco, San Martín Itunyoso y Santiago Tilantongo, todos del Estado de Oaxaca. 

Que tomando en cuenta lo anterior, se determinó procedente expedir el siguiente: 

AVISO DE TÉRMINO DE LA EMERGENCIA  POR LA OCURRENCIA DE HELADA SEVERA DEL 2 AL 4, 

DEL 14 AL 16 Y DEL 19 AL 22 DE FEBRERO DE 2021, PARA 1 MUNICIPIO; DEL 13 AL 18 DE FEBRERO 

DE 2021, PARA 1 MUNICIPIO Y DEL 15 AL 18 DE FEBRERO DE 2021, PARA 3 MUNICIPIOS DEL ESTADO 

DE OAXACA 

Artículo 1o.- De conformidad con el artículo 12, fracción I inciso a) de los LINEAMIENTOS, se da por 

concluida la Declaratoria de Emergencia por la presencia de helada severa del 2 al 4, del 14 al 16 y del 19 al 

22 de febrero de 2021, para el municipio de San Pedro y San Pablo Ayutla; del 13 al 18 de febrero de 2021, 

para el municipio de Teotongo y del 15 al 18 de febrero de 2021, para los municipios de Heroica Ciudad de 

Tlaxiaco, San Martín Itunyoso y Santiago Tilantongo, todos del Estado de Oaxaca. 

Artículo 2o.- El presente Aviso de Término de la Emergencia se publicará en el Diario Oficial de la 

Federación, de conformidad con los artículos 61 de la Ley General de Protección Civil y 12 fracción II, de los 

LINEAMIENTOS. 

Ciudad de México, a ocho de marzo de dos mil veintiuno.- La Coordinadora Nacional de Protección Civil, 

Lic. Laura Velázquez Alzúa.- Rúbrica. 
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AVISO de Término de la Emergencia por la ocurrencia de incendios forestales del 1 de enero al 22 de febrero de 
2021, para 23 municipios del Estado de Oaxaca. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana. 

LIC. LAURA VELÁZQUEZ ALZÚA, Coordinadora Nacional de Protección Civil, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 26 y 30 Bis fracción XX de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
19, fracción XI de la Ley General de Protección Civil; 22, fracciones XX y XXI del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 12, fracciones I, inciso a), II y IV del Acuerdo que establece 
los Lineamientos del Fondo para la Atención de Emergencias (LINEAMIENTOS) publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 3 de julio de 2012, y 

CONSIDERANDO 

Que el día 26 de febrero de 2021, se emitió el Boletín de Prensa número BDE-008-2021, mediante el cual 
se dio a conocer que la Coordinación Nacional de Protección Civil (CNPC), declaró en Emergencia por la 
ocurrencia de incendios forestales del 1 de enero al 22 de febrero de 2021 a los municipios de San Pablo Etla, 
Heroica Ciudad de Tlaxiaco, Tlalixtac de Cabrera, San Pedro Tapantepec, Santa Cruz Mixtepec, Oaxaca de 
Juárez, Santa María Atzompa, San Pablo Huitzo, San Felipe Tejalápam, Villa de Zaachila, San Jerónimo 
Tlacochahuaya, San Miguel Chimalapa, Santa María Chimalapa, San Francisco Telixtlahuaca, Zimatlán de 
Álvarez, Santiago Tepetlapa, Santa María Lachixío, Heroica Villa de Tezoatlán de Segura y Luna, Santiago 
Ixtayutla, San Simón Zahuatlán, Constancia del Rosario, Santiago Astata y San Miguel el Grande del Estado 
de Oaxaca; publicándose la Declaratoria en el Diario Oficial de la Federación el 8 de marzo de 2021. 

Que mediante oficio número SSPC/SPPPCCP/CNPC/DGPC/00247/2021, de fecha 8 de marzo de 2021, la 
Dirección General de Protección Civil (DGPC) comunica que, de acuerdo con el más reciente análisis 
realizado por la Dirección de Administración de Emergencias de esa Unidad Administrativa, las causas de la 
Declaratoria ya no persisten, por lo que con base en el artículo 12, fracción II de los LINEAMIENTOS, en 
opinión de la DGPC se puede finalizar la vigencia de la Declaratoria de Emergencia, debido a que ha 
desaparecido la situación de emergencia por la cual fue emitida. 

Que el 8 de marzo de 2021, la CNPC emitió el Boletín de Prensa número BDE-011-2021, a través del cual 
dio a conocer el Aviso de Término de la Declaratoria de Emergencia por la ocurrencia de incendios forestales 
del 1 de enero al 22 de febrero de 2021 a los municipios de San Pablo Etla, Heroica Ciudad de Tlaxiaco, 
Tlalixtac de Cabrera, San Pedro Tapantepec, Santa Cruz Mixtepec, Oaxaca de Juárez, Santa María Atzompa, 
San Pablo Huitzo, San Felipe Tejalápam, Villa de Zaachila, San Jerónimo Tlacochahuaya, San Miguel 
Chimalapa, Santa María Chimalapa, San Francisco Telixtlahuaca, Zimatlán de Álvarez, Santiago Tepetlapa, 
Santa María Lachixío, Heroica Villa de Tezoatlán de Segura y Luna, Santiago Ixtayutla, San Simón Zahuatlán, 
Constancia del Rosario, Santiago Astata y San Miguel el Grande del Estado de Oaxaca. 

Que tomando en cuenta lo anterior, se determinó procedente expedir el siguiente: 

AVISO DE TÉRMINO DE LA EMERGENCIA POR LA OCURRENCIA DE INCENDIOS FORESTALES DEL 1 
DE ENERO AL 22 DE FEBRERO DE 2021, PARA 23 MUNICIPIOS DEL ESTADO DE OAXACA 

Artículo 1o.- De conformidad con el artículo 12, fracción I inciso a) de los LINEAMIENTOS, se da por 
concluida la Declaratoria de Emergencia por la ocurrencia de incendios forestales del 1 al 16 de febrero de 
2021 a los municipios de San Pablo Etla, Heroica Ciudad de Tlaxiaco, Tlalixtac de Cabrera, San Pedro 
Tapantepec, Santa Cruz Mixtepec, Oaxaca de Juárez, Santa María Atzompa, San Pablo Huitzo, San Felipe 
Tejalápam, Villa de Zaachila, San Jerónimo Tlacochahuaya, San Miguel Chimalapa, Santa María Chimalapa, 
San Francisco Telixtlahuaca, Zimatlán de Álvarez, Santiago Tepetlapa, Santa María Lachixío, Heroica Villa de 
Tezoatlán de Segura y Luna, Santiago Ixtayutla, San Simón Zahuatlán, Constancia del Rosario, Santiago 
Astata y San Miguel el Grande del Estado de Oaxaca. 

Artículo 2o.- El presente Aviso de Término de la Emergencia se publicará en el Diario Oficial de la 
Federación, de conformidad con los artículos 61 de la Ley General de Protección Civil y 12 fracción II,  de los 
LINEAMIENTOS. 

Ciudad de México, a ocho de marzo de dos mil veintiuno.- La Coordinadora Nacional de Protección Civil, 
Lic. Laura Velázquez Alzúa.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
OFICIO por el que se modifica la autorización para organizarse y funcionar como sociedad financiera popular 
otorgada a Financiera Más, S.A. de C.V., S.F.P. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores.- Vicepresidencia de Normatividad.- 
Dirección General de Autorizaciones Especializadas.- Oficio No. 311-10031281/2021.- Exp. CNBV.3S.3.2, 
311, (5787), “04/03/2021”. 

Asunto:  Se modifica la autorización para la 
organización y funcionamiento de esa 
sociedad. 

FINANCIERA MÁS, S.A. DE C.V., S.F.P. 
CALZADA DEL VALLE NO. 202, COL DEL VALLE, C.P. 66220 

SAN PEDRO GARZA GARCÍA, NUEVO LEÓN, MÉXICO. 

AT’N.  LIC. VÍCTOR MANUEL MORENO CORNEJO 

 DIRECTOR GENERAL 

Con fundamento en el artículo 9, penúltimo párrafo de la Ley de Ahorro y Crédito Popular y derivado de la 
reforma a las cláusulas PRIMERA y TERCERA de los estatutos sociales de Financiera T Agiliza, S.A. de C.V., 
S.F.P. (actualmente, Financiera Más, S.A. de C.V., S.F.P.) aprobada por esta Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores mediante Oficio No. 311-69183/2020 y 123-5680/2020 de fecha 28 de agosto de 2020, se 
modifican las bases Primera, Segunda, Tercera, Cuarta, Quinta, Sexta, Séptima y Octava, de la autorización 
que para organizarse y funcionar fue otorgada a esa sociedad financiera popular mediante Oficio No. 310-
87144/2009 y 120-85321/2009 de fecha 26 de noviembre de 2009, para quedar en los siguientes términos: 

“PRIMERA.- La denominación de la sociedad es Financiera Más, la cual se usará seguida 
de las palabras Sociedad Anónima de Capital Variable, Sociedad Financiera Popular o de 
su abreviatura S.A. de C.V., S.F.P. 

SEGUNDA.- Su duración será indefinida. 

TERCERA.- Su objeto social comprenderá la realización de todas las operaciones que 
señala el artículo 36, fracción I de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

CUARTA.- Su domicilio social estará ubicado en el Estado de Nuevo León. 

QUINTA.- La sociedad tendrá un nivel de operaciones I. 

SEXTA.- La autorización a que se refiere el presente oficio es, por su propia naturaleza, 
intransmisible. 

SÉPTIMA.- La sociedad estará sujeta a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, así como a la supervisión auxiliar de una Federación autorizada para ejercer de 
manera auxiliar la supervisión de la sociedad financiera popular. 

OCTAVA.- Las operaciones que la sociedad celebre por virtud de la presente autorización, 
así como las demás operaciones que lleve a cabo, al igual que su organización y 
funcionamiento en general, se sujetarán, en lo no señalado expresamente en este oficio, a 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a los tratados o acuerdos 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, a la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular, a la Ley General de Sociedades Mercantiles, a las reglas y disposiciones de 
carácter general aplicables a las sociedades financieras populares que emitan la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a las 
disposiciones que respecto de sus operaciones expida el Banco de México y a las demás 
normas y disposiciones vigentes y las que se emitan en el futuro por cualquier autoridad 
competente, incluyendo las relativas a operaciones con recursos de procedencia ilícita y 
financiamiento al terrorismo, que por su naturaleza le resulten aplicables.” 

El presente oficio se emite con fundamento en las disposiciones legales antes invocadas, así como en 
ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 41, fracción I, y 58 del Reglamento Interior de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Atentamente 

Ciudad de México, 4 de marzo de 2021.- El Director General de Autorizaciones Especializadas, Mtro. Luis 
Bartolini Esparza.- Rúbrica. 
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OFICIO por el que se modifica la autorización para organizarse y funcionar como sociedad financiera popular 
otorgada a Impulso para el Desarrollo de México, S.A. de C.V., S.F.P. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores.- Vicepresidencia de Normatividad.- 
Dirección General de Autorizaciones Especializadas.- Oficio No. 311-10031277/2021.- Exp. CNBV.3S.3.2, 
311, (5786), “05/03/2021”, <2.10>. 

Asunto: Se modifica la autorización para la 

organización y funcionamiento de esa 

sociedad. 

IMPULSO PARA EL DESARROLLO DE MÉXICO, S.A. DE C.V., S.F.P. 

Bosque de Duraznos No. 65, Piso 5, Oficina 501 A. 

Col. Bosque de las Lomas, C.P. 11700 

Miguel Hidalgo, Ciudad de México 

AT’N. LIC. HÉCTOR FERNANDO RIVAS MARTÍNEZ 

 Director General 

Con fundamento en el artículo 9, penúltimo párrafo de la Ley de Ahorro y Crédito Popular y derivado de la 

reforma a la cláusula TERCERA de los estatutos sociales de Impulso para el Desarrollo de México,  S.A. de 

C.V., S.F.P., aprobada por esta Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante Oficio No. 311-

82500/2019 y 123-5624/2019 de fecha 20 de diciembre de 2019, se modifica la base Segunda, fracción II de 

la autorización que para organizarse y funcionar fue otorgada a esa sociedad financiera popular mediante 

Oficio 210-90289/2010 y 120-86787/2010 de fecha 17 de diciembre de 2010, para quedar en los siguientes 

términos: 

“Segunda. - .................................................................................................................................  

I. - ................................................................................................................................................  

II. – Su domicilio social se ubicará en la Ciudad de México y tendrá un Nivel de Operaciones I.” 

El presente oficio se emite con fundamento en las disposiciones legales antes invocadas, así como en 

ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 41, fracción I y 58 del Reglamento Interior de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores. 

Atentamente 

Ciudad de México, 5 de marzo de 2021.- El Director General de Autorizaciones Especializadas, Mtro. Luis 

Bartolini Esparza.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO por el que se destina al servicio del Gobierno del Estado de Chihuahua, el inmueble federal ubicado en 
Av. Lerdo Sur No. 205 actualmente 201, Colonia Centro, Municipio de Juárez, Estado de Chihuahua. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales.- DST-004/2021. 

ACUERDO por el que se destina al servicio del Gobierno del Estado de Chihuahua, el inmueble 

federal ubicado en Av. Lerdo Sur N° 205 actualmente 201, Colonia Centro, Municipio de Juárez, Estado 

de Chihuahua. 

MAURICIO MÁRQUEZ CORONA, Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 

Nacionales, Órgano Desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 6 fracción VI; 11 fracción I; 28 fracción I; 29 fracción V; 61, 62, y 70 de la Ley 

General de Bienes Nacionales; 31 fracciones XXIX y XXX de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, 2° Apartado D fracción VI y 98-C del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público; 1, 3 fracción X, 4 fracción I, inciso a) y 6 fracción XXXIII del Reglamento del Instituto de 

Administración y Avalúos de Bienes Nacionales y; 
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CONSIDERANDO 

PRIMERO. - Que dentro de los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación, se 
encuentra el inmueble federal con superficie de 1,055.985 metros cuadrados, ubicado en Av. Lerdo Sur N° 
205 actualmente 201, Colonia Centro, Municipio de Juárez, Estado de Chihuahua, identificado en el Inventario 
del Sistema de Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal con el Registro Federal Inmobiliario 8-5753-8; 

SEGUNDO.- Que el inmueble federal descrito en el considerando anterior cuenta con Declaratoria de 
Sujeción al Régimen de Dominio Público con número DSRDPF/481/2016 inscrita en el Registro Público de la 
Propiedad Federal bajo el Folio Real número 147586 de 18 de noviembre de 2016; 

TERCERO.- Que las medidas y colindancias del inmueble a que se refiere el Considerando Primero del 
presente Acuerdo, se consignan en el Plano Topográfico número 001, elaborado a escala 1:100, aprobado y 
registrado por la Dirección de Registro Público y Catastro de la Propiedad Federal, bajo el número DRPCPF-
2359-2008-T/ de 12 de junio de 2008 y certificado el 29 de septiembre de 2020, por la Dirección de Registro 
Público y Control Inmobiliario en el cual se consigna la superficie del inmueble materia del presente acuerdo; 

CUARTO.- Que mediante oficio número SH/498/2020 de 6 de agosto de 2020, el Secretario de Hacienda 
del Gobierno del Estado de Chihuahua, manifestó la necesidad de recibir en destino del inmueble descrito en 
el Considerando Primero del presente Acuerdo, para que se utilice en el mejoramiento de la biblioteca que se 
ubica en dicho inmueble; 

QUINTO.- Que mediante oficio número 401.12C.6-2020/TSL/067 de 20 de marzo de 2020, el Director del 
Centro INAH Chihuahua, del Instituto Nacional de Antropología e Historia, señala que el inmueble descrito en 
el Considerando Primero del presente Acuerdo, no es considerado monumento histórico, ni es colindante a 
uno; 

SEXTO.-Que mediante oficio número 0759C/0561 de 2 de julio de 2020, el Director de la Dirección de 
Arquitectura y Conservación del Patrimonio Artístico Inmueble del Instituto Nacional de Bellas Artes y 
Literatura señala que el inmueble descrito en el Considerando Primero del presente Acuerdo, está incluido en 
la relación del INBA de inmuebles con valor artístico; 

SÉPTIMO.- Que mediante oficio número DGDU/DCO/1294/2020 de 11 de mayo de 2020, la Dirección 
General de Desarrollo Urbano del Municipio de Juárez, señala que de acuerdo a los lineamientos establecidos 
en el Plan de Desarrollo Urbano Sostenible y por la ubicación de los mismos la zonificación es compatible con 
el giro de Biblioteca Pública; 

OCTAVO.- Que mediante oficio número DGDU/DCO/1294/2020 de 11 de mayo de 2020, la Dirección 
General de Desarrollo Urbano del Municipio de Juárez, Chihuahua, señala que al predio ubicado sobre la 
acera poniente, de la Avenida Lerdo esquina con Calle Ignacio de la Peña, de la Zona Centro, le corresponde 
el número oficial 201; 

NOVENO.-Que mediante Acta de Entrega de 05 de octubre de 2020 inscrita en el Registro Público de la 
Propiedad Federal bajo el Folio Real 147586/1 con fecha 08 de octubre de 2020; el Servicio Postal Mexicano 
hizo entrega física, jurídica y administrativa a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público por conducto del 
Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales el inmueble descrito en el Considerando Primero, 
el cual, en el mismo acto lo entregó física, jurídica y administrativamente al Gobierno del Estado de 
Chihuahua, 

DÉCIMO. - Que la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, de conformidad con lo previsto por el artículo 11 fracción V, 
del Reglamento de este Instituto, conoció y revisó, la operación que se autoriza. La documentación legal y 
técnica que sustenta la situación jurídica y administrativa del inmueble, así como de este Acuerdo, obra en el 
expedientillo de trámite integrado por dicha Dirección General y fue debidamente integrada y cotejada con la 
que obra en el Sistema de Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal. 

Asimismo, y con fundamento en el artículo 9 fracción XIV en relación con el artículo 11, fracción V del 
Reglamento del Instituto, la Unidad Jurídica emitió opinión procedente respecto del presente Acuerdo. 

Por lo anterior y de conformidad a las disposiciones que establece el artículo 62, 66 y 68 de la Ley General 
de Bienes Nacionales, y siendo propósito del Ejecutivo Federal el óptimo aprovechamiento del patrimonio 
inmobiliario federal, privilegiando a las instituciones públicas de los distintos órdenes de Gobierno con 
inmuebles federales para la prestación de los servicios públicos a su cargo, he tenido a bien expedir  el 
siguiente: 
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ACUERDO 

PRIMERO.- Se destina el inmueble descrito en el Considerando Primero de este Acuerdo al Gobierno del 

Estado de Chihuahua para que lo utilice en el mejoramiento de la biblioteca que se ubica en dicho inmueble. 

SEGUNDO.- Si el Gobierno del Estado de Chihuahua diera al inmueble que se le destina, un uso distinto 

al establecido por este Acuerdo, sin la previa autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a 

través del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales; o bien, lo dejare de utilizar o necesitar, 

dicho bien con todas sus mejoras y accesiones se retirará de su servicio para ser administrado directamente 

por este Instituto. 

TERCERO.- En caso que se tengan proyectadas obras de construcción, reconstrucción, modificación, 

adaptación, conservación, mantenimiento, reparación y demolición en el inmueble destinado, previo a su 

realización, el Gobierno del Estado de Chihuahua, deberá gestionar ante las autoridades locales y federales y 

obtener las autorizaciones correspondientes. 

CUARTO.- El destino únicamente confiere al Gobierno del Estado de Chihuahua el derecho de aprovechar 

el inmueble destinado para el uso autorizado, pero no transmite la propiedad del mismo ni otorga derecho real 

alguno sobre él. 

QUINTO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, en el ámbito de sus atribuciones, 

vigilará el estricto cumplimiento de este Acuerdo. 

Este Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a los 01 días del mes de marzo de dos mil veintiuno.- El Presidente del Instituto de 

Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, Mauricio Marquez Corona.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
ANEXO Técnico de Ejecución Específico para la Operación del Programa de Integración, Difusión y Seguimiento 
de Información Agroalimentaria 2020, que celebran la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural y el Estado de 
Tabasco. 

 

ANEXO TÉCNICO DE EJECUCIÓN ESPECÍFICO PARA LA OPERACIÓN DEL PROGRAMA DE INTEGRACIÓN, 

DIFUSIÓN Y SEGUIMIENTO DE INFORMACIÓN AGROALIMENTARIA 2020 

ANEXO TÉCNICO DE EJECUCIÓN ESPECÍFICO QUE CELEBRA, POR UNA PARTE, EL PODER EJECUTIVO 

FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, EN LO SUBSECUENTE 

LA “SADER”, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR LA LIC. PATRICIA ORNELAS RUIZ, EN SU CARACTER DE 

DIRECTORA EN JEFE DEL SERVICIO DE INFORMACIÓN AGROALIMENTARIA Y PESQUERA, EN ADELANTE 

REFERIDO COMO EL “SIAP”; EL C. ANDRÉS SIGMAN RHEE GARCÍA CRUZ, REPRESENTANTE ESTATAL DE LA 

“SADER” EN EL ESTADO DE TABASCO, EN ADELANTE REFERIDO COMO “LA REPRESENTACIÓN ESTATAL DE LA 

SADER”; Y POR OTRA PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

TABASCO, EL QUE SERÁ DENOMINADO EN LO SUCESIVO COMO EL “EJECUTIVO DEL ESTADO”, POR CONDUCTO 

DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO AGROPECUARIO, FORESTAL Y PESCA, REPRESENTADO POR EL C. JORGE 

SUAREZ VELA, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE DESARROLLO AGROPECUARIO, FORESTAL Y PESCA; 

QUIENES ACTUANDO DE FORMA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO LAS “PARTES”, CON EL OBJETO DE 

CONJUNTAR ESFUERZOS PARA LA VALIDACIÓN DEL PROYECTO DE INTERÉS ESTATAL AGROPECUARIO 

PROVENIENTE DEL PROGRAMA DE INTEGRACIÓN, DIFUSIÓN Y SEGUIMIENTO DE INFORMACIÓN 

AGROALIMENTARIA 2020, DEL ESTADO DE TABASCO, DE CONFORMIDAD CON LOS ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES. 

ANTECEDENTES 

I. Que con fecha 27 de marzo del año 2019, las “PARTES” celebraron un Convenio de Coordinación para 
el Desarrollo Rural Sustentable 2019-2024, en lo sucesivo identificado como el “CONVENIO DE 
COORDINACIÓN 2019-2024”, cuyo objeto consiste en establecer las bases de coordinación y cooperación 
entre las “PARTES”, con el fin de llevar a cabo proyectos, estrategias y acciones conjuntas para el Desarrollo 
Rural Sustentable en general; así como, las demás iniciativas que en materia de desarrollo agroalimentario se 
presenten en lo particular, para impulsar a dicho sector en el Estado de Tabasco. 

II. Que en la cláusula Segunda del “CONVENIO DE COORDINACIÓN 2019-2024” las “PARTES” se 
comprometieron a trabajar de manera coordinada en diversas actividades, estableciendo en la fracción IV, 
aquellas relativas a la promoción de condiciones para la integración y difusión de información económica, 
agroalimentaria y de desarrollo rural sustentable que apoye la toma de decisiones; facilitando el acceso y la 
participación de los productores en su generación. 

III. Que en la cláusula Decimotercera del “CONVENIO DE COORDINACIÓN 2019-2024” las “PARTES” 
convinieron implementar acciones de política de desarrollo rural sustentable y se comprometieron con pleno 
respeto a la soberanía estatal a que su política se encuentre en concordancia con el Programa Sectorial y en 
su caso, del Programa Especial Concurrente que el Ejecutivo Federal determine para el periodo 2019-2024. 

IV. Que de conformidad con la cláusula Decimocuarta del “CONVENIO DE COORDINACIÓN 2019-2024”, 
el “EJECUTIVO DEL ESTADO” procurará que en la formulación de la política de desarrollo rural sustentable 
de su entidad, se prevea una visión de largo plazo para atender las actividades de coordinación señaladas en 
la cláusula Segunda del “CONVENIO DE COORDINACIÓN 2019-2024”, así como la formulación de 
instrumentos que permitan su evaluación y actualización y la participación incluyente de los sectores público, 
privado y social. 

V. Que las “PARTES” se comprometieron en la cláusula Decimoquinta del “CONVENIO DE 
COORDINACIÓN 2019-2024”, que podrán suscribir los Anexos Técnicos de Ejecución que consideren 
oportunos para el cumplimiento del objeto del mencionado instrumento, no siendo limitativas las materias que 
enuncia la cláusula en mención. 

VI. Que para efectos del presente instrumento no se aplicarán ni distribuirán recursos federales 
concurrentes para el Estado de Tabasco en materia de información estadística y estudios (SNIDRUS), en 
virtud de no haber sido asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 
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2020, ni se aplicará la mecánica operativa descrita en las Reglas de Operación de los Programas de la 
“SADER” vigentes para el Ejercicio Fiscal 2020, por no ser aplicables al caso concreto. 

VII. Que el Programa de Integración, Difusión y Seguimiento de Información Agroalimentaria 2020, en 
adelante el “INDISIA 2020”, tiene por objetivo proveer de información oportuna a los productores y agentes 
económicos que participan en la producción y en los mercados agropecuarios e industriales y de servicio del 
Estado de Tabasco; integrando información estatal, relativa a los aspectos económicos relevantes de la 
actividad agropecuaria y el desarrollo rural. 

VIII. Que las actividades que llevará a cabo el “EJECUTIVO DEL ESTADO” en la ejecución del Programa 
“INDISIA 2020”, en su carácter de Instancia Ejecutora, se realizarán con base en el presupuesto previsto en el 
Decreto de Presupuesto de Egresos del Estado de Tabasco para el Ejercicio 2020, en adelante el “DPEET 
2020” y en las demás disposiciones legales aplicables del “EJECUTIVO DEL ESTADO”. De tal suerte que, el 
“EJECUTIVO DEL ESTADO” durante el presente ejercicio fiscal 2020, destinará para el “INDISIA 2020”, un 
monto de $7,000,000.00 (SIETE MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.) los cuales serán depositados en una 
cuenta única dentro del Fideicomiso de “Fondo de Fomento Agropecuario del Estado de Tabasco”, en 
adelante el “FOFAE”. 

Del monto total señalado en el párrafo precedente, el “EJECUTIVO DEL ESTADO” destinará la cantidad 
de $6,790,000.00 (SEIS MILLONES SETECIENTOS NOVENTA MIL PESOS 00/100 M.N.), para la ejecución 
del proyecto autorizado de conformidad con la normatividad estatal aplicable. 

La Instancia Ejecutora del Programa “INDISIA 2020”, en este caso la Secretaría de Desarrollo 
Agropecuario del “EJECUTIVO DEL ESTADO”, recibirá la cantidad de $210,000.00 (DOSCIENTOS DIEZ MIL 
PESOS 00/100 M.N.), como gastos administrativos para la ejecución de las acciones del presente Convenio. 

IX. Que para la ejecución del presente Anexo Técnico de Ejecución se establece que el “EJECUTIVO DEL 
ESTADO” interviene como Instancia Ejecutora para la captación y monitoreo de información agropecuaria 
producto del Programa “INDISIA 2020” y, el “SIAP”, participa como Instancia de Validación de la información 
geoespacial de los trabajos del Proyecto de Interés Estatal Agropecuario, en adelante referidas como “IE” e 
“IV”, cuyas acciones se establecerán en el Plan de Trabajo que formará parte integrante del presente como 
APÉNDICE ÚNICO. 

X. Que el “SIAP”, en su carácter de Órgano Administrativo Desconcentrado de la “SADER”, es la 

institución técnica especializada en la generación de estadística e información geográfica en materia 

agroalimentaria, promoviendo además, la concurrencia y coordinación de las demás dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal, de los Gobiernos Estatales, Municipales y de la Ciudad de 

México, para la implementación del Sistema Nacional de Información para el Desarrollo Rural Sustentable; por 

lo que surge el interés de las “PARTES” para coordinarse en el desarrollo de estadística e información 

geográfica confiable del sector agroalimentario del Estado de Tabasco, a través de la asesoría técnica y 

monitoreo de los principales sistemas producto del Estado de Tabasco, a través del fortalecimiento de los 

planes y/o programas que operan en el ámbito de su competencia y logro de objetivos de cada una de las 

“PARTES”. 

XI. Que en la cláusula Decimosegunda del “CONVENIO DE COORDINACIÓN 2019-2024”, cada una de 

las “PARTES” designó a un representante para la suscripción de los Anexos Técnicos de Ejecución. 

La “SADER” designó a su Representante en el Estado de Tabasco, que a la presente fecha ostenta  el C. 

Andrés Sigman Rhee García Cruz; y 

Por su parte, el “EJECUTIVO DEL ESTADO”, designó al Secretario de Desarrollo Agropecuario Forestal y 

Pesca del Estado de Tabasco, cargo que a la fecha ostenta el C. Jorge Suárez Vela. 

DECLARACIONES 

I. Del “SIAP”: 

I.I. Que es un Órgano Administrativo Desconcentrado de la “SADER”, en términos de lo dispuesto por los 

artículos 17, 26 y 35 fracción V, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2o. inciso D, fracción 

V, 44, 45 y 46 del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
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Alimentación,1 publicado en el Diario Oficial de la Federación (“DOF”) el 25 de abril del 2012; así como en el 

artículo 1o. del Reglamento Interior del “SIAP” publicado en el “DOF” el 29 de agosto de 2013; 

I.II. Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2o. fracciones I, II, V, IX, XI, XVII y XVIII de su 

Reglamento Interior, se encuentra facultado para: Coordinar, con la participación que corresponda a otras 

unidades administrativas de la “SADER”, en términos de los convenios que al efecto celebre dicha Secretaría, 

a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a los gobiernos de las entidades 

federativas y a los municipios, en materia de información estadística y geoespacial que requiera el sector 

agroalimentario; suscribir convenios de intercambio de información agroalimentaria con dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal, estatal, municipal y organismos autónomos, así como con 

instituciones nacionales e internacionales; establecer sistemas de recolección, integración, muestreo, 

evaluación cuantitativa, organización, análisis y difusión de información estadística y geoespacial sobre el 

sector agroalimentario, así como integrar y actualizar el correspondiente acervo documental; administrar las 

estaciones de recepción de imágenes satelitales en materia agroalimentaria; analizar, validar y difundir la 

información estadística, geoespacial y de otra naturaleza, correspondiente al ámbito agroalimentario, de 

conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; supervisar la formulación, instrumentación, 

seguimiento y evaluación del programa sectorial y demás programas, en materia de información estadística y 

geoespacial agroalimentaria de la “SADER” y las demás que le señalen otras disposiciones jurídicas; 

I.III. Que la Licenciada Patricia Ornelas Ruiz, en su carácter de Directora en Jefe, cuenta con las 

facultades suficientes y necesarias para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución, de conformidad 

con los artículos 17, 45, primer párrafo, y 46 fracción V, del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, así como los artículos 2º fracción I, 3o. y 5o. 

del Reglamento Interior del “SIAP”; 

I.IV. Que el Representante Estatal de la “SADER”, el C. Andrés Sigman Rhee García se encuentra 

facultado para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución Específico, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 2o. Apartado C, 35, 36, fracciones I y IX y 37 fracciones I, V y VII, así como el 43 del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de abril de 2012, y con la Cláusula Decimosegunda del 

“CONVENIO DE COORDINACIÓN 2019-2024”; y 

I.V. Que señala como domicilio legal para los efectos legales del presente Anexo Técnico de Ejecución, el 

ubicado en Boulevard del Centro número 202 esquina Teapa Fraccionamiento Prados de Villahermosa, 

Villahermosa, Tabasco, C.P. 86030. 

II. Del “EJECUTIVO DEL ESTADO”: 

II.I. Que es de su interés suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución Específico con la “SADER”, a 

través de “SIAP”, para la consecución de los objetivos de la planeación nacional, establecer los 

procedimientos de coordinación en materia de Desarrollo Rural Sustentable y propiciar la planeación del 

desarrollo agropecuario, acuícola y pesquero integral del Estado de Tabasco; 

II.II. Que de conformidad con el artículo 11 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado 

Libre y Soberano de Tabasco, el Gobernador señalará en los términos y con las formalidades establecidas en 

la Ley, a los titulares de las Dependencias que deberán coordinarse con las correspondientes de la 

Administración Pública Federal, con las de otras Entidades de la República y con las de los Municipios del 

Estado, y el numeral 3 de la citada Ley establece que para el despacho de los asuntos que le competen, se 

auxiliará de las dependencias de la Administración Pública Centralizada que establece esa ley; 

II.III. Que la Secretaría de Desarrollo Agropecuario es una Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado de 

Tabasco y su titular está facultado para suscribir, en el ámbito de su competencia, por delegación expresa del 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal, convenios y contratos, con excepción de los relativos a adquisiciones, 

arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la 

 
1 Aplicable por disposición del artículo Octavo Transitorio del Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la  
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación con fecha 30 de noviembre 2018 
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contratación de obras, con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, Estatal y 

Municipal; instituciones educativas de educación media y superior y organizaciones no gubernamentales, 

ejerciendo las atribuciones y obligaciones que al respecto se deriven de dichos instrumentos jurídicos, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 5, 9, 14 fracción X, 29 fracción XII, y 41 fracción de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Tabasco, así como artículo segundo párrafo; 

II.IV. Que el C. Jorge Suárez Vela en su carácter de Secretario de Desarrollo Agropecuario, Forestal y 

Pesca, acredita su personalidad con el nombramiento otorgado por el C. Gobernador, contando con las 

facultades necesarias para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución Específico, de conformidad con 

lo previsto en los artículos 51 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco, 

5, 9 fracción VIII, 14 Fracción X, 23, 24, 25 y 41 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado  de 

Tabasco; y de conformidad con la Cláusula Decimosegunda del “CONVENIO DE COORDINACIÓN  2019-

2024”, y 

II.V. Que señala como domicilio legal para los efectos legales del presente Anexo Técnico de Ejecución, el 

ubicado en Prolongación Paseo Tabasco número 1504, Colonia Tabasco 2000, Centro Administrativo de 

Gobierno, Villahermosa, Tabasco, C.P. 86035. 

CLÁUSULAS 

OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

PRIMERA. El objeto del presente Anexo Técnico de Ejecución Específico consiste en establecer los 

objetivos y metas a que se sujetarán las “PARTES” en el ámbito de su competencia, para que el “SIAP”, en 

calidad de “IV”, valide la información geoespacial de los trabajos del Proyecto de Interés Estatal Agropecuario, 

producto del Programa “INDISIA 2020”, que será ejecutado por el “EJECUTIVO DEL ESTADO”, en calidad  de 

“IE”. 

La información de los archivos en formato shape de los predios levantados en campo, en proyección UTM 

de la zona correspondiente y con Sistema de referencia WGS84, a validar por el “SIAP”, derivados de la 

creación y/o actualización de padrones de predios georreferenciados por parte del “EJECUTIVO DEL 

ESTADO”, se establecerán en el Plan de Trabajo que será parte integrante del presente instrumento como 

APÉNDICE ÚNICO. 

DE LA APORTACIÓN DE RECURSOS 

SEGUNDA. Las “PARTES” acuerdan que para el cumplimiento del objeto establecido en la Cláusula 

Primera del presente instrumento jurídico, no se aplicarán ni distribuirán recursos federales concurrentes para 

el Estado de Tabasco en materia de información estadística y estudios, por lo que el desarrollo de las 

actividades estarán sujetos a la consecución, disponibilidad y suficiencia respectiva de los recursos 

financieros, humanos, materiales y otros recursos de cada una de ellas, salvo el ejercicio de recursos por 

parte del “EJECUTIVO DEL ESTADO” provenientes del “DPEET 2020”, para la operación del Programa 

“INDISIA 2020” en el ámbito de su competencia. 

DEL PROYECTO DEL “INDISIA 2020” 

TERCERA. Las “PARTES” acuerdan que el “SIAP”, en calidad de “IV”, validará la información geoespacial 

del Proyecto de Interés Estatal Agropecuario que el “EJECUTIVO DEL ESTADO” recopile como parte del 

proyecto de “Integración de Información Agroalimentaria del Estado de Tabasco”, establecido por este último 

en el numeral 4.3 de los Lineamientos del Programa en cita. 

DEL PLAN DE TRABAJO 

CUARTA. Las actividades de validación de predios levantados en campo del Proyecto de Interés Estatal 

Agropecuario que realizará el “SIAP”, objeto del presente instrumento, será producto de la información 

recopilada del proyecto realizado por el “EJECUTIVO DEL ESTADO”; el Plan de Trabajo establecerá el 100% 

(cien por ciento) de la cobertura de actividades de creación y/o actualización de padrones de predios 
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georreferenciados producto del “INDISIA 2020”. La relación de archivos a validar se presenta en el 

APÉNDICE ÚNICO del presente documento. 

DE LAS OBLIGACIONES DE LAS “PARTES” 

QUINTA. El “EJECUTIVO DEL ESTADO” se compromete a: 

I. Ejercer los recursos estatales del Programa “INDISIA 2020” para la ejecución de las acciones que le 

corresponden en el ámbito de su competencia, para la creación y/o actualización de padrones de predios 

georreferenciados; 

II. Enviar al “SIAP”, para la revisión y validación, los avances de la creación y/o actualización de padrones 

georreferenciados que el “EJECUTIVO DEL ESTADO” recopile en campo con las metodologías diseñadas por 

el “SIAP”, con apego a los manuales metodológicos elaborados por el mismo Órgano; 

III. Recibir las observaciones que resulten del análisis de la información que efectúe el “SIAP”, como “IV”, 

de conformidad con el Plan de Trabajo plasmado en el Apartado I del APÉNDICE ÚNICO acordado entre las 

“PARTES”; 

IV. Otorgar al “SIAP”, al fungir como “IV”, las facilidades para que el desarrollo de las actividades objeto de 

este instrumento, se realicen de conformidad con la normatividad aplicable, y 

V. Hacer constar por escrito al “SIAP”, en su carácter de “IV”, del cumplimiento de las actividades de 

validación de padrones de predios georreferenciados del Proyecto de Interés Estatal Agropecuario que éste 

efectúe, de acuerdo con el Plan de Trabajo que forma parte integrante del presente instrumento como 

APÉNDICE ÚNICO. 

SEXTA. El “SIAP” se compromete a: 

I. Recibir, en calidad de “IV”, los avances de la creación y/o actualización de padrones de predios 

georreferenciados recopilados por el “EJECUTIVO DEL ESTADO”, como “IE”, en el marco del Programa 

“INDISIA 2020”, a través del sistema FTP (Protocolo de Transferencia de Ficheros), conforme al Plan de 

Trabajo acordado en el APÉNDICE ÚNICO para su validación, de conformidad con la normatividad aplicable; 

II. Comunicar al “EJECUTIVO DEL ESTADO”, el resultado de la revisión y validación de los avances de la 

creación y/o actualización de padrones de predios georreferenciados, de acuerdo con el Plan de Trabajo 

acordado como APÉNDICE ÚNICO; 

III. Aportar su infraestructura de mobiliario para el desarrollo de las actividades que le correspondan, en 

caso de requerirse, y 

IV. Las demás que sean acordadas mutuamente entre las “PARTES”. 

SÉPTIMA. La “REPRESENTACIÓN ESTATAL DE LA SADER” se compromete a: 

I. Coordinarse con el “SIAP” y el “EJECUTIVO DEL ESTADO” en aquellas acciones que sean necesarias 

para la consecución de las metas y entregables derivados del presente instrumento. 

DEL PERSONAL DESIGNADO 

OCTAVA. Las “PARTES” designan como responsables del seguimiento, ejecución y evaluación de 

acciones derivadas del presente instrumento, a los funcionarios siguientes: 

Por el “SIAP”:  I.S.C. Elia Guerrero Peña, Directora de Soluciones Geoespaciales o quien 

ocupe el cargo. 

Por el “EJECUTIVO DEL 

ESTADO”: 

Lic. Jesús Antonio Rodríguez Carrera. Director de la Unidad de Apoyo 

Técnico e Informático de la SEDAFOP. 

 

En estas personas recae la responsabilidad de instrumentar los compromisos del presente, así como de 

realizar los ajustes necesarios para asegurar el cumplimiento del mismo. 
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DE LA AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD LABORAL 

NOVENA. Las “PARTES” acuerdan que este documento y cada uno de los instrumentos que deriven del 

mismo, no podrán interpretarse de manera alguna como la existencia o surgimiento de una asociación o 

vínculo de carácter laboral entre las “PARTES”, funcionarios o representantes, por lo que las relaciones 

laborales se mantendrán en todos los casos entre la parte contratante y sus respectivos trabajadores y/o 

colaboradores, aún en los casos de los trabajos realizados conjuntamente y que se efectúen en las 

instalaciones o con equipo de cualquiera de las “PARTES”. 

En ningún caso podrá considerarse a la otra parte como patrón sustituto, quedando esta última, libre de 

toda responsabilidad en asuntos relacionados con dicho personal, debiendo la parte que designe al trabajador 

de que se trate, sacar en paz y a salvo a la otra parte, en caso de conflictos laborales provocados por el 

personal de la primera. Por lo que cada una de ellas, es responsable individualmente de su personal en 

materia: civil, laboral, penal, administrativa, cuotas obrero patronales y sindicales, vivienda, seguridad social, 

impuestos y demás relativas. 

DE LA CONFIDENCIALIDAD 

DÉCIMA. Las “PARTES” se obligan a adoptar las medidas necesarias y procedentes a efectos de exigir a 

su personal la máxima discreción y secreto profesional con respecto a cualquier información perteneciente a 

la contraparte o a algún otro actor involucrado sobre la que lleguen a tener acceso con motivo del presente 

instrumento. 

DECIMOPRIMERA. Los elementos específicos que se consideran como información confidencial a los que 

se refiere la cláusula Décima del presente instrumento, se determinan con base en los criterios establecidos 

en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, así como 

en los artículos 82 al 86 BIS 1 de la Ley de Propiedad Industrial y la Ley Estatal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública. 

DE LOS DATOS PERSONALES 

DECIMOSEGUNDA. Para efectos de lo dispuesto en la Ley General de Protección de Datos Personales 

en Posesión de Sujetos Obligados (LGPDPPSO) y de las disposiciones que de ella emanen, las “PARTES” 

reconocen y aceptan expresamente que la forma y términos en que cualquier información que se considere 

como datos personales, serán protegidos y tratados de conformidad con lo que establece y se regula en las 

disposiciones jurídicas aplicables vigentes. 

DE LA VERIFICACIÓN DE LAS ACCIONES 

DECIMOTERCERA. Las “PARTES” acuerdan que cada una será responsable de vigilar la ejecución y 

desarrollo de las acciones en el ámbito de su competencia; la correcta aplicación de los recursos financieros 

es responsabilidad exclusiva del “EJECUTIVO DEL ESTADO”. 

DE LA DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN DE ACCIONES 

DECIMOCUARTA. Las “PARTES” acuerdan que en la difusión y divulgación que se realice por medios 

impresos y electrónicos, respecto del Programa “INDISIA 2020”, deberán incluir expresamente y en forma 

idéntica la participación de la “SADER”, a través del “SIAP” y el “EJECUTIVO DEL ESTADO”, y contener la 

leyenda: 

“Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 

los establecidos en el programa”. 

DE LAS MODIFICACIONES 

DECIMOQUINTA. Las situaciones no previstas en el presente Anexo Técnico de Ejecución Específico y, 

en su caso, las modificaciones o adiciones que se realicen, serán pactadas de común acuerdo entre las 

“PARTES” y se harán constar por escrito mediante Convenio Modificatorio que al efecto se celebre, el cual 

surtirá sus efectos a partir del momento de su suscripción. 
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Por lo que deberán concurrir a la firma del Convenio Modificatorio el Representante de la “SADER” en el 

Estado de Tabasco, así como la Lic. Patricia Ornelas Ruiz, Directora en Jefe del “SIAP”; y por parte del 

“EJECUTIVO DEL ESTADO” el C. Jorge Suárez Vela, Secretario de Desarrollo Agropecuario Forestal y Pesca 

en el Estado de Tabasco. 

DE LA PROPIEDAD DE LA INFORMACION 

DECIMOSEXTA. La información derivada de las actividades y trabajos materia del presente instrumento, 

son propiedad de las “PARTES” y no podrá ser difundida ni proporcionada a terceros ni utilizada para fines 

distintos a los informes oficiales que se requieran para el cumplimiento de su objeto o derivados de los 

compromisos adquiridos por las “PARTES” sin autorización expresa del “EJECUTIVO DEL ESTADO”. En caso 

de generarse derechos de propiedad intelectual, las “PARTES” se sujetarán a lo previsto en la Ley Federal de 

Derecho de Autor, Ley de Propiedad Industrial, sus reglamentos y demás normatividad aplicable. 

DEL CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR 

DECIMOSEPTIMA. Ninguna de las “PARTES” será responsable de cualquier retraso o incumplimiento 

respecto a este Convenio o de los que del mismo se deriven, cuando resulte directamente de una causa 

fortuita o de fuerza mayor. Por lo que una vez corregidas dichas causas, podrán seguir realizándose las 

acciones convenidas con los ajustes que convengan a las “PARTES”. 

DE LA VIGENCIA 

DECIMOOCTAVA. Las “PARTES” acuerdan que el presente instrumento entrará en vigor en la fecha de 

su firma y su vigencia estará sujeta al cumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por las 

“PARTES”, lo que será determinado por la suscripción del documento a que se refiere la Cláusula Quinta, 

fracción V., del presente, que dé por concluida las obligaciones emanadas del mismo, de conformidad con el 

Plan de Trabajo pactado en el APÉNDICE ÚNICO. 

Previa lectura y debidamente enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente instrumento, 

lo firman y ratifican en todas sus partes, por cuadruplicado, en la Ciudad de Villahermosa, Estado de Tabasco, 

a los 17 días del mes de julio de 2020.- Por el SIAP: la Directora en Jefe, Lic. Patricia Ornelas Ruiz.- 

Rúbrica.- Por la Representación Estatal de la SADER: el Representante Estatal, C. Andrés Sigman Rhee 

García Cruz.- Rúbrica.- Por el Ejecutivo del Estado: el Secretario de Desarrollo Agropecuario Forestal y 

Pesca del Estado de Tabasco, C. Jorge Suárez Vela.- Rúbrica. 

APÉNDICE ÚNICO 

Apartado I 
PLAN DE TRABAJO 

Objetivos Particulares 
Los objetivos particulares a desarrollar son los siguientes: 
I. Que las acciones realizadas por el “EJECUTIVO DEL ESTADO” se apeguen a lo establecido en los 

Lineamientos para la Operación del Programa “INDISIA 2020” y a las metodologías diseñadas por el “SIAP” 
con apego a los manuales metodológicos elaborados por este último. 

II. Revisión de gabinete para detectar las áreas de oportunidad; la falta de apego a la normatividad que 
rige el Proyecto; las deficiencias en los procesos operativos del mismo, y recomendar las acciones para que 
se reduzcan y solventen en su caso. 

III. Revisar los archivos geoespaciales de la creación y/o actualización de padrones de predios 
georreferenciados generados o que estén generándose, con el propósito de verificar que las acciones 
realizadas y los trabajos realizados o en proceso estén de acuerdo al proyecto autorizado. 

IV. Reuniones periódicas, en caso de considerarlo necesario, entre los administradores del presente 
instrumento, pudiendo ser virtuales. 

V. Comunicar el resultado de la revisión y validación de los archivos de la creación y/o actualización de 
padrones de predios georreferenciados, para que el “EJECUTIVO DEL ESTADO” haga constar por escrito al 
“SIAP”, el cumplimiento de las actividades de validación geográfica del Proyecto de Interés Estatal 
Agropecuario para la terminación del presente instrumento de conformidad con lo establecido en la Cláusula 
Quinta, fracción V, del Anexo Técnico de Ejecución Específico. 
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Apartado II 
Programa INDISIA 2020 

Cuadro de Metas y Montos 2020 

No. INDISIA 
Presupuesto Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

I 
Proyecto de Interés Estatal 
Agropecuario 

0 6,790,000.00 6,790,000.00
Polígonos y 
encuestas 

4500 

Subtotal 0 6,790,000.00 6,790,000.00   
Gastos Administrativos 0 210,000.00 210,000.00   

Subtotal 0 210,000.00 210,000.00   
TOTAL 0 7,000,000.00 7,000,000.00   

 
Apartado III 

Programa INDISIA 2020 
Proyecto de Integración de Información Agroalimentaria del Estado de Tabasco 

Calendario de Entregables 2020 
1.1 Georreferenciación de Predios de Productores de Coco 

Reporte Total 
Mes de entrega 

2020 2021 

Abr May Jun Jul Ago Sep Oct Nov Dic Ene Feb Mzo 
1  Avance mensual  1125 0 0 0 0 0 375 0 375 0 375 0 0 
2  Producto final  1500 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1500 

 Sub Total 1500 0 0 0 0 0 375 0 375 0 375 0 375 

 
1.2 Georreferenciación de Predios de Productores de Chigua 

Reporte Total 

Mes de entrega 

2020 2021 
Abr May Jun Jul Ago Sep Oct Nov Dic Ene Feb Mzo 

1  Avance mensual  2250 0 0 0 0 0 750 0 750 0 750 0 0 
2  Producto final  3000 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 3000 

 Sub Total 3000 0 0 0 0 0 750 0 750 0 750 0 750 

 
 TOTAL 4500 0 0 0 0 0 1125 0 1125 0 1125 0 1125 

 
Como mínimo se enviarán 6 archivos de avances. 
Los entregables de cada uno de los meses deben de ser elaborados y resguardados en medio digital 

especificando claramente la descripción del concepto de entregable, el mes a que corresponda y las 
observaciones pertinentes; lo anterior en el formato diseñado para tal fin. 

______________________________ 
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SECRETARIA DE SALUD 
CONVENIO de Colaboración en materia migratoria a favor de niñas, niños y adolescentes en el marco de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y el 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Campeche. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría  de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA MIGRATORIA A FAVOR DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN 

EL MARCO DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN 

Y LA LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA 

PARTE EL SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL  “DIF 

NACIONAL”, REPRESENTADO POR SU TITULAR, MARÍA DEL ROCÍO GARCÍA PÉREZ, ASISTIDA POR LA  LIC. LILIA 

LUCÍA AGUILAR CORTÉS, JEFA DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, ASÍ COMO POR EL 

MTRO. OLIVER CASTAÑEDA CORREA, PROCURADOR FEDERAL DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES Y POR LA OTRA EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE 

CAMPECHE, EN ADELANTE REFERIDO COMO EL “SISTEMA D.I.F. ESTATAL”, REPRESENTADO POR SU 

DIRECTORA GENERAL, LA LIC. SONIA MARÍA CASTILLA TREVIÑO, ASISTIDA POR LA MTRA. TERESITA DE ATOCHA 

RODRÍGUEZ CHÍ, PROCURADORA DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE 

CAMPECHE, A QUIENES, ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL 

TENOR DE LOS ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES:  

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1o., párrafos primero 
y tercero y, 4o., párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. 

II. La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 
20 de noviembre de 1989, ratificada por el Estado mexicano el 21 de septiembre de 1990 y publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991, señala en su artículo 3o. que en todas las medidas 
concernientes a los niños que toman las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 
el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4o., la obligación para que los 
Estados Partes adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la misma. 

III. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y 
promoción de sus derechos humanos conforme a lo establecido en los tratados internacionales de los que el 
Estado mexicano forma parte; crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado 
cumpla con su responsabilidad en la protección, prevención y restitución integrales de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes que hayan sido vulnerados; establecer los criterios que orientarán la política nacional en 
materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y 
bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios, así como las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; la actuación de los Poderes Legislativo, Judicial y 
organismos constitucionales autónomos; y, establecer las bases generales para la participación de los 
sectores privado y social en las acciones tendientes a garantizar la protección y el ejercicio de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes, así como a prevenir su vulneración. 
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IV. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 

del “DIF NACIONAL”, entre otras: impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 

de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 

estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 

las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 

sectores público, privado y social. 

V. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 refiere como uno de sus Principios Rectores “Al margen de la 

ley, nada; por encima de la ley, nadie”, que alude: “Ante el sistemático quebrantamiento de las leyes, tanto en 

su espíritu como en su letra, hemos de desempeñar el poder con estricto acatamiento al orden legal, la 

separación de poderes, el respeto al pacto federal, en observancia de los derechos sociales, colectivos y 

sociales, empezando por los derechos humanos, y el fin de la represión política; nada por la fuerza; todo, por 

la razón; solución de los conflictos mediante el diálogo; fin de los privilegios ante la ley y cese de los fueros”. 

VI. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 

se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 

Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece la facultad de la Procuraduría Federal de Protección de 

Niñas, Niños y Adolescentes, en adelante la “Procuraduría Federal”, y de las procuradurías homólogas en 

cada Entidad Federativa, en adelante “Procuradurías Locales” y “Procuradurías Independientes”, para emitir 

un Plan de Restitución de Derechos, aplicable en los procedimientos que realice el Instituto Nacional de 

Migración en adelante el “INM”, en los casos en que se encuentren involucradas niñas, niños o adolescentes. 

De igual manera, la Ley de Migración establece que ninguna niña, niño o adolescente, deberá ingresar en 

una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el “INM”, como medida de carácter temporal, la 

condición de estancia por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de 

documentación ni pago de derecho alguno. 

Asimismo, la Ley en cita establece que, en dichos procedimientos, de manera inmediata, el “INM” dará 

vista a la “Procuraduría Federal”, al tiempo de canalizar a la niña, niño o adolescente, al Sistema  DIF 

correspondiente, estando ambas instituciones obligadas a otorgar facilidades de estancia y garantizar la 

protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Al mismo tiempo, la Ley de Migración, establece la obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir 

convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las entidades federativas, 

municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la sociedad civil especializadas para 

garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Aunado a lo anterior, la Ley de Asistencia Social, establece que el “DIF NACIONAL” como coordinador de 

Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada, promoverá la celebración de convenios entre los 

distintos niveles de gobierno. 

DECLARACIONES 

I. DECLARA EL “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 

por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 

días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 

Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.2 Que la ciudadana María del Rocío García Pérez, fue nombrada Titular del Sistema Nacional para el 

Desarrollo Integral de la Familia, por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, el Lic. Andrés Manuel 

López Obrador, el 1o. de diciembre de 2018, por lo que, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 9 y 10 

fracciones I y XI del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, cuenta 

con las facultades necesarias para suscribir el presente instrumento y contraer compromisos a nombre de 

dicho Organismo. 
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I.3 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 

servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 

legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 

dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 

prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.4 Que, dentro de su estructura orgánica, cuenta con la “Procuraduría Federal”, unidad administrativa que 

tiene como atribución, entre otras, procurar la protección integral de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, que prevén la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados 

internacionales de los que el Estado mexicano es parte y demás disposiciones aplicables. 

I.5 Que, a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con una Unidad de Atención a Población 

Vulnerable, en adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de 

coadyuvar, prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para 

niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, 

municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como operar Centros de Asistencia 

Social a cargo del “DIF NACIONAL” conforme la normatividad aplicable. 

I.6 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en el inmueble 

marcado con número 340 de la Avenida Emiliano Zapata, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, 

Código Postal 03310, en la Ciudad de México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de 

este convenio; así como, de manera conjunta o indistinta, el ubicado en la calle de Francisco Sosa número 

439, Colonia del Carmen, Alcaldía Coyoacán, Código Postal 04100, en la Ciudad de México. 

II. DECLARA EL “SISTEMA D.I.F. ESTATAL”: 

II.1 Que es un organismo público descentralizado de la administración pública del estado de Campeche, 

que cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene entre otros objetivos, la promoción de la 

asistencia social, la prestación de servicios en ese campo, la promoción de la interrelación sistemática de 

acciones que en la materia lleven a cabo las instituciones públicas y privadas en la entidad, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 35 y 37 de la ley de asistencia social para el estado de Campeche. 

II.2 Que la Lic. Sonia María Castilla Treviño, comparece con el carácter de directora general del Sistema 

Para El Desarrollo Integral de la Familia del estado de Campeche, con nombramiento expedido por el  Lic. 

Carlos Miguel Aysa González, gobernador constitucional del estado de Campeche, de fecha 20 de junio del 

2019, con las facultades necesarias para suscribir y celebrar en representación del sistema para el desarrollo 

integral de la familia del estado contratos, convenios y actos jurídicos en términos de lo previsto en las 

fracciones vii y viii del artículo 53, título segundo de la ley de asistencia social para el estado de Campeche y 

la ley de la administración pública paraestatal del estado de Campeche artículo 22 fracciones I y II. 

II.3 Que para los efectos legales correspondientes señala su domicilio legal en el predio sito en calle 10 

no. 230, colonia centro ciudad amurallada entre 51 y 53, mansión Carvajal, de la ciudad de San Francisco de 

Campeche, municipio y estado de Campeche, C.P. 24000. 

III. DECLARAN CONJUNTAMENTE “LAS PARTES”: 

III.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 

representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 

modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

III.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio y en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, 

violencia o cualquier otro vicio del consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

III.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 

conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 

siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio General de Colaboración, tiene por objeto establecer y 

desarrollar estrategias de apoyo y las bases para la colaboración y coordinación mediante las cuales  “LAS 

PARTES”, de acuerdo al ámbito de sus atribuciones y de manera enunciativa más no limitativa, realicen 

trabajos conjuntos de promoción, atención, protección y respeto de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes en contexto de migración, en el marco de la normatividad aplicable y el Plan de Restitución de 

Derechos, emitido por la “Procuraduría Federal” y/o las Procuradurías de Protección de Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes correspondientes de cada entidad federativa. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que de conformidad con lo establecido en los artículos 

95 y 98 de la Ley de Migración, en los casos de detectar niñas, niños o adolescentes migrantes no 

acompañados, el “INM” notificará inmediatamente a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes de la entidad federativa respectiva en que sea detectado, y al mismo tiempo realizar la 

canalización al Sistema DIF local o municipal, correspondiente. 

Asimismo, en ningún caso el “INM” presentará ni alojará a niñas, niños o adolescentes migrantes en 

estaciones migratorias ni en lugares habilitados para ello, de tal forma que, los trámites administrativos 

migratorios de personas adultas bajo cuyo cuidado estén niñas, niños o adolescentes migrantes, deberá 

realizarse, atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

En el caso de que el “SISTEMA D.I.F. ESTATAL” no cuente con espacio en sus Centros de Asistencia 

Social (CAS) y/o en sus establecimientos de Asistencia Social para el alojamiento de niñas, niños y 

adolescentes migrantes acompañados, no acompañados, o separados, notificará al “DIF NACIONAL” quien 

asume el compromiso de coordinar acciones con los DIF Estatales, que si cuenten con la posibilidad de 

brindar el alojamiento, a través de sus CAS y/o de los convenios o acuerdos de concertación que se tengan 

vigentes. En este caso, el “DIF NACIONAL” bajo la premisa de que ninguna niña, niño y adolescente migrante 

podrá ingresar a un Centro de Asistencia Social, sin la correspondiente emisión de la medida de protección, 

se compromete a que a través de la “Procuraduría Federal” establezca una comunicación para la coordinación 

con la entidad federativa que recibirá en acogimiento residencial a niñas, niños y adolescentes migrantes para 

efectos de asegurar y garantizar el cumplimiento de sus derechos. 

El “SISTEMA D.I.F. ESTATAL” se compromete recíprocamente a brindar alojamiento residencial a las 

niñas, niños y adolescentes migrantes no acompañados, acompañados o separados en los casos en que un 

Sistema Local DIF de otra entidad federativa no cuente con los espacios para el acogimiento residencial y el 

cumplimiento del principio de la no separación y de la habilitación de lugares separados, que asegure la 

integridad física de las personas extranjeras en los términos del párrafo anterior. 

El “SISTEMA D.I.F. ESTATAL”, a través de su Procuraduría de Protección, por su parte, se compromete a 

transmitir la información necesaria a efecto de mantener permanentemente actualizado el Registro de Niñas, 

Niños y Adolescentes Migrantes a que se refieren los artículos 99 y 100 de la “Ley General”. 

El “SISTEMA D.I.F. ESTATAL”, en coordinación con sus respectivas procuradurías de protección, se 

comprometen a verificar que el “INM” realice el trámite de inmediato a la condición de estancia por razones 

humanitarias a las niñas, niños y adolescentes migrantes en los términos de la Ley de Migración y el  “DIF 

NACIONAL” se compromete para el caso, de que alguna entidad federativa no cuente con los insumos 

humanos suficientes de representación en coadyuvancia o suplencia a coordinar las acciones de colaboración 

para que a través de la “PROCURADURÍA FEDERAL” se asuman las acciones que aseguren a las niñas, 

niños y adolescentes migrantes obtengan dicha condición. 

TERCERA. COMPROMISOS DEL “DIF NACIONAL”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances del 

presente convenio de colaboración el “DIF NACIONAL” se compromete a: 

a) Dar atención de manera inmediata, a través de la “PROCURADURÍA FEDERAL”, a la notificación 

que le dé el “INM” respecto a los casos de niñas, niños y adolescentes, involucrados en trámites 

administrativos migratorios. 

b) Realizar acciones de coordinación con el “SISTEMA D.I.F. ESTATAL” a fin de otorgar facilidades de 

estancia y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes. 
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c) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, así como con las organizaciones de 
la sociedad civil especializadas para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes. 

d) Realizar las acciones que correspondan, a efecto de que las mismas se realicen, atendiendo al 
principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

e) Emitir, a través de “LA PROCURADURÍA FEDERAL” el Plan de Restitución de Derechos al que se 
refiere la Ley de Migración, cuando las Procuradurías del Estado lo soliciten. 

f) Contar por sí mismo o a través de terceros, y de conformidad con su presupuesto aprobado, con 
espacios de alojamiento que permitan la protección integral de los derechos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes. 

g) Realizar mesas de trabajo con el “SISTEMA D.I.F. ESTATAL”, para evaluar las acciones derivadas 
del presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

CUARTA. COMPROMISOS DEL “SISTEMA D.I.F. ESTATAL”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente convenio de colaboración el “SISTEMA D.I.F. ESTATAL” se compromete a: 

a) Atender de forma inmediata, el caso de niñas, niños o adolescentes migrantes que le sea canalizado 
por el “INM”, teniendo como principio la unidad familiar y el interés superior de la niñez. 

b) Llevar a cabo las acciones que le correspondan de conformidad con la normatividad en materia y el 
Plan de Restitución de Derechos que emita “LA PROCURADURÍA FEDERAL” y/o la Procuraduría de 
Protección dependiente del mismo. 

c) Otorgar facilidades de estancia y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes, procurando la unidad familiar, priorizando los casos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes sujetos a un procedimiento de retorno asistido. 

d) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la 
sociedad civil especializadas, para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes. 

e) Contar por sí mismo o a través de terceros, con espacios de alojamiento que permitan la protección 
integral de los derechos de niñas, niños o adolescentes migrantes. 

f) Garantizar el alojamiento de niñas, niños y adolescentes provenientes de una entidad federativa, 
cuyo Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, comunique oficialmente tal solicitud en razón 
de que no cuenta con los espacios referidos en el inciso anterior, ya sea de forma directa o a través 
del “DIF NACIONAL”. 

g) Participar en mesas de trabajo con el “DIF NACIONAL”, para evaluar las acciones derivadas del 
presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

QUINTA. PLAN DE TRABAJO. “LAS PARTES” convienen de ser necesario en formular de manera 
conjunta, un plan de trabajo en el que se establezcan entre otras, las etapas, actividades y condiciones 
específicas a desarrollar, así como los tiempos en que habrán de presentarse los resultados. 

SEXTA. DESARROLLO DEL OBJETO. “LAS PARTES” realizarán las actividades a las que se 
comprometen, con sus propios recursos y cada una dentro del ámbito de sus atribuciones, para el desarrollo 
del objeto del presente Convenio, según el plan de trabajo, quedando sujeta a su disponibilidad 
presupuestaria la autorizada para tal fin. 

SÉPTIMA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente convenio, “LAS PARTES” convienen en formar un grupo de trabajo, el cual estará conformado por 
los siguientes representantes: 
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a) Por el “DIF NACIONAL” la persona Titular de la Unidad de Atención a Población Vulnerable y la 
persona Titular de la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, o quien 
éstos designen mediante escrito que se haga de conocimiento de “LAS PARTES”. 

b) Por el “SISTEMA D.I.F. ESTATAL” la persona titular de la Procuraduría de Protección de Niñas Niños 
y Adolescentes, o quien ésta designe mediante escrito que se haga de conocimiento de  “LAS 
PARTES”. 

OCTAVA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento de las otras el 
nombramiento de las demás personas que se designen para efectos de representación con posterioridad a la 
firma del presente convenio, así como el de las personas suplentes, mismas que deberán tener el nivel 
jerárquico inmediato inferior de los representantes designados. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el grupo de trabajo tendrá las siguientes funciones: 

a) Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución. 

b) Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

c) Proponer la suscripción de convenios u otros instrumentos necesarios para dar cumplimiento al 
objeto del presente instrumento; y 

d) Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente Convenio, mediante la 
amigable composición y a través del grupo de trabajo al que se refiere la cláusula Séptima del 
mismo. 

NOVENA. DISPONIBILIDAD FINANCIERA Y PRESUPUESTAL. “LAS PARTES” acuerdan que la 
ejecución de las actividades que se deriven del presente Convenio y de los Convenios que pudieran provenir 
de éste, se llevarán a cabo en razón de la disponibilidad financiera y presupuestal con que cuenten y de 
acuerdo con la normatividad que rige en la materia. 

DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE LAS PARTES. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente convenio de colaboración “LAS PARTES” se comprometen a: 

a) Realizar los trámites administrativos migratorios, en estricto apego a la Ley de Migración, la “Ley 
General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la “Procuraduría Federal” y/o la Procuraduría 
de Protección dependiente del “SISTEMA D.I.F. ESTATAL”, así como la demás normatividad 
aplicable. 

b) Las acciones que realicen “LAS PARTES”, deberán de llevarse a cabo atendiendo al principio de 
unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. Sin perjuicio de la fecha de suscripción del presente instrumento, la 
vigencia del mismo será indefinida, a partir de la entrada en vigor del decreto por el que se Reforman Diversos 
Artículos de la Ley de Migración y de La Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, 
en Materia de Infancia Migrante, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de noviembre de 2020, 
salvo que se actualice lo previsto por la cláusula DÉCIMA CUARTA. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Colaboración podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente convenio, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron su 
interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por la mayoría de quienes 
en este actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación 
explícita de que se desea salir anticipadamente del presente convenio, con los datos generales de la parte 
que así desea salir, con por lo menos 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 
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Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General” no 

se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen  “LAS 

PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 

materia. 

DÉCIMA QUINTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 

realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 

el presente convenio o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la cual obre 

constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SEXTA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 

designar como enlaces de seguimiento del presente convenio a las personas previstas en la cláusula 

SÉPTIMA, mismas que fungirán como enlaces entre “LAS PARTES”, el Grupo de Trabajo y sus entes públicos 

representados. 

DÉCIMA SÉPTIMA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 

principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 

del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 

normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 

relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación por 

escrito, de cada una de ellas. 

DÉCIMA OCTAVA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 

para la realización del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado exclusivamente con aquélla 

que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en ningún caso serán considerados 

patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” que intervienen en este convenio 

tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que derive de las relaciones de trabajo que se 

establezcan con sus trabajadores. 

DÉCIMA NOVENA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y 

logotipo de cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente 

convenio y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo y 

emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de las maneras que se estipulan en el 

presente convenio o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las actividades y 

procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más estricta 

responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA PRIMERA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 

convenio es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para el debido 

cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o ejecución, 

respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas correspondientes,  “LAS 

PARTES” procurarán resolver las diferencias de mutuo acuerdo. En caso de persistir controversia para la 

interpretación y cumplimiento del presente convenio, así como para aquello que no esté expresamente 

estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los Estados Unidos 

Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

Leído el presente convenio por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal lo firman en la 

Ciudad de México, el 8 de enero de 2021, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: la Titular, María 

del Rocío García Pérez.- Rúbrica.- Asistencia: la Jefa de la Unidad de Atención a Población Vulnerable,  Lic. 

Lilia Lucía Aguilar Cortés.- Rúbrica.- El Procurador Federal, Mtro. Oliver Castañeda Correa.- Rúbrica.- Por 

el Sistema D.I.F. Estatal: la Directora General, Lic. Sonia María Castilla Treviño.- Rúbrica.- Asistencia:  la 

Procuradora de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Campeche, Mtra. Teresita de 

Atocha Rodríguez Chí.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Colaboración en materia migratoria a favor de niñas, niños y adolescentes en el marco de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, el 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Colima y la Procuraduría de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes del Estado de Colima. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría  de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia.- Procuraduría de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes del Estado de Colima. 

CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA MIGRATORIA A FAVOR DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN 

EL MARCO DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN 

Y LA LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN EL 

SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL “DIF NACIONAL”, 

REPRESENTADO POR SU TITULAR, MARÍA DEL ROCÍO GARCÍA PÉREZ, ASISTIDA POR LA LIC. LILIA LUCÍA 

AGUILAR CORTÉS, JEFA DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, ASÍ COMO POR EL  MTRO. 

OLIVER CASTAÑEDA CORREA, PROCURADOR FEDERAL DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, 

EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE COLIMA, EN ADELANTE 

REFERIDO COMO EL “DIF ESTATAL COLIMA”, REPRESENTADO POR SU DIRECTORA GENERAL  ING. JULIA JAHEL 

PÉREZ QUIÑONEZ, ASISTIDA POR LA LIC. LETICIA MUÑOZ ZEPEDA, ENCARGADA DE LA DIRECCIÓN DE 

ASISTENCIA JURÍDICA Y LA PROCURADURIA DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO 

DE COLIMA, EN ADELANTE LA “PRONNA”, REPRESENTADA POR SU TITULAR EL LIC. ADRIAN MENCHACA GARCÍA, 

A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS 

ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1o., párrafos primero 
y tercero y, 4o., párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. 

II. La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 
20 de noviembre de 1989, ratificada por el Estado mexicano el 21 de septiembre de 1990 y publicada en  el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991, señala en su artículo 3o. que en todas las medidas 
concernientes a los niños que toman las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 
el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4o., la obligación para que los 
Estados Partes adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad  a los 
derechos reconocidos en la misma. 

III. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y 
promoción de sus derechos humanos conforme a lo establecido en los tratados internacionales de los que el 
Estado mexicano forma parte; crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado 
cumpla con su responsabilidad en la protección, prevención y restitución integrales de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes que hayan sido vulnerados; establecer los criterios que orientarán la política nacional en 
materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y 
bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios, así como las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; la actuación de los Poderes Legislativo, Judicial y 
organismos constitucionales autónomos; y, establecer las bases generales para la participación de los 
sectores privado y social en las acciones tendientes a garantizar la protección y el ejercicio de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes, así como a prevenir su vulneración. 
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IV. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 

del “DIF NACIONAL”, entre otras: impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 

de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 

estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 

las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 

sectores público, privado y social. 

V. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 refiere como uno de sus Principios Rectores “Al margen de la 

ley, nada; por encima de la ley, nadie”, que alude: “Ante el sistemático quebrantamiento de las leyes, tanto en 

su espíritu como en su letra, hemos de desempeñar el poder con estricto acatamiento al orden legal, la 

separación de poderes, el respeto al pacto federal, en observancia de los derechos sociales, colectivos y 

sociales, empezando por los derechos humanos, y el fin de la represión política; nada por la fuerza; todo, por 

la razón; solución de los conflictos mediante el diálogo; fin de los privilegios ante la ley y cese de los fueros”. 

VI. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 

se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 

Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece la facultad de la Procuraduría Federal de Protección de 

Niñas, Niños y Adolescentes, en adelante la “Procuraduría Federal”, y de las procuradurías homólogas en 

cada Entidad Federativa, en adelante “Procuradurías Locales” y “Procuradurías Independientes”, para emitir 

un Plan de Restitución de Derechos, aplicable en los procedimientos que realice el Instituto Nacional de 

Migración en adelante el “INM”, en los casos en que se encuentren involucradas niñas, niños o adolescentes. 

De igual manera, la Ley de Migración establece que ninguna niña, niño o adolescente, deberá ingresar en 

una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el “INM”, como medida de carácter temporal, la 

condición de estancia por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de 

documentación ni pago de derecho alguno. 

Asimismo, la Ley en cita establece que, en dichos procedimientos, de manera inmediata, el “INM” dará 

vista a la “Procuraduría Federal”, al tiempo de canalizar a la niña, niño o adolescente, al Sistema  DIF 

correspondiente, estando ambas instituciones obligadas a otorgar facilidades de estancia y garantizar la 

protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Al Mismo Tiempo, la Ley de Migración, establece la obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir 

convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las entidades federativas, 

municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la sociedad civil especializadas para 

garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Aunado a lo anterior, la Ley de Asistencia Social, establece que el “DIF NACIONAL” como coordinador de 

Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada, promoverá la celebración de convenios entre los 

distintos niveles de gobierno. 

DECLARACIONES 

I. DECLARA EL “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 

por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 

días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 

Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.2 Que la ciudadana María del Rocío García Pérez, fue nombrada Titular del Sistema Nacional para el 

Desarrollo Integral de la Familia, por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, el Lic. Andrés Manuel 

López Obrador, el 1o. de diciembre de 2018, por lo que, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 9 y 10 del 

Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, cuenta con las facultades 

necesarias para suscribir el presente instrumento y contraer compromisos a nombre de dicho Organismo. 
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I.3 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.4 Que, dentro de su estructura orgánica, cuenta con la “Procuraduría Federal”, unidad administrativa que 
tiene como atribución, entre otras, procurar la protección integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, que prevén la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano es parte y demás disposiciones aplicables. 

I.5 Que, a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con una Unidad de Atención a Población 
Vulnerable, en adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de 
coadyuvar, prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para 
niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, 
municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como operar Centros de Asistencia 
Social a cargo del “DIF NACIONAL” conforme la normatividad aplicable. 

I.6 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en el inmueble 
marcado con número 340 de la Avenida Emiliano Zapata, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, 
Código Postal 03310, en la Ciudad de México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de 
este convenio; así como, de manera conjunta o indistinta, el ubicado en la calle de Francisco Sosa número 
439, Colonia del Carmen, Alcaldía Coyoacán, Código Postal 04100, en la Ciudad de México. 

II. DECLARA EL “DIF ESTATAL COLIMA”: 

II.1 Que es un organismo público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, creado 
mediante la abrogada Ley sobre el Sistema Estatal de Asistencia Social de Colima, cuyo Decreto número 48, 
expedido por el Poder Legislativo del Gobierno del Estado, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno 
Constitucional del Estado de Colima, con fecha 30 de julio del año 1977; la referida personalidad, consta en el 
artículo 56 de la vigente Ley del Sistema de Asistencia Social para el Estado de Colima, mediante Decreto 
587, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Colima, con fecha del 1o. de septiembre del año 2012. 

II.2 Funge como organismo regulador de la asistencia social, cuyos objetivos principales son la promoción 
y prestación de servicios de asistencia social, la interrelación sistemática con instituciones públicas y privadas, 
para la ejecución de acciones en esta materia, así como las demás acciones que establezca la Ley del 
Sistema de Asistencia Social para el Estado de Colima, y el resto de disposiciones legales aplicables. 

II.3 La Ing. Julia Jahel Pérez Quiñonez, manifiesta que actualmente se desempeña como Directora 
General y Representante Legal del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia para el Estado de Colima 
“DIF ESTATAL COLIMA”, se identifica con credencial de elector con código identificador de credencial 
1520684651, expedida por el Instituto Nacional Electoral y acredita su personalidad con el nombramiento 
expedido por el C. Gobernador Constitucional del Estado de Colima, con fecha 20 de marzo de 2020, por lo 
que con fundamento en las fracciones VII, VIII y IX del artículo 73 de la Ley del Sistema de Asistencia Social 
para el Estado de Colima, cuenta con las facultades para suscribir el presente convenio, manifestando que las 
mismas no le han sido limitadas, modificadas o revocadas en forma alguna. 

II.4 Señala como domicilio legal el ubicado en calle Encino número 530, colonia Rinconada del Pereyra, 
Colima, Colima, C.P. 28078, que la clave del Registro Federal de Contribuyentes de su representada es 
SED7707304N6, lo que acredita con la copia de la cédula de identificación fiscal, y cuenta con números 
telefónicos donde puede ser localizada 316 31 00 y 316 31 01. 

III. DECLARA LA “PRONNA”: 

III.1 Que es organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, creado mediante el 
decreto número 575, publicado en el periódico oficial del gobierno constitucional del estado de Colima el 20 de 
octubre de 2018. 

III.2 Que de conformidad con el artículo 143, fracción X, de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Colima tiene como atribuciones las de celebrar convenios, acuerdos, contratos  y 
ejecutar los actos jurídicos que sean indispensables para el cumplimiento de los objetivos del Consejo. 
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III.3 Que el Lic. Adrian Menchaca García, fue nombrada Procuradora de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes del estado de Colima a partir del de conformidad con el nombramiento emitido por el  C. 

Gobernador Constitucional del Estado de Colima, de fecha 25 de agosto de 2018, y de acuerdo a lo dispuesto 

en el artículo 143 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Colima, cuenta 

con las facultades para actuar en representación de la “PRONNA”. 

III.4 Que para todo lo relacionado con el presente convenio de colaboración, señala su domicilio para oír y 

recibir toda clase de notificaciones y documentos el ubicado en calle Juan Álvarez esq. con Juan José Arreola 

S/N, colonia Jardines de Vista Hermosa, C.P. 28010, Colima, Colima. C.P. 28078, y que cuenta con números 

telefónicos donde puede ser localizado 312 313 30 33 y/o 312 323 46 97. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 

siguientes: 

IV. DECLARAN CONJUNTAMENTE “LAS PARTES”: 

IV.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 

representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 

modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

IV.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio y en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, 

violencia o cualquier otro vicio del consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

IV.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 

conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 

siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio General de Colaboración, tiene por objeto establecer y 

desarrollar estrategias de apoyo y las bases para la colaboración y coordinación mediante las cuales  “LAS 

PARTES”, de acuerdo al ámbito de sus atribuciones y de manera enunciativa más no limitativa, realicen 

trabajos conjuntos de promoción, atención, protección y respeto de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes en contexto de migración, en el marco de la normatividad aplicable y el Plan de Restitución de 

Derechos, emitido por la “Procuraduría Federal” y/o la “PRONNA”. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” sabedoras de que, según lo establecido en los artículos 95 y 98 

de la Ley de Migración, en los casos de detectar niñas, niños o adolescentes migrantes no acompañados, el 

“INM” notificará inmediatamente a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes de la entidad 

federativa respectiva en que sea detectado para solicitar la medida de protección, y al mismo tiempo realizar 

la canalización al Sistema DIF ESTATAL o municipal, correspondiente para su alojamiento temporal. 

Asimismo, en ningún caso el “INM” presentará ni alojará a niñas, niños o adolescentes migrantes en 

estaciones migratorias ni en lugares habilitados para ello, de tal forma que, los trámites administrativos 

migratorios de personas adultas bajo cuyo cuidado estén niñas, niños o adolescentes migrantes, deberá 

realizarse, atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

En el caso de que el “DIF ESTATAL COLIMA” no cuente con espacio en sus Centros de Asistencia Social 

(CAS) y/o en sus establecimientos de Asistencia Social para el alojamiento de niñas, niños y adolescentes 

migrantes acompañados, no acompañados, o separados, notificará a la Procuraduría de Protección de la 

entidad Federativa así como al “DIF NACIONAL” quien asume el compromiso de coordinar acciones con los 

DIF Estatales, que si cuenten con la posibilidad de brindar el alojamiento, a través de sus CAS y/o de  los 

convenios o acuerdos de concertación que se tengan vigentes. En este caso, el “DIF NACIONAL” bajo la 

premisa de que ninguna niña, niño y adolescente migrante podrá ingresar a un Centro de Asistencia Social, 

sin la correspondiente emisión de la medida de protección, se compromete a que a través de la “Procuraduría 

Federal” establezca una comunicación para la coordinación con la entidad federativa que recibirá en 

acogimiento residencial a niñas, niños y adolescentes migrantes para efectos de asegurar y garantizar el 

cumplimiento de sus derechos. 
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El “DIF ESTATAL COLIMA” se compromete en la medida de sus posibilidades humanas y materiales 
recíprocamente a brindar alojamiento residencial a las niñas, niños y adolescentes migrantes no 
acompañados, acompañados o separados en los casos en que un Sistema Local DIF de otra entidad 
federativa no cuente con los espacios para el acogimiento residencial y el cumplimiento del principio de la no 
separación y de la habilitación de lugares separados, que asegure la integridad física de las personas 
extranjeras en los términos del párrafo anterior. 

La “PRONNA”, por su parte, se compromete a transmitir la información necesaria a efecto de mantener 
permanentemente actualizado el Registro de Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes a que se refieren los 
artículos 99 y 100 de la “Ley General”. 

La “PRONNA”, se comprometen a verificar que el “INM” realice el trámite de inmediato a la condición de 
estancia por razones humanitarias a las niñas, niños y adolescentes migrantes en los términos de la Ley  de 
Migración y el “DIF NACIONAL” se compromete para el caso, de que alguna entidad federativa no cuente con 
los insumos humanos suficientes de representación en coadyuvancia o suplencia a coordinar las acciones de 
colaboración para que a través de la “PROCURADURÍA FEDERAL” se asuman las acciones que aseguren a 
las niñas, niños y adolescentes migrantes obtengan dicha condición. 

TERCERA. COMPROMISOS DEL “DIF NACIONAL”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances del 
presente convenio de colaboración el “DIF NACIONAL” se compromete a: 

a) Dar atención de manera inmediata, a través de la “PROCURADURÍA FEDERAL”, a la notificación 
que le dé el “INM” respecto a los casos de niñas, niños y adolescentes, involucrados en trámites 
administrativos migratorios. 

b) Realizar acciones de coordinación con el “DIF ESTATAL COLIMA” a fin de otorgar facilidades de 
estancia y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes. 

c) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, así como con las organizaciones de 
la sociedad civil especializadas para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes. 

d) Realizar las acciones que correspondan, a efecto de que las mismas se realicen, atendiendo al 
principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

e) Emitir, a través de “LA PROCURADURÍA FEDERAL” el Plan de Restitución de Derechos al que se 
refiere la Ley de Migración, cuando las Procuradurías del Estado lo soliciten. 

f) Contar por sí mismo o a través de terceros, y de conformidad con su presupuesto aprobado, con 
espacios de alojamiento que permitan la protección integral de los derechos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes. 

g) Realizar mesas de trabajo con el “DIF ESTATAL COLIMA” para evaluar las acciones derivadas del 
presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

CUARTA. COMPROMISOS DEL “DIF ESTATAL COLIMA” Para dar cumplimiento al objeto y alcances del 
presente convenio de colaboración los “DIF LOCALES” se comprometen a: 

a) Atender de forma inmediata, el caso de niñas, niños o adolescentes migrantes que le sea canalizado 
por el “INM” en coordinación y coadyuvancia con la “PRONNA”, teniendo como principio la unidad 
familiar y el interés superior de la niñez. 

b) Llevar a cabo las acciones que le correspondan de conformidad con la normatividad en materia y el 
Plan de Restitución de Derechos que emita “LA PROCURADURÍA FEDERAL” y/o la “PRONNA”. 

c) Otorgar facilidades de estancia y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes, procurando la unidad familiar, priorizando los casos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes sujetos a un procedimiento de retorno asistido. 

d) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la 
sociedad civil especializadas, para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes. 
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e) Contar por sí mismo o a través de terceros, con espacios de alojamiento que permitan la protección 
integral de los derechos de niñas, niños o adolescentes migrantes. 

f) Previa notificación por escrito, garantizar, siempre que las condiciones presupuestales y operativas lo 
permitan, el alojamiento de niñas, niños y adolescentes provenientes de una entidad federativa, cuyo 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, comunique oficialmente tal solicitud en razón de 
que no cuenta con los espacios referidos en el inciso anterior, ya sea de forma directa o a través del 
“DIF NACIONAL”., siempre que se cuente con los espacios y recursos materiales y humanos 
necesarios para ello. 

g) Participar en mesas de trabajo con el “DIF NACIONAL”, para evaluar las acciones derivadas del 
presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

QUINTA. COMPROMISOS DE LA “PRONNA”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances del presente 
convenio de colaboración la “PRONNA” se compromete a: 

a)  Dar atención de manera inmediata, a la notificación que le dé el “INM” respecto a los casos de niñas, 
niños y adolescentes, involucrados en trámites administrativos migratorios. 

b)  Realizar acciones de coordinación con el “DIF ESTATAL COLIMA” a fin de otorgar facilidades de 
estancia y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes. 

c)  Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, así como con las organizaciones de 
la sociedad civil especializadas para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes. 

d)  Realizar las acciones que correspondan, a efecto de que las mismas se realicen, atendiendo al 
principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

e)  Emitir, el Plan de Restitución de Derechos al que se refiere la Ley de Migración, cuando así se le 
requiera. 

f)  Contar por sí mismo o a través de terceros, y de conformidad con su presupuesto aprobado, con 
espacios de alojamiento que permitan la protección integral de los derechos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes. 

g)  Realizar mesas de trabajo con el “DIF ESTATAL COLIMA” para evaluar las acciones derivadas del 
presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h)  Solicitar la medida de protección a fin de resguardar a la NNA en un Centro de Asistencia Social del 
DIF Estatal Colima o privado de la entidad, así como verificar que el INM realice los trámites 
respectivos para regularizar su condición de estancia por razones humanitarias de niñas, niños y 
adolescentes. 

h)  Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

SEXTA. PLAN DE TRABAJO. “LAS PARTES” convienen de ser necesario en formular de manera 
conjunta, un plan de trabajo en el que se establezcan entre otras, las etapas, actividades y condiciones 
específicas a desarrollar, así como los tiempos en que habrán de presentarse los resultados. 

SÉPTIMA. DESARROLLO DEL OBJETO. “LAS PARTES” realizarán las actividades a las que se 
comprometen, con sus propios recursos y cada una dentro del ámbito de sus atribuciones, para el desarrollo 
del objeto del presente Convenio, según el plan de trabajo, quedando sujeta a su disponibilidad 
presupuestaria la autorizada para tal fin. 

OCTVA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente convenio, “LAS PARTES” convienen en formar un grupo de trabajo, el cual estará conformado por 
los siguientes representantes: 

a) Por el “DIF NACIONAL” la persona Titular de la Unidad de Atención a Población Vulnerable y la 
persona Titular de la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, o quien 
éstos designen mediante escrito que se haga de conocimiento de “LAS PARTES”. 
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b) Por el “DIF ESTATAL COLIMA” la persona titular y/o Encargada (o) de la Dirección de Asistencia 
Jurídica y la persona Titular de la Coordinación de los Centros de Asistencia Social, o quien ésta 
designe mediante escrito que se haga de conocimiento de “LAS PARTES”. 

c) Por la “PRONNA” persona el Licenciado José Ángel Michel García y la Maestra Perla Susana Acosta 
Zapien, o quien ésta designe mediante escrito que se haga de conocimiento de “LAS PARTES”. 

NOVENA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento de las otras el 
nombramiento de las demás personas que se designen para efectos de representación con posterioridad a la 
firma del presente convenio, así como el de las personas suplentes, mismas que deberán tener el nivel 
jerárquico inmediato inferior de los representantes designados. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el grupo de trabajo tendrá las siguientes funciones: 

a) Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución. 

b) Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

c) Proponer la suscripción de convenios u otros instrumentos necesarios para dar cumplimiento al 
objeto del presente instrumento; y 

d) Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente Convenio, mediante la 
amigable composición y a través del grupo de trabajo al que se refiere la cláusula Séptima del 
mismo. 

DÉCIMA. DISPONIBILIDAD FINANCIERA Y PRESUPUESTAL. “LAS PARTES” acuerdan que la ejecución 
de las actividades que se deriven del presente Convenio y de los Convenios que pudieran provenir de éste, se 
llevarán a cabo en razón de la disponibilidad financiera y presupuestal con que cuenten y de acuerdo con la 
normatividad que rige en la materia. 

DÉCIMA PRIMERA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE LAS PARTES. Para dar cumplimiento al objeto y 
alcances del presente convenio de colaboración “LAS PARTES” se comprometen a: 

a) Realizar los trámites administrativos migratorios, en estricto apego a la Ley de Migración, la “Ley 
General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la “Procuraduría Federal” y/o la “PRONNA” y 
demás normatividad aplicable. 

b) Las acciones que realicen “LAS PARTES”, deberán de llevarse a cabo atendiendo al principio de 
unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA. Sin perjuicio de la fecha de suscripción del presente instrumento, la 
vigencia del mismo iniciara partir de la entrada en vigor del decreto por el que se Reforman Diversos Artículos 
de la Ley de Migración y de La Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, en Materia 
de Infancia Migrante, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de noviembre de 2020 y hasta el 30 
de septiembre de 2024, salvo que se actualice lo previsto por la cláusula DÉCIMA CUARTA. 

DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Colaboración podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA CUARTA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente convenio, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron su 
interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS PARTES”. 

DÉCIMA QUINTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por la mayoría de quienes 
en este actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación 
explícita de que se desea salir anticipadamente del presente convenio, con los datos generales de la parte 
que así desea salir, con por lo menos 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 
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Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General” no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen  “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 

realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 

el presente convenio o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la cual obre 

constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SÉPTIMA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 

designar como enlaces de seguimiento del presente convenio a las personas previstas en la cláusula 

SÉPTIMA, mismas que fungirán como enlaces entre “LAS PARTES”, el Grupo de Trabajo y sus entes públicos 

representados. 

DÉCIMA OCTAVA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 

principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 

del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 

normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 

relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 

cada una de ellas. 

DÉCIMA NOVENA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 

para la realización del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado exclusivamente con aquélla 

que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en ningún caso serán considerados 

patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” que intervienen en este convenio 

tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que derive de las relaciones de trabajo que se 

establezcan con sus trabajadores. 

VGÉSIMA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y logotipo de 

cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente convenio y 

sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo y emblema de 

cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de las maneras que se estipulan en el presente convenio 

o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA PRIMERA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las 

actividades y procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más 

estricta responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 

convenio es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para el debido 

cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o ejecución, 

respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas correspondientes,  “LAS 

PARTES” procurarán resolver las diferencias de mutuo acuerdo. En caso de persistir controversia para la 

interpretación y cumplimiento del presente convenio, así como para aquello que no esté expresamente 

estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los Estados Unidos 

Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

Leído el presente convenio por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal lo firman en la 
Ciudad de México, el 8 de enero de 2021, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: la Titular, María 
del Rocío García Pérez.- Rúbrica.- Asistencia: la Jefa de la Unidad de Atención a Población Vulnerable,  Lic. 
Lilia Lucía Aguilar Cortés.- Rúbrica.- El Procurador Federal, Mtro. Oliver Castañeda Correa.- Rúbrica.- Por 
el DIF Estatal Colima: la Directora General, Ing. Julia Jahel Pérez Quiñonez.- Rúbrica.- Asistencia:  la 
Encargada de la Dirección de Asistencia Jurídica, Lic. Leticia Muñoz Zepeda.- Rúbrica.- Por la PRONNA: el 
Procurador de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Colima, Lic. Adrián Menchaca García.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Colaboración en materia migratoria a favor de niñas, niños y adolescentes en el marco de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y el 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Puebla. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría  de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA MIGRATORIA A FAVOR DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN 

EL MARCO DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN 

Y LA LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA 

PARTE EL SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL  “DIF 

NACIONAL”, REPRESENTADO POR SU TITULAR, MARÍA DEL ROCÍO GARCÍA PÉREZ, ASISTIDA POR LA  LIC. LILIA 

LUCÍA AGUILAR CORTÉS, JEFA DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, ASÍ COMO POR EL 

MTRO. OLIVER CASTAÑEDA CORREA, PROCURADOR FEDERAL DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES Y POR LA OTRA EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE 

PUEBLA , EN ADELANTE REFERIDO COMO EL “SEDIF”, REPRESENTADO POR LA TITULAR DE LA DIRECCIÓN 

GENERAL DELFINA LEONOR VARGAS GALLEGOS, ASISTIDA POR HIRAM MÉNDEZ CRISANTO, PROCURADOR DE 

PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES; MARTHA ZARATE TINOCO, EN SU CARÁCTER  DE 

SECRETARIA EJECUTIVA DEL SISTEMA ESTATAL DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES DEL ESTADO DE PUEBLA Y TITULAR DE LA UNIDAD DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE 

PROTECCIÓN INTEGRAL DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES; Y CINTHIA PATRICIA OSORIO CASTELÁN, EN SU 

CARÁCTER DE DIRECTORA JURÍDICA, A QUIENES, ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE LES DENOMINARÁ 

COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1o., párrafos primero 
y tercero y, 4o., párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. 

II. La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 
20 de noviembre de 1989, ratificada por el Estado mexicano el 21 de septiembre de 1990 y publicada en  el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991, señala en su artículo 3o. que en todas las medidas 
concernientes a los niños que toman las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 
el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4o., la obligación para que los 
Estados Partes adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la misma. 

III. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y 
promoción de sus derechos humanos conforme a lo establecido en los tratados internacionales de los que el 
Estado mexicano forma parte; crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado 
cumpla con su responsabilidad en la protección, prevención y restitución integrales de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes que hayan sido vulnerados; establecer los criterios que orientarán la política nacional en 
materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y 
bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios, así como las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; la actuación de los Poderes Legislativo, Judicial y 
organismos constitucionales autónomos; y, establecer las bases generales para la participación de los 
sectores privado y social en las acciones tendientes a garantizar la protección y el ejercicio de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes, así como a prevenir su vulneración. 
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IV. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 
del “DIF NACIONAL”, entre otras: impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 
de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 
las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 
sectores público, privado y social. 

V. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 refiere como uno de sus Principios Rectores “Al margen de la 
ley, nada; por encima de la ley, nadie”, que alude: “Ante el sistemático quebrantamiento de las leyes, tanto en 
su espíritu como en su letra, hemos de desempeñar el poder con estricto acatamiento al orden legal, la 
separación de poderes, el respeto al pacto federal, en observancia de los derechos sociales, colectivos y 
sociales, empezando por los derechos humanos, y el fin de la represión política; nada por la fuerza; todo, por 
la razón; solución de los conflictos mediante el diálogo; fin de los privilegios ante la ley y cese de los fueros”. 

VI. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 
se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece la facultad de la Procuraduría Federal de Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes, en adelante la “Procuraduría Federal”, y de las procuradurías homólogas en 
cada Entidad Federativa, en adelante “Procuradurías Locales” y “Procuradurías Independientes”, para emitir 
un Plan de Restitución de Derechos, aplicable en los procedimientos que realice el Instituto Nacional de 
Migración en adelante el “INM”, en los casos en que se encuentren involucradas niñas, niños o adolescentes. 

De igual manera, la Ley de Migración establece que ninguna niña, niño o adolescente, deberá ingresar en 
una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el “INM”, como medida de carácter temporal, la 
condición de estancia por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de 
documentación ni pago de derecho alguno. 

Asimismo, la Ley en cita establece que, en dichos procedimientos, de manera inmediata, el “INM” dará 
vista a la “Procuraduría Federal”, al tiempo de canalizar a la niña, niño o adolescente, al Sistema  DIF 
correspondiente, estando ambas instituciones obligadas a otorgar facilidades de estancia y garantizar la 
protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Al mismo tiempo, la Ley de Migración, establece la obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir 
convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las entidades federativas, 
municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la sociedad civil especializadas para 
garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Aunado a lo anterior, la Ley de Asistencia Social, establece que el “DIF NACIONAL” como coordinador de 
Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada, promoverá la celebración de convenios entre los 
distintos niveles de gobierno. 

DECLARACIONES 

I. DECLARA EL “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 
por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 
días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 
Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.2 Que la ciudadana María del Rocío García Pérez, fue nombrada Titular del Sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la Familia, por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, el Lic. Andrés Manuel 
López Obrador, el 1o. de diciembre de 2018, por lo que, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 9 y 10 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, cuenta con las facultades 
necesarias para suscribir el presente instrumento y contraer compromisos a nombre de dicho Organismo. 

I.3 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 
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I.4 Que, dentro de su estructura orgánica, cuenta con la “Procuraduría Federal”, unidad administrativa que 
tiene como atribución, entre otras, procurar la protección integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, que prevén la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano es parte y demás disposiciones aplicables. 

I.5 Que, a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con una Unidad de Atención a Población 
Vulnerable, en adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de 
coadyuvar, prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para 
niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, 
municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como operar Centros de Asistencia 
Social a cargo del “DIF NACIONAL” conforme la normatividad aplicable. 

I.6 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en el inmueble 
marcado con número 340 de la Avenida Emiliano Zapata, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, 
Código Postal 03310, en la Ciudad de México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de 
este convenio; así como, de manera conjunta o indistinta, el ubicado en la calle de Francisco Sosa número 
439, Colonia del Carmen, Alcaldía Coyoacán, Código Postal 04100, en la Ciudad de México. 

II. DECLARA “EL SEDIF”: 

II.1 Que es un Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública del Estado de Puebla, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios, rector de la asistencia social en términos de lo que establecen los 
artículos 58 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla, 2 y 9 de la Ley de 
Entidades Paraestatales del Estado de Puebla, 15 de la Ley sobre el Sistema Estatal de Asistencia Social del 
Estado de Puebla y 2 del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia de Estado 
de Puebla; teniendo como objetivos, proporcionar atención a grupos vulnerables y ejecutar acciones 
tendentes a la protección y desarrollo de los mismos, en el marco de la integración y el fortalecimiento del 
núcleo familiar, en toda la Entidad. 

II.2 Que su representante, la ciudadana DELFINA LEONOR VARGAS GALLEGOS, en su carácter de 
Titular de la Dirección General, acredita su personalidad de conformidad con el acta de la Primera Sesión 
Extraordinaria de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Puebla, 
correspondiente al periodo 2019 – 2024 de fecha dos de agosto de dos mil diecinueve, por la que se le 
nombró como Directora General del “SEDIF” dentro del punto de ACUERDO 04/1ªEXTRAORD/2019, por 
unanimidad de votos de la Junta Directiva, misma acta que se protocolizó identificándose con el instrumento 
notarial número 15,132 (quince mil ciento treinta y dos), Volumen número 175 (Ciento setenta y cinco), folio 
número 8,117 (ocho mil ciento diecisiete) de fecha catorce de agosto de dos mil diecinueve, ante la fe del 
Notario Público número treinta y siete del Distrito Judicial de Puebla y del Patrimonio Inmobiliario Federal, y 
que además cuenta con las facultades legales suficientes para formalizar el presente instrumento, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 59 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado 
de Puebla; 12, 17 fracción I y 53 fracción I de la Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Puebla; 28 
fracciones I y XV de la Ley sobre el Sistema Estatal de Asistencia Social del Estado de Puebla y 5 fracción IV, 
y 13 fracciones VI, XIII del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia de Estado 
de Puebla. 

II.3 Que el ciudadano HIRAM MÉNDEZ CRISANTO, en su carácter de Titular de la Procuraduría de 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Puebla y la ciudadana MARTHA 
ZARATE TINOCO, en su carácter de Secretaria Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral de Niñas, 
Niños y Adolescentes del Estado de Puebla y Titular de la Unidad de Coordinación del Sistema de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes, cuentan con las facultades para asistir a la Titular de la Dirección 
General para los objetivos de este instrumento, de conformidad con los artículos 128 fracciones VII y XV de la 
Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Puebla y 5 fracción IV.IV y IV.V , 15 
fracciones VIII y XV, 26 y 27 del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 
Estado de Puebla. 

II.4 Que en este acto la ciudadana CINTHIA PATRICIA OSORIO CASTELÁN, en su carácter de Directora 
Jurídica, de conformidad con los artículos 5 fracción IV.VII, 15 fracciones VIII y XV y 29 fracciones V, VII y IX 
del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Puebla, asiste a la 
Titular de la Dirección General para lo estrictamente legal del presente instrumento. 

II.5 Que para los efectos legales derivados del presente Convenio General de Colaboración, señala como 
domicilio legal para oír y recibir notificaciones, el ubicado en calle 5 de Mayo número 1606, Colonia Centro, de 
la ciudad de Puebla, Puebla. C.P. 72000. 
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III. DECLARAN CONJUNTAMENTE “LAS PARTES”: 

III.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 
representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 
modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

III.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio y en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, 
violencia o cualquier otro vicio del consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

III.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 
conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio General de Colaboración, tiene por objeto establecer y 
desarrollar estrategias de apoyo y las bases para la colaboración y coordinación mediante las cuales  “LAS 
PARTES”, de acuerdo al ámbito de sus atribuciones y de manera enunciativa más no limitativa, realicen 
trabajos conjuntos de promoción, atención, protección y respeto de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes en contexto de migración, en el marco de la normatividad aplicable y el Plan de Restitución de 
Derechos, emitido por la “Procuraduría Federal” y/o las Procuradurías de Protección de Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes correspondientes de cada entidad federativa. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que de conformidad con lo establecido en los artículos 
95 y 98 de la Ley de Migración, en los casos de detectar niñas, niños o adolescentes migrantes no 
acompañados, el “INM” notificará inmediatamente a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes de la entidad federativa respectiva en que sea detectado, y al mismo tiempo realizar la 
canalización al Sistema DIF local o municipal, correspondiente. 

Asimismo, en ningún caso el “INM” presentará ni alojará a niñas, niños o adolescentes migrantes en 
estaciones migratorias ni en lugares habilitados para ello, de tal forma que, los trámites administrativos 
migratorios de personas adultas bajo cuyo cuidado estén niñas, niños o adolescentes migrantes, deberá 
realizarse, atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

En el caso de que “EL SEDIF” no cuente con espacio en sus Centros de Asistencia Social (CAS) y/o en 
sus establecimientos de Asistencia Social para el alojamiento de niñas, niños y adolescentes migrantes 
acompañados, no acompañados, o separados, notificará al “DIF NACIONAL” quien asume el compromiso de 
coordinar acciones con los DIF Estatales, que si cuenten con la posibilidad de brindar el alojamiento, a través 
de sus CAS y/o de los convenios o acuerdos de concertación que se tengan vigentes. En este caso,  el “DIF 
NACIONAL” bajo la premisa de que ninguna niña, niño y adolescente migrante podrá ingresar a un Centro de 
Asistencia Social, sin la correspondiente emisión de la medida de protección, se compromete a que a través 
de la “Procuraduría Federal” establezca una comunicación para la coordinación con la entidad federativa que 
recibirá en acogimiento residencial a niñas, niños y adolescentes migrantes para efectos de asegurar y 
garantizar el cumplimiento de sus derechos. 

“EL SEDIF” se compromete recíprocamente a brindar alojamiento residencial a las niñas, niños y 
adolescentes migrantes no acompañados, acompañados o separados en los casos en que un Sistema Local 
DIF de otra entidad federativa no cuente con los espacios para el acogimiento residencial y el cumplimiento 
del principio de la no separación y de la habilitación de lugares separados, que asegure la integridad física de 
las personas extranjeras en los términos del párrafo anterior. 

El “EL SEDIF”, a través de su Procuraduría de Protección, por su parte, se compromete a transmitir la 
información necesaria a efecto de mantener permanentemente actualizado el Registro de Niñas, Niños y 
Adolescentes Migrantes a que se refieren los artículos 99 y 100 de la “Ley General”. 

El “EL SEDIF”, en coordinación con sus respectivas procuradurías de protección, se comprometen a 
verificar que el “INM” realice el trámite de inmediato a la condición de estancia por razones humanitarias a las 
niñas, niños y adolescentes migrantes en los términos de la Ley de Migración y el “DIF NACIONAL” se 
compromete para el caso, de que alguna entidad federativa no cuente con los insumos humanos suficientes 
de representación en coadyuvancia o suplencia a coordinar las acciones de colaboración para que a través de 
la “PROCURADURÍA FEDERAL” se asuman las acciones que aseguren a las niñas, niños y adolescentes 
migrantes obtengan dicha condición. 
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TERCERA. COMPROMISOS DEL “DIF NACIONAL”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances del 
presente convenio de colaboración el “DIF NACIONAL” se compromete a: 

a) Dar atención de manera inmediata, a través de la “PROCURADURÍA FEDERAL”, a la notificación 
que le dé el “INM” respecto a los casos de niñas, niños y adolescentes, involucrados en trámites 
administrativos migratorios. 

b) Realizar acciones de coordinación con “EL SEDIF” a fin de otorgar facilidades de estancia y 
garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes. 

c) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, así como con las organizaciones de 
la sociedad civil especializadas para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes. 

d) Realizar las acciones que correspondan, a efecto de que las mismas se realicen, atendiendo al 
principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

e) Emitir, a través de “LA PROCURADURÍA FEDERAL” el Plan de Restitución de Derechos al que se 
refiere la Ley de Migración, cuando las Procuradurías del Estado lo soliciten. 

f) Contar por sí mismo o a través de terceros, y de conformidad con su presupuesto aprobado, con 
espacios de alojamiento que permitan la protección integral de los derechos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes. 

g) Realizar mesas de trabajo con “EL SEDIF”, para evaluar las acciones derivadas del presente 
instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “EL SEDIF”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances del presente 
convenio de colaboración “EL SEDIF” se compromete a: 

a) Atender de forma inmediata, los casos de niñas, niños o adolescentes migrantes que les sean 
canalizado por el “INM”, teniendo como principio la unidad familiar y el interés superior de la niñez, 
dentro de sus posibilidades, capacidad operativa y financiera. 

b) Llevar a cabo las acciones que le correspondan de conformidad con la normatividad en materia y el 
Plan de Restitución de Derechos que emita “LA PROCURADURÍA FEDERAL” y/o la Procuraduría de 
Protección dependiente del mismo. 

c) Otorgar facilidades de estancia y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes, procurando la unidad familiar, priorizando los casos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes sujetos a un procedimiento de retorno asistido, de acuerdo a la capacidad de 
operación y recursos con que se cuente. 

d) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la 
sociedad civil especializadas, para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes. 

e) Contar por sí mismo o a través de terceros, con espacios de alojamiento que permitan la protección 
integral de los derechos de niñas, niños o adolescentes migrantes, de acuerdo a su disponibilidad 
financiera y presupuestal. 

f) Garantizar el alojamiento de niñas, niños y adolescentes provenientes de una entidad federativa, 
cuyo Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, comunique oficialmente tal solicitud en razón 
de que no cuenta con los espacios referidos en el inciso anterior, ya sea de forma directa o a través 
del “DIF NACIONAL”, conforme a sus recursos materiales, financieros y presupuestales. 

g) Participar en mesas de trabajo con el “DIF NACIONAL”, para evaluar las acciones derivadas del 
presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

QUINTA. PLAN DE TRABAJO. “LAS PARTES” convienen de ser necesario en formular de manera 
conjunta, un plan de trabajo en el que se establezcan entre otras, las etapas, actividades y condiciones 
específicas a desarrollar, así como los tiempos en que habrán de presentarse los resultados. 
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SEXTA. DESARROLLO DEL OBJETO. “LAS PARTES” realizarán las actividades a las que se 
comprometen, con sus propios recursos y cada una dentro del ámbito de sus atribuciones, para el desarrollo 
del objeto del presente Convenio, según el plan de trabajo, quedando sujeta a su disponibilidad 
presupuestaria la autorizada para tal fin. 

SÉPTIMA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente convenio, “LAS PARTES” convienen en formar un grupo de trabajo, el cual estará conformado por 
los siguientes representantes: 

a) Por el “DIF NACIONAL” la persona Titular de la Unidad de Atención a Población Vulnerable y la 
persona Titular de la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, o quien 
éstos designen mediante escrito que se haga de conocimiento de “LAS PARTES”. 

b) Por “EL SEDIF” la persona titular de la Procuraduría de Protección de los Derechos de Niñas Niños y 
Adolescentes, y al Titular de la Dirección de Asistencia Medico-Social, o quien éstos designen 
mediante escrito que se haga de conocimiento de “LAS PARTES”. 

OCTAVA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento de las otras el 
nombramiento de las demás personas que se designen para efectos de representación con posterioridad a la 
firma del presente convenio, así como el de las personas suplentes, mismas que deberán tener el nivel 
jerárquico inmediato inferior de los representantes designados. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el grupo de trabajo tendrá las siguientes funciones: 

a) Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución. 

b) Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

c) Proponer la suscripción de convenios u otros instrumentos necesarios para dar cumplimiento al 
objeto del presente instrumento; y 

d) Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente Convenio, mediante la 
amigable composición y a través del grupo de trabajo al que se refiere la cláusula Séptima del 
mismo. 

NOVENA. DISPONIBILIDAD FINANCIERA Y PRESUPUESTAL. “LAS PARTES” acuerdan que la 
ejecución de las actividades que se deriven del presente Convenio y de los Convenios que pudieran provenir 
de éste, se llevarán a cabo en razón de la disponibilidad financiera y presupuestal con que cuenten y de 
acuerdo con la normatividad que rige en la materia. 

DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE LAS PARTES. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente convenio de colaboración “LAS PARTES” se comprometen a: 

a) Realizar los trámites administrativos migratorios, en estricto apego a la Ley de Migración, la “Ley 
General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la “Procuraduría Federal” y demás 
normatividad aplicable. 

b) Las acciones que realicen “LAS PARTES”, deberán de llevarse a cabo atendiendo al principio de 
unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. Sin perjuicio de la fecha de suscripción del presente instrumento, la 
vigencia del mismo será indefinida, a partir de la entrada en vigor del decreto por el que se Reforman Diversos 
Artículos de la Ley de Migración y de La Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, 
en Materia de Infancia Migrante, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de noviembre de 2020, 
salvo que se actualice lo previsto por la cláusula DÉCIMA CUARTA. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Colaboración podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente convenio, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron su 
interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS PARTES”. 
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DÉCIMA CUARTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por la mayoría de quienes 
en este actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación 
explícita de que se desea salir anticipadamente del presente convenio, con los datos generales de la parte 
que así desea salir, con por lo menos 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 

Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General” no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen  “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

DÉCIMA QUINTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 
realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 
el presente convenio o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la cual obre 
constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SEXTA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 
designar como enlaces de seguimiento del presente convenio a las personas previstas en la cláusula 
SÉPTIMA, mismas que fungirán como enlaces entre “LAS PARTES”, el Grupo de Trabajo y sus entes públicos 
representados. 

DÉCIMA SÉPTIMA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 
principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 
del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 
relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 
cada una de ellas. 

DÉCIMA OCTAVA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 
para la realización del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado exclusivamente con aquélla 
que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en ningún caso serán considerados 
patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” que intervienen en este convenio 
tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que derive de las relaciones de trabajo que se 
establezcan con sus trabajadores. 

DÉCIMA NOVENA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y 
logotipo de cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente 
convenio y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo y 
emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de las maneras que se estipulan en el 
presente convenio o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las actividades y 
procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más estricta 
responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA PRIMERA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
convenio es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para el debido 
cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o ejecución, 
respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas correspondientes,  “LAS 
PARTES” procurarán resolver las diferencias de mutuo acuerdo. En caso de persistir controversia para la 
interpretación y cumplimiento del presente convenio, así como para aquello que no esté expresamente 
estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los Estados Unidos 
Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

Leído el presente convenio por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal lo firman en la 
Ciudad de México, el 8 de enero de 2021, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: la Titular, María 
del Rocío García Pérez.- Rúbrica.- Asistencia: la Jefa de la Unidad de Atención a Población Vulnerable,  Lic. 
Lilia Lucía Aguilar Cortés.- Rúbrica.- El Procurador Federal, Mtro. Oliver Castañeda Correa.- Rúbrica.- Por 
el SEDIF: la Titular de la Dirección General, C. Delfina Leonor Vargas Gallegos.- Rúbrica.- Asisten por el 
SEDIF: la Titular de la Procuraduría de Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,  C. Hiram 
Méndez Crisanto.- Rúbrica.- La Secretaria Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral de Niñas, 
Niños y Adolescentes del Estado de Puebla y Titular de la Unidad de Coordinación del Sistema  de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes, C. Martha Zarate Tinoco.- Rúbrica.- La Directora Jurídica, C. 
Cinthia Patricia Osorio Castelán.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 
ACUERDO por el que se modifican diversas disposiciones de los lineamientos por los que se establecen las bases y 
requisitos que deberán cumplir las entidades federativas para acceder al subsidio destinado a la Segunda Etapa de 
Implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Laboral. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social. 

LUISA MARÍA ALCALDE LUJÁN, Secretaria del Trabajo y Previsión Social, con fundamento en lo 
establecido por los artículos 90, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
16, 26, párrafo diecisiete y 40 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1 y 4 de la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo; 1 y 4, fracción III del Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social; y 

CONSIDERANDO 

Que el 24 de febrero de 2017, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que 
se declaran reformadas y adicionadas diversas disposiciones de los artículos 107 y 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Laboral. 

Que el 1° de mayo de 2019 se publicó en el DOF el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
de la Ley Federal de la Defensoría Pública, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de Justicia Laboral, Libertad Sindical y Negociación 
Colectiva. 

Que la Reforma al Sistema de Justicia Laboral tiene por objetivo, por lo que corresponde a las Entidades 
Federativas, trascender a una justicia más ágil, expedita e imparcial, para lo cual los Poderes Judiciales 
locales se encargarán de la resolución de los conflictos laborales. Asimismo, se crean los Centros de 
Conciliación para que desahoguen la instancia conciliatoria prejudicial obligatoria. En este sentido, los 
artículos Quinto y Décimo Segundo transitorios del Decreto del 1° de mayo de 2019, establecen el plazo 
máximo de inicio de funciones de las autoridades conciliatorias y jurisdiccionales locales; y determinan que las 
Legislaturas de las Entidades Federativas destinarán los recursos necesarios para la implementación de la 
Reforma al Sistema de Justicia Laboral. 

Que, de conformidad con el artículo Décimo Séptimo transitorio del Decreto del 1° de mayo de 2019, el 
Consejo de Coordinación para la Implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Laboral es la instancia 
nacional de consulta, planeación y coordinación que tendrá por objeto establecer la política y la coordinación 
nacionales necesarias para implementar a nivel federal y local el Sistema de Justicia Laboral en los términos 
previstos en el Decreto del 1° de mayo de 2019, con pleno respeto a las atribuciones y competencias de las 
autoridades federales y locales. 

Que, el 30 de noviembre de 2020, se publicó en el DOF el Presupuesto de Egresos de la Federación para 
el Ejercicio Fiscal 2021; en el cual se asignaron a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social los recursos 
suficientes para atender su estructura programática, dentro de la cual se encuentra el “Programa 
Presupuestario U 100 Subsidios a las Entidades Federativas para la implementación de la Reforma al Sistema 
de Justicia Laboral”, en el que se consideran recursos para coadyuvar con las Entidades federativas que 
forman parte de la segunda etapa de implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Laboral. 

Que con el objeto de instrumentar lo previsto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2021, el 29 de diciembre de 2020 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación los 
Lineamientos por los que se establecen las bases y requisitos que deberán cumplir las Entidades Federativas 
para acceder al subsidio destinado a la Segunda Etapa de Implementación de la Reforma al Sistema de 
Justicia Laboral. 

Que atendiendo a la necesidad de que las dependencias, autoridades e instancias involucradas coordinen 
sus esfuerzos para implementar la Reforma al Sistema de Justicia Laboral, así como garantizar la 
instrumentación y fortalecimiento de dicho sistema, y atender el correcto cumplimiento de atribuciones, 
programas y objetivos institucionales, relacionados con la instrumentación del programa de subsidios a las 
Entidades Federativas que integran la Segunda Etapa de Implementación de la Reforma al Sistema de 
Justicia Laboral, resulta necesario modificar los Lineamientos en cita, por lo que se emite el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS LINEAMIENTOS POR 
LOS QUE SE ESTABLECEN LAS BASES Y REQUISITOS QUE DEBERÁN CUMPLIR LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS PARA ACCEDER AL SUBSIDIO DESTINADO A LA SEGUNDA ETAPA DE 
IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA AL SISTEMA DE JUSTICIA LABORAL 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se MODIFICAN los numerales Décimo Quinto, Décimo Séptimo, Vigésimo Sexto 
último párrafo, Vigésimo Noveno párrafo tercero, Trigésimo Cuarto, Trigésimo Octavo; y dentro de los Criterios 
de referencia, en los CRITERIOS BÁSICOS QUE DEBERÁN CUMPLIR LAS ENTIDADES FEDERATIVAS EN 
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LA INTEGRACIÓN DE SUS PROYECTOS, el inciso a) del segundo párrafo; en los CRITERIOS PARA EL 
RUBRO DE ADECUACIÓN O ADAPTACIÓN DE INMUEBLES, el párrafo primero del apartado 1. Objetivo, 
ámbito y responsables de la aplicación; el párrafo segundo y el título del apartado 2. Diagnóstico de 
adecuación o adaptación de inmuebles; el párrafo primero del apartado 1.1.1. Elección del inmueble; los 
párrafos primero y quinto del apartado 1.1.2. Evaluación de los espacios e instalaciones; el párrafo primero del 
apartado 1.1.3. Proyecto arquitectónico; el párrafo tercero del apartado 1.1.5. Presupuesto; el párrafo primero 
del apartado 1.1.7. Procedimiento de contratación; y el párrafo primero del apartado 2. Información 
complementaria; y en los CRITERIOS PARA EL RUBRO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y 
EQUIPAMIENTO; el guion cuarto del apartado 4. Observaciones adicionales, de los LINEAMIENTOS por los 
que se establecen las bases y requisitos que deberán cumplir las Entidades Federativas para acceder al 
subsidio destinado a la Segunda Etapa de Implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Laboral, para 
quedar como sigue: 

Décimo Quinto. Las Entidades Federativas deben remitir la solicitud referida en el numeral Décimo 
cuarto, inciso a, así como sus Proyectos con los anexos respectivos de forma electrónica, a partir de la fecha 
en que se comunique la habilitación de la Plataforma, y a más tardar el 15 de abril de 2021. 

Décimo Séptimo. Los subsidios se otorgarán previa opinión técnica respecto de la factibilidad de los 
Proyectos a las Entidades Federativas que cumplan en tiempo y forma con los requisitos establecidos en los 
presentes Lineamientos, y en su caso, con la presentación oportuna de documentación adicional que pudiera 
solicitar el Comité para soportar la información proporcionada. 

… 

b) Construcción, adecuación o adaptación de inmuebles; 

… 

… 

Vigésimo Sexto. Dentro de los primeros dos meses posteriores a la publicación del Convenio de 
Coordinación, las Entidades Federativas podrán solicitar al TUERSJL, para someter a consideración del 
Comité, mediante oficio signado por el Enlace respectivo, la modificación del Convenio de Coordinación. 

… 

… 

… 

… 

… 

Para el caso de “Construcción, adecuación o adaptación de inmuebles”, para la instalación de los Centros 
de Conciliación y Tribunales Laborales Locales, se podrán considerar plazos mayores para las modificaciones 
correspondientes, previa solicitud y justificación de la Entidad Federativa, la cual deberá estar signada por el 
Enlace respectivo. En el supuesto de que la “Construcción, adecuación o adaptación de inmuebles” rebase la 
fecha límite de inicio de operaciones del Nuevo Sistema de Justicia Laboral, las Entidades Federativas 
deberán remitir a la UERSJL su propuesta de sede o sedes alternas, según corresponda, mismas que 
deberán contar con el equipamiento de Mobiliario y Tecnologías de la Información suficiente e indispensable 
para operar de manera óptima. 

Vigésimo Noveno. No podrán ejercerse los subsidios para contratar servicios personales, ni ningún tipo 
de gasto corriente no contemplado en los presentes Lineamientos. 

… 

a) a o) 

Asimismo, no se apoyarán respecto a estudios de infraestructura, los siguientes: 

a) Estudios de prefactibilidad o factibilidad; 

b) Pago de trámites o derechos ante instancias federales, estatales o municipales; 

c) Gastos derivados de publicación de las convocatorias de licitación o gastos relacionados con el 
proceso de adjudicación o adquisición de los servicios, y 

d) Adecuaciones de proyectos arquitectónicos, proyectos arquitectónicos ejecutivos en proceso de 
construcción. 

… 

… 
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Trigésimo Cuarto. Los subsidios asignados a través de los presentes Lineamientos no son regularizables. 
Es decir, implican un gasto por única vez y no crean precedente o compromiso de transferir recursos a 
proyectos similares en el ejercicio siguiente. Asimismo, no pierden su carácter federal al ser transferidos a las 
Entidades Federativas, por lo que su asignación, ejercicio, comprobación, registro, vigilancia y control se 
sujetarán a lo dispuesto en el PEF, a la LFPRH, y el RLFPRH, a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 
Servicios del Sector Público y su Reglamento; a la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas y su Reglamento; a los presentes Lineamientos; al Convenio de Coordinación y los Proyectos 
presentados por las Entidades Federativas, y demás disposiciones aplicables en la materia. 

… 

… 

Trigésimo Octavo. Las Entidades Federativas beneficiarias del subsidio tienen las siguientes 
obligaciones: 

a) a s) 

t. Las demás previstas en los presentes Lineamientos, la LFPRH y su Reglamento, la LAASSP y su 
Reglamento, el PEF, la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas y su Reglamento y 
demás disposiciones federales aplicables. 

Anexo 2. Criterios de referencia 

CRITERIOS BÁSICOS QUE DEBERÁN CUMPLIR LAS ENTIDADES FEDERATIVAS  EN LA 
INTEGRACIÓN DE SUS PROYECTOS. 

… 

a. Construcción, adecuación o adaptación de inmuebles. Es importante que en los estados de la 
República Mexicana se puedan adaptar inmuebles para generar espacios ad hoc que contribuyan a 
un correcto funcionamiento de los Centros de Conciliación y Tribunales Laborales Locales, 
transformando los espacios disponibles en áreas confortables y dignas que trasmitan seriedad y 
seguridad a los propios servidores públicos y al usuario. En los presentes criterios se establecen los 
requisitos mínimos para la construcción o elección del inmueble que será objeto del Proyecto, para 
que los responsables de estos tomen en cuenta características importantes tales como la ubicación, 
accesibilidad, compatibilidad con otros servicios, entre otros factores determinantes. 

… 

CRITERIOS PARA EL RUBRO DE CONSTRUCCIÓN, ADECUACIÓN O  ADAPTACIÓN DE INMUEBLES 

1. Objetivo, ámbito y responsables de la aplicación. 

El presente documento tiene como objetivo establecer los requisitos mínimos que deben atender las 
Entidades Federativas para la creación de los Centros de Conciliación y Tribunales Laborales Locales, con el 
fin de integrar los Proyectos relacionados con la construcción, adecuación o remodelación de espacios en los 
inmuebles destinados a su operación, para ser beneficiarios del subsidio de recursos federales. 

… 

2. Diagnóstico de construcción, adecuación o adaptación de inmuebles. 

Como en todo proceso de planeación, es necesario elaborar un diagnóstico que permita conocer los 
requerimientos de infraestructura de cada uno de los operadores del NSJL (Centros de Conciliación y 
Tribunales Laborales Locales). 

El diagnóstico de construcción, adecuación o adaptación de inmuebles deberá: 

… 

1.1. Criterios de infraestructura. 

1.1.1. Elección del inmueble. 

Para la elección del inmueble que será propuesto para el Proyecto de construcción, adaptación o 
adecuación de inmuebles, deberán tomarse en cuenta los siguientes aspectos: 

… 

1.1.2. Evaluación de los espacios e instalaciones 

Para el caso de Proyectos relacionados con la adecuación y/o adaptación de inmuebles, las Entidades 
Federativas, deberán valorar las condiciones de uso en las que se encuentre el inmueble de que se disponga. 
Para el caso de los espacios utilizables en el inmueble, verificar si se cuenta con áreas abiertas susceptibles 
de modulación, o en su defecto, muros de carga en cuyo caso estos no deben ser afectados durante el 
proceso de adecuación o remodelación, lo que podría representar una restricción para la consecución de un 
proyecto funcional. 
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… 

… 

… 

El rubro de construcción, adecuación o adaptación de inmuebles deberá elaborarse con base en los 
resultados del Diagnóstico, las necesidades de cada uno de los operadores del NSJL, su organigrama 
correspondiente y la disponibilidad de espacios. Esto, de conformidad con lo establecido en los Lineamientos 
por los que se establecen las bases y requisitos que deberán cumplir las Entidades Federativas para acceder 
al subsidio destinado a la Segunda Etapa de Implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Laboral. 

… 

1.1.3. Proyecto arquitectónico. 

Para el correcto aprovechamiento de los espacios disponibles, o susceptibles de construir, adecuar o 
remodelar, deberán tomarse en cuenta los siguientes aspectos: 

… 

1.1.5. Presupuesto. 

… 

Con base en el Catálogo de Conceptos de obra generado, deberá obtenerse un presupuesto base por los 
propios Centros de Conciliación y Tribunales Laborales Locales, que servirá de referencia para la valoración 
del aspecto económico, por parte del Comité de Evaluación de Proyectos. 

… 

… 

1.1.7. Procedimiento de contratación. 

Los responsables del Proyecto, con fundamento en la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados 
con las Mismas y su Reglamento, deberán prever la modalidad de contratación, misma que una vez 
autorizado el subsidio, deberán seguir para ejecutar los trabajos de construcción, adecuación o adaptación. 

2. Información complementaria. 

Aunado al Diagnóstico de construcción, adecuación o adaptación de inmuebles, la Entidad Federativa 
deberá anexar la siguiente documentación con el fin de dar sustento a la información que esta haya capturado 
en la Plataforma, la cual será valorada por el Comité para el ulterior dictamen del Proyecto: 

… 

… 

CRITERIOS PARA EL RUBRO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y EQUIPAMIENTO 

… 

4. Observaciones adicionales. 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

- Se recomienda la contratación de los servicios de instalación de cableado estructurado certificado para 
asegurar la calidad, integridad y continuidad de las instalaciones pasivas de red al interior de los inmuebles, 
para lo cual, se sugiere estimar los costos de estas contrataciones en el rubro de “Construcción, adecuación o 
adaptación de inmuebles”. 

… 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a los ocho días del mes de marzo de dos mil veintiuno.- La Secretaria del 
Trabajo y Previsión Social, Luisa María Alcalde Luján.- Rúbrica. 
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CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL 
DÉCIMO Cuarta Actualización de la Edición 2020 del Libro de Medicamentos del Compendio Nacional de 
Insumos para la Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBIERNO DE MÉXICO.- 
Consejo de Salubridad General. 

JOSÉ IGNACIO SANTOS PRECIADO, Secretario del Consejo de Salubridad General, con fundamento en 
los artículos, 4, párrafo cuarto, 73, fracción XVI, bases 1ª y 3ª de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 4 de la Ley de Procedimiento Administrativo; 15, 16, 17, fracción V y 28 de la Ley General 
de Salud, y 11, fracción IX y XVIII, del Reglamento Interior del Consejo de Salubridad General y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 4, párrafo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que toda persona tiene derecho a la protección de la salud; 

Que conforme a la Ley General de Salud, se establece en los artículos 17, fracción V y 28 que habrá un 
Compendio Nacional de Insumos para la Salud, elaborado por el Consejo de Salubridad General, al cual se 
ajustarán las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, y en el que se agruparán, caracterizarán y 
codificarán los insumos para la salud; 

Que para los efectos señalados en el párrafo precedente participarán en la elaboración del Compendio 
Nacional de Insumos para la Salud, la Secretaria de Salud, las instituciones públicas de seguridad social y las 
demás que señale el Ejecutivo Federal; 

Que con fecha 30 de abril de 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el que el 
Consejo de Salubridad General emitió el Compendio Nacional de Insumos para la Salud al que se refieren los 
artículos 17, fracción V y 28 de la Ley General de Salud, con la finalidad de tener al día la lista de 
medicamentos para que las instituciones de salud pública atiendan problemas de salud de la población 
mexicana; 

Que en términos de la última parte del artículo 28, de la Ley General de Salud, se llevaron a cabo trabajos 
entre el Consejo de Salubridad General, la Secretaría de la Defensa Nacional, la Secretaría de Marina, la 
Secretaría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado y los Servicios de Salud de Petróleos Mexicanos, para analizar las 
actualizaciones convenientes al Compendio Nacional de Insumos para la Salud, a efecto de considerar la 
inclusión de diversos medicamentos; 

Que, derivado de lo anterior, se determinó la procedencia de la actualización del Compendio Nacional de 
Insumos para la Salud, en los términos siguientes: 

DÉCIMO CUARTA ACTUALIZACIÓN DE LA EDICIÓN 2020 DEL LIBRO DE MEDICAMENTOS  DEL 
COMPENDIO NACIONAL DE INSUMOS PARA LA SALUD 

INCLUSIONES 

Grupo 08. Gastroenterología 

ESOMEPRAZOL 

ALVERINA/SIMETICONA 

Clave Descripción Indicaciones Vía de administración y Dosis 

 

 

 

 

010.000.6367.00 

010.000.6367.01 

CÁPSULAS 

Cada cápsula contiene: 

Citrato de alverina 60 mg. 

Simeticona 300 mg. 

Caja con 20 cápsulas. 

Caja con 40 cápsulas. 

Síndrome de intestino irritable y en 

trastornos dispéptico 

Oral 

Adultos: 

1 cápsula 3 veces al día antes de 

los alimentos.  

 

Generalidades 

Es antiespasmódico antagonista selectivo de canales de calcio, teniendo un efecto dual al disminuir la 
hiperalgesia e hipersensibilidad visceral de forma selectiva al bloquear los receptores de serotonina 5-HT-1A. 
Propiedades antiflatulentas y protectoras de mucosa gastrointestinal. Efecto sinérgico antinociceptivo. 

 

Riesgo en el Embarazo 

X 



Miércoles 17 de marzo de 2021 DIARIO OFICIAL   

Efectos Adversos 

Náusea, dolor de cabeza, prurito, urticaria, mareo. 
 

Contraindicaciones y Precauciones 

Obstrucción intestinal o íleo paralítico, insuficiencia hepática, insuficiencia renal, antecedentes de reacción 
alérgica o de intolerancia a los componentes de la fórmula. 

 

Interacciones 

Citrato de alverina no ha demostrado interacciones medicamentosas, la simeticona se ha visto que 
disminuye la eficacia de la levotiroxina. 

Grupo 06. Enfermedades infecciosas y parasitarias 
DOXICICLINA 

Clave Descripción Indicaciones Vía de administración y Dosis 

 

 

  

010.000.1940.00 

 

 

  

010.000.1941.00 

CÁPSULA O TABLETA 

Cada cápsula o tableta contiene: 

Hiclato de doxiciclina equivalente a 

100 mg de doxiciclina 

Envase con 10 cápsulas o tabletas. 

CÁPSULA O TABLETA 

Cada cápsula o tableta contiene: 

Hiclato de doxiciclina equivalente a 

50 mg de doxiciclina 

Envase con 28 cápsulas o tabletas. 

Cólera. 

Infecciones por bacterias 

gram positivas y gram 

negativas sensibles.  

Oral. 

Cólera: 300 mg en una sola dosis. 

Adultos 

Otras infecciones: el primer día 100 mg 

cada 12 horas y continuar con 100 mg/ 

día cada 12 ó 24 horas. 

Niños menores de 10 años: 

4 mg/kg de peso corporal/día, 

administrar cada 12 horas el primer día, 

después 2.2. mg/kg de peso 

corporal/día, dividida cada 12 horas. 

 

   

010.000.6368.00 

010.000.6368.01 

010.000.6368.02 

SOLUCIÓN 

Solución con 25.370 mg de 

hiclato de doxiciclina, equivalente 

a 20 mg de doxiciclina. 

Caja con 1 ámpula de 5 mL 

Caja con 5 ámpulas de 5 mL. 

Caja con 100 ámpulas de 5 mL 

Intravenosa 

Adultos: 

100 mg de doxiciclina cada 12 horas.  

 

Generalidades 

Inhibe la síntesis de proteínas al interactuar con la subunidad ribosomal 30S en bacterias susceptibles. 
 

Riesgo en el Embarazo 

D 
 

Efectos Adversos 

Anorexia, náusea, vómito, diarrea, prurito, fotosensibilidad, colitis, reacciones alérgicas. En niños 
pigmentación de los dientes, defectos del esmalte y retraso del crecimiento óseo. 

 

Contraindicaciones y Precauciones 

Contraindicaciones: hipersensibilidad al fármaco. 
Precauciones: insuficiencia hepática o renal, alteraciones de la coagulación, úlcera gastroduodenal, 

menores de 10 años, lactancia. 
 

Interacciones 

Interfiere en el efecto de los anticonceptivos hormonales y de heparina. Con anticonvulsivantes 
disminuyen la concentración plasmática de doxiciclina. Antiácidos y sustancias que contengan calcio, hierro o 
magnesio, disminuyen su absorción intestinal. 

Ciudad de México, a 10 de marzo de 2021.- El Secretario del Consejo de Salubridad General, José 
Ignacio Santos Preciado.- Rúbrica. 
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AUTORIDAD EDUCATIVA FEDERAL EN LA CIUDAD DE MEXICO 
AVISO mediante el cual se informa de la publicación del Protocolo General de Prevención y Actuación en caso de 
Sismos en Planteles de Educación Básica, Especial, para Adultos y Normal en la Ciudad de México. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- EDUCACIÓN.- Secretaría 
de Educación Pública.- Autoridad Educativa Federal en la Ciudad de México. 

AVISO MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA DE LA PUBLICACIÓN DEL PROTOCOLO GENERAL DE PREVENCIÓN Y 
ACTUACIÓN EN CASO DE SISMOS EN PLANTELES DE EDUCACIÓN BÁSICA, ESPECIAL, PARA ADULTOS Y 
NORMAL EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

Con fundamento en los artículos 1o. y 4o., de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
17 y 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2 y 73 de la Ley General de Educación; 4, de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; artículos 2, apartado A, fracción VI y apartado B, fracción I, 11 
fracciones I, IV, VII, 6, 41, fracción I, II y XXVI, 46 y 47 fracción I, último párrafo, del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Educación Pública, difundido en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2020; 
ARTÍCULO ÚNICO, 1, 2 y 5 fracción IV del Decreto por el que se reforma el diverso por el que se crea la 
Administración Federal de Servicios Educativos en el Distrito Federal, como un órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaría de Educación Pública…, difundido en el Diario Oficial de la Federación el 23 
de octubre de 2017; apartado VII Funciones, numeral 30, correspondiente a la C00 Autoridad Educativa 
Federal en la Ciudad de México, del Manual de Organización General de la Autoridad Educativa Federal en la 
Ciudad de México, divulgado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de febrero de 2019; y ARTÍCULO 
ÚNICO, fracción I, punto 2, del ACUERDO número 01/01/21 por el que se adscriben orgánicamente las 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de Educación Pública, 
circulado en el Diario Oficial de la Federación el pasado 27 de enero de 2021. 

CONSIDERANDO 

Que en atención a la Recomendación 31VG/19, emitida por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, mediante la cual solicita en el punto Quinto recomendatorio se elabore un Protocolo General 
Homologado aplicable a todos los planteles de educación preescolar, primaria y secundaria para atender, de 
manera inmediata e integral los casos de sismos en los centros educativos. 

Que con la finalidad de contribuir a la seguridad de las comunidades educativas de Educación Básica y 
Normal en la Ciudad de México, a través de recomendaciones y procesos que sirvan para la correcta toma de 
decisiones ante un evento sísmico, dando cumplimiento a lo establecido en los Programas Internos de 
Protección Civil Escolar, de acuerdo a las necesidades de cada plantel. 

AVISO MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA DE LA PUBLICACIÓN DEL PROTOCOLO GENERAL DE 
PREVENCIÓN Y ACTUACIÓN EN CASO DE SISMO EN PLANTELES DE EDUCACIÓN BÁSICA, 

ESPECIAL, PARA ADULTOS Y NORMAL EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

Primero.- El Protocolo General de Prevención y Actuación en caso de Sismos en Planteles de Educación 
Básica, Especial, para Adultos y Normal en la Ciudad de México, son de observancia obligatoria en los 
Planteles de Educación Básica, Especial, para Adultos y Normal en la Ciudad de México, y se encuentran 
disponibles para su consulta en la Normateca Interna de la Autoridad Educativa Federal en la Ciudad de 
México. 

Segundo.- Se comunica a las autoridades de cualquier ámbito y materia, servidores públicos y público en 
general y para todos los efectos legales y administrativos a que haya lugar las direcciones electrónicas 
institucionales donde se encuentran disponibles para su consulta en las siguientes URL: 
https://www2.aefcm.gob.mx/normateca/disposiciones_normativas/UAF/archivos-2021/2021-02-
16/PROTOLOCO-SISMICO160221.pdf 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Aviso entrará en vigor el día hábil siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 1 de marzo de 2021.- El Titular de la Autoridad Educativa Federal en la Ciudad de 
México, Luis Humberto Fernández Fuentes.- Rúbrica. 

www.dof.gob.mx/2021/AEFCDMX/Protocolo_Sismico160221.pdf 

(R.- 504262) 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 22/2017. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 22/2017 

PROMOVENTE: PROCURADOR GENERAL DE LA 
REPÚBLICA 

VISTO BUENO 
SR. MINISTRO 

PONENTE: MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA 

COTEJÓ 

SECRETARIA: PATRICIA DEL ARENAL URUETA 
COLABORADORA: MIRIAM ITZEL HERNÁNDEZ DELGADO 

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 
correspondiente al cinco de marzo de dos mil veinte, emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Mediante la que se resuelve la acción de inconstitucionalidad 22/2017, promovida por el Procurador 
General de la República en contra de los artículos 15 y 16 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Chiapas, la cual fue promulgada mediante el Decreto 147, publicado en el periódico oficial de la 
entidad el ocho de marzo de dos mil diecisiete1. 

I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA 

1. Presentación de la demanda. El siete de abril de dos mil diecisiete2, mediante escrito exhibido en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Raúl Cervantes Andrade, en su carácter de Procurador General de la República, promovió la 
presente acción de inconstitucionalidad. 

2. El diez de abril de dos mil diecisiete, la Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
tuvo el escrito por recibido. Ordenó formar, registrar el expediente con el número 22/2017 y éste fue 
turnado al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena como instructor del procedimiento3. 

3. El once de abril de dos mil diecisiete, el Ministro instructor admitió la demanda, dio vista a los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Chiapas para que, como autoridades demandadas, 
rindieran sus respectivos informes dentro del plazo de quince días hábiles4. Este acuerdo se notificó 
al Poder Legislativo de Chiapas el día veintisiete de abril de dos mil diecisiete5 y al Poder Ejecutivo el 
día siguiente6. 

4. Conceptos de invalidez. El Procurador General de la República esencialmente argumentó la falta 
de competencia de la autoridad local para legislar sobre el procedimiento penal. Esta es una síntesis 
de sus principales alegatos: 

● A su juicio, los artículos impugnados invaden la esfera competencial del Congreso de la Unión 
para legislar en materia procedimental. El artículo 73, fracción XXI, inciso c), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que únicamente el Congreso de la Unión 
podrá legislar en materia procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de 
controversias y de ejecución de penas. 

 
1 Los artículos impugnados señalan: 
Artículo 15. Contra el no ejercicio de la acción penal, procede el recurso de inconformidad. 
La materia del recurso se limitará exclusivamente a la decisión de las cuestiones tomadas en cuenta para determinar el no ejercicio de la 
acción penal, sin poder comprender otras. 
El recurso a que se refiere este artículo, se interpondrá dentro del plazo de 10 días hábiles, contados a partir de la fecha en que se le notifique 
a la víctima u ofendido. 
Artículo 16. El Fiscal Jurídico, resolverá en definitiva el recurso a que se refiere el artículo anterior, dentro del término de quince días hábiles, 
contados a partir de que reciba el mismo. 
2 Cuaderno de acción de inconstitucionalidad 22/2017, hoja 1 a 22. 
3 Ibídem, hoja 52.  
4 Ibídem, hojas 53 a 55.  
5 Ibídem, hojas 67.  
6 Ibídem, hoja 72.  
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● Este es el resultado de una reforma a la Constitución, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, mediante decreto de ocho de octubre de dos mil trece, que pretendió homologar la 
legislación procesal penal, los mecanismos alternativos de solución de controversias y la 
ejecución de penas, para evitar distintas formas de procurar y administrar justicia en la materia. 

● De conformidad con el artículo transitorio segundo de esta reforma constitucional, la legislación 
única en las materias procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de 
controversias y de ejecución de penas debió entrar en vigor en toda la República a más tardar el 
dieciocho de junio de dos mil dieciséis. Por su parte, el artículo tercero transitorio estableció que 
los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la legislación 
procedimental penal serían concluidos conforme a las disposiciones vigentes al momento de 
iniciarse dichos procedimientos. Además, el cinco de marzo de dos mil catorce, se publicó en el 
Diario Oficial de la Federación el decreto que expidió el Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 

● En las acciones de inconstitucionalidad 12/2014, 107/2014 y 29/2015 el Pleno de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación resolvió que los congresos locales ya no pueden legislar en 
materia procedimental penal, pues es competencia exclusiva del Congreso de la Unión. 

● Además, en la acción de inconstitucionalidad 52/2015, la Suprema Corte se pronunció sobre la 
incompetencia de los congresos locales para regular aspectos inherentes al mecanismo a través 
del cual es posible impugnar las determinaciones ministeriales, pues este tema corresponde 
regularlo únicamente al Congreso de la Unión. En este precedente, el Pleno señaló que el 
artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales ya prevé la forma en que la víctima 
u ofendido por el delito podrán combatir la declaratoria de no ejercicio de la acción penal. 

● En el caso, las normas impugnadas también regulan aspectos propios del procedimiento penal, 
pues regulan: 1) el medio de impugnación que procede cuando el Ministerio Público no decreta 
el ejercicio de la acción penal, 2) el plazo para ello y 3) qué autoridad debe conocer y resolver el 
asunto, a saber, el Fiscal Jurídico. Así, estas disposiciones contravienen el mandato 
constitucional, según el cual los estados deben abstenerse de regular esta materia. 

● Además, el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales7 ya regula el tema que 
abordan las disposiciones impugnadas. Este artículo del Código Nacional prevé (i) el mecanismo 
para impugnar la determinación del Ministerio Público de no ejercer la acción penal, (ii) el plazo 
para ello, que es de diez días, a partir de que es notificada la resolución y (iii) la autoridad que 
debe conocer y resolver el asunto, esto es, el juez de control. 

● Dada la confusión que generan ambas normas, los artículos impugnados vulneran los principios 
de certeza y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14, párrafo segundo y 16, párrafo 
primero, de la Constitución. No se tiene certeza sobre cuál es el mecanismo que las personas 
deben poner en marcha contra una determinación de no ejercicio de la acción penal. Además, 
propicia inseguridad jurídica tanto a los justiciables como a los operadores de la norma. 

● Finalmente, el promovente solicita que se declare la invalidez de las normas impugnadas y que, 
además, se fijen con precisión los efectos retroactivos que deben operar por ser materia penal. 

5. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Chiapas. Por escrito remitido a través del servicio 
postal Correos de México el dieciocho de mayo de dos mil diecisiete8 y recibido el veintiséis de mayo 
de dos mil diecisiete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia, rindió su informe el 
Consejero Jurídico del Gobierno de Chiapas, en representación del Poder Ejecutivo de la entidad. 

 
7 Artículo 258. Notificaciones y control judicial 
Las determinaciones del Ministerio Público sobre la abstención de investigar, el archivo temporal, la aplicación de un criterio de oportunidad y 
el no ejercicio de la acción penal deberán ser notificadas a la víctima u ofendido quienes las podrán impugnar ante el Juez de control dentro 
de los diez días posteriores a que sean notificadas de dicha resolución. En estos casos, el Juez de control convocará a una audiencia para 
decidir en definitiva, citando al efecto a la víctima u ofendido, al Ministerio Público y, en su caso, al imputado y a su Defensor. En caso de que 
la víctima, el ofendido o sus representantes legales no comparezcan a la audiencia a pesar de haber sido debidamente citados, el Juez de 
control declarará sin materia la impugnación. 
La resolución que el Juez de control dicte en estos casos no admitirá recurso alguno. 
8 Ibídem, hoja 130.  
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6. En su informe, el Consejero Jurídico indicó que las normas impugnadas fueron derogadas mediante 
el Decreto número 171, que se publicó el diez de mayo de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial 
no. 294. Argumentó que, a la luz de esa información, la acción debía ser considerada improcedente 
porque habían cesado los efectos de las normas generales impugnadas. Todo ello, en términos de lo 
previsto por los artículos 19 fracción V9, 20, fracción II10, 5911 y 65, párrafo primero12, todos de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

7. Para apoyar este argumento, el Consejero citó las tesis de rubro: “ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. SUPUESTO EN EL QUE SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA”13, 
“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES IMPROCEDENTE POR CESACIÓN DE EFECTOS DE 
LA NORMA GENERAL IMPUGNADA CUANDO ÉSTA HA SIDO REFORMADA O SUSTITUIDA POR 
OTRA”14 y “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. PARA ESTIMAR ACTUALIZADA LA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA 
CUANDO ÉSTA HA SIDO REFORMADA O SUSTITUIDA POR OTRA, DEBE ANALIZARSE EL 
DERECHO TRANSITORIO QUE RIGE LA REFORMA”15. 

8. Informe del Poder Legislativo del Estado de Chiapas. Por escrito remitido a través del servicio 
postal Correos de México el diecinueve de mayo de dos mil diecisiete16 y recibido ante la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia el veintiséis de mayo de dos mil diecisiete, el Diputado 
Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Oscar 
Eduardo Ramírez Aguilar, con el carácter de representante legal de la Legislatura de la entidad, 
rindió su respectivo informe17. 

9. El representante del Poder Legislativo esencialmente argumentó lo siguiente: 

● En términos de la fracción I del artículo 45 de la Constitución Política del Estado de Chiapas, es 
facultad del Congreso local legislar en las materias que no están reservadas al Congreso de la 
Unión, así como aquellas en que existan facultades concurrentes, de acuerdo con el pacto 
federal. 

● El Decreto 147 que aprobó la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chiapas fue 
dictado en pleno cumplimiento de las formalidades legales y con el objeto de establecer la 
organización y funcionamiento de la Fiscalía General del Estado de Chiapas. Este fue emitido 
por autoridad competente, la cual fundamentó y motivó su acto adecuadamente. 

● Las normas impugnadas ya fueron derogadas, por lo que procede sobreseer la acción de 
inconstitucionalidad. Se actualizan de manera manifiesta e indudable las causales  de 
improcedencia previstas en el artículo 19, fracciones V y VIII, en relación con los numerales 20, 
fracción II, 25 y 65 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

● A juicio del representante de la autoridad responsable, la existencia de un nuevo acto legislativo 
es innegable. Éste genera un impacto sustancial y material en la norma de la cual se desintegra. 

 
9 ARTICULO 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: 
[…] 
V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia de la controversia; 
10 ARTICULO 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 
[…] 
II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; 
11 ARTICULO 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 
12 ARTICULO 65.-En las acciones de inconstitucionalidad, el ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las causales de 
improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales 
de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20. 
13 Época: Novena Época, registro: 182048, instancia: Pleno, tipo de tesis: jurisprudencia, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo XIX, marzo de 2004, materia(s): Constitucional, tesis: P./J. 8/2004, página: 958.  
14 Época: Novena Época, registro: 178565, instancia: Pleno, tipo de tesis: jurisprudencia, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo XXI, mayo de 2005, materia(s): constitucional, tesis: P./J. 24/2005, página: 782. 
15 Época: Novena Época, registro: 175709, instancia: Primera Sala, tipo de tesis: aislada, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo XXIII, marzo de 2006, materia(s): constitucional, tesis: 1a. XLVIII/2006, página: 1412. 
16 Ibídem, hoja 403.  
17 Ibídem, hojas 131 a 144.  
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● El representante citó los criterios de jurisprudencia de rubro “ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. SI DURANTE EL PROCEDIMIENTO ES DEROGADA LA NORMA 
GENERAL IMPUGNADA, DEBE ESTIMARSE QUE CESARON SUS EFECTOS POR LO QUE 
PROCEDE SOBRESEER EN EL JUICIO”18 y “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. 
SUPUESTO EN EL QUE SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN 
DE EFECTOS DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA”19. 

10. Por auto de veintinueve de mayo de dos mil diecisiete, el Ministro instructor tuvo por rendidos los 
informes solicitados, en representación de los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Chiapas. 
También tuvo por cumplido el requerimiento formulado por acuerdo de once de abril de dos mil 
diecisiete. 

11. Cierre de la instrucción. Por acuerdo de quince de junio de dos mil diecisiete, se tuvieron por 
recibidos los alegatos formulados por el Subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacionales de la 
Procuraduría General de la República. Esencialmente argumentó que no se actualizaba la causal de 
improcedencia por cesación de efectos, pues la norma impugnada es de naturaleza penal. Para 
apoyar este argumento citó la tesis aislada de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. NO 
SE ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS, CUANDO SE 
IMPUGNA UNA NORMA DE NATURALEZA PENAL QUE POSTERIORMENTE SE REFORMA, 
MODIFICA, DEROGA O ABROGA”20. 

12. Desahogado el trámite legal correspondiente y la etapa de presentación de alegatos, se declaró 
cerrada la instrucción del asunto21. 

II. COMPETENCIA 

13. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la 
presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, 
fracción II, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente al 
presentar la demanda22, y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda 
vez que el Procurador General de la República plantea la posible contradicción entre la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y una norma perteneciente a la legislación secundaria del 
Estado de Chiapas. 

III. PRECISIÓN DE LA NORMA RECLAMADA 

14. La parte actora impugnó los artículos 15 y 16 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 
Chiapas, publicada mediante el Decreto 147, en el periódico oficial de la entidad el ocho de marzo de 
dos mil diecisiete. 

IV. OPORTUNIDAD 

15. El párrafo primero del artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de 
la Constitución Federal23 (de ahora en adelante “Ley Reglamentaria de la materia”) dispone que el 
plazo para promover la acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales y su cómputo debe 
iniciarse a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el 
correspondiente medio oficial. 

 
18 Época: Novena Época, registro: 178564, instancia: Pleno, tipo de tesis: Jurisprudencia, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo XXI, mayo de 2005, materia(s): constitucional, tesis: P./J. 45/2005, página: 783. 
19 Época: Novena Época, registro: 182048, instancia: Pleno, tipo de tesis: Jurisprudencia, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo XIX, marzo de 2004, materia(s): constitucional, tesis: P./J. 8/2004, página: 958. 
20 Época: Décima Época, registro: 2005882 instancia: Pleno, tipo de tesis: aislada, fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
libro 4, marzo de 2014, tomo I, materia(s): constitucional, tesis: P. IV/2014 (10a.), página: 227. 
21 Ibídem, hoja 425.  
22 Vale la pena recordar que el diez de febrero de dos mil catorce se reformó el inciso c) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución 
Federal por lo que respecta a la figura del Fiscal General. Sin embargo, su vigencia fue condicionada en términos de lo dispuesto por el 
décimo sexto transitorio del decreto de reforma publicado en esa fecha. Esta norma dispone:  
DÉCIMO SEXTO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que se hacen a los artículos 28; 29, párrafo primero; 69, párrafo segundo; 76, 
fracciones II, por lo que se refiere a la supresión de la ratificación del Procurador General de la República por el Senado y XII; 78, fracción V; 
82, fracción VI; 84; 89, fracción IX; 90; 93, párrafo segundo; 95; 102, Apartado A; 105, fracciones II, incisos c) e i) y III; 107; 110 y 111 por lo 
que se refiere al Fiscal General de la República; 116, fracción IX y 119, párrafo primero de esta Constitución, entrarán en vigor en la misma 
fecha en que lo hagan las normas secundarias que expida el Congreso de la Unión necesarias por virtud de las adiciones, reformas y 
derogaciones a que se refiere el presente Transitorio, siempre que se haga por el propio Congreso la declaratoria expresa de entrada en vigor 
de la autonomía constitucional de la Fiscalía General de la República. 
(ADICIONADO, D.O.F. 27 DE AGOSTO DE 2018) 
Una vez realizada la declaratoria a que se refiere el párrafo anterior, la Cámara de Senadores iniciará de forma inmediata el procedimiento 
previsto en el Apartado A del artículo 102 de esta Constitución para la designación del Fiscal General de la República. Si la Cámara de 
Senadores no estuviere reunida, la Comisión Permanente la convocará inmediatamente a sesión extraordinaria. 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE AGOSTO DE 2018) 
El Procurador General de la República que se encuentre en funciones al momento de expedirse la declaratoria a que se refiere el párrafo 
primero de este artículo, continuará en su encargo hasta en tanto el Senado designe al Fiscal General de la República. 
23 Artículo 60.- El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son 
hábiles. 
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16. En el caso, el Procurador General de la República impugnó la porción normativa que ya ha sido 
identificada y que fue publicada en el periódico oficial de la entidad el ocho de marzo de dos mil 
diecisiete, por lo que el plazo para presentar la acción de inconstitucionalidad transcurrió del jueves 
nueve de marzo de dos mil diecisiete al viernes siete de abril del mismo año. La parte actora 
presentó la acción de inconstitucionalidad el siete de abril de dos mil diecisiete24, por lo que este 
Tribunal Pleno advierte que el requisito de oportunidad se satisface. 

V. LEGITIMACIÓN 

17. La acción de inconstitucionalidad que ahora se analiza fue promovida en contra de una norma 
prevista en una ley de carácter estatal, por un sujeto legitimado para ello, de conformidad con el 
artículo 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Federal anterior a la reforma constitucional de 
diez de febrero de dos mil catorce y vigente al momento de la presentación de la demanda, por virtud 
de lo dispuesto en el artículo Décimo Sexto Transitorio del Decreto de reforma respectivo: 

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá en los términos 
que señale la Ley Reglamentaria, de los asuntos siguientes: […]. 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma por: 

[…]. 

c).- El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, 
estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el 
Estado Mexicano; […]. 

18. En el caso, la acción fue suscrita por Raúl Cervantes Andrade, entonces Procurador General de la 
República, quien acreditó ostentar tal carácter con copia certificada del nombramiento expedido el 
veintiséis de octubre de dos mil dieciséis por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
obra agregado en autos25. En consecuencia, el accionante se encuentra facultado para promover la 
acción de inconstitucionalidad. 

VI. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

19. En los informes justificados presentados por los poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de 
Chiapas, las autoridades demandadas argumentaron que se actualizaba la causal de improcedencia 
de cesación de efectos de la norma impugnada, prevista por el artículo 19 fracciones V y VIII26, en 
relación con los numerales 20, fracción II27, 2528 y 6529 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I 
y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Indicaron que el 
diez de mayo de dos mil diecisiete se publicó el Decreto 171 en el Periódico Oficial No. 294, por 
virtud del cual se derogaron las normas ahora impugnadas. Ellas consideran que esta reforma dio 
lugar a un nuevo acto legislativo y, por tanto, solicitan que este Pleno decrete el sobreseimiento de la 
presente acción de inconstitucionalidad. 

 
24 Hoja 22-vuelta de la acción de inconstitucionalidad 22/2017. 
25 Hoja 49 de la acción de inconstitucionalidad 22/2017. 
26 Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: 
[…] 
V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia de la controversia; 
[…] 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. 
 
En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio. 
27 Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 
[…] 
II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; 
28Artículo 25. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, la desechará de plano. 
29Artículo 65. En las acciones de inconstitucionalidad, el ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las causales de 
improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales 
de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20. 
La (sic) causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se 
presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad. 
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20. Este Pleno advierte que, efectivamente, las normas impugnadas fueron derogadas mediante el 
Decreto 171, publicado en el Periódico Oficial No. 294 el día diez de mayo de dos mil diecisiete. 
Incluso, vale la pena destacar que este Decreto solo contiene un “artículo único” cuyo efecto fue 
derogar precisamente los artículos 15 y 16 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 
Chiapas. En las consideraciones que dieron sustento al Decreto, se señaló que la derogación 
obedecía a la necesidad de ajustar la legislación local al Código Nacional de Procedimientos 
Penales.30 

21. No obstante ello, el Pleno considera que no se actualiza la causa de improcedencia por cesación de 
efectos, prevista por el artículo 19, fracción V, en relación con el numeral 65 de la Ley Reglamentaria 
de la materia, en virtud de lo siguiente: 

22. De acuerdo con el criterio general del Tribunal Pleno, la acción de inconstitucionalidad es 
improcedente cuando cesan los efectos de la norma impugnada31. Sin embargo, ello no es así 
cuando este Tribunal vislumbra la posibilidad de dar efectos retroactivos a una eventual declaratoria 
de invalidez. En términos del artículo 45 de la Ley Reglamentaria, esto puede ocurrir cuando las 
normas impugnadas sean de carácter penal. Por tanto, en esos casos, aun cuando la norma haya 
sufrido una modificación legislativa e incluso haya sido derogada, no procede sobreseer.32 

23. En el caso, es posible caracterizar las normas impugnadas como propias de la materia penal, pues 
regulan aspectos relacionados con el no ejercicio de la acción penal; concretamente (i) crean un 
medio de impugnación contra el no ejercicio de la acción penal; (ii) definen su materia; (iii) establecen 
los criterios para computar el plazo de oportunidad; y (iv) otorgan facultades para su resolución. 
Además, se vislumbra la posibilidad de dar efectos retroactivos a una eventual declaratoria de 
invalidez. Aunque las normas solo estuvieron en vigor poco más de dos meses, hubo condiciones 
jurídicas para su aplicación durante ese breve periodo.33 

24. En consecuencia, al ser posible emitir un fallo con efectos retroactivos, no se actualiza la causa de 
improcedencia de cesación de efectos y, por tanto, este Tribunal Pleno procede a analizar el fondo 
del asunto. 

VII. ESTUDIO DE FONDO 

25. Este Tribunal Pleno estima que es fundado el concepto de invalidez hecho valer por la parte actora: 
las normas impugnadas regulan aspectos procedimentales propios de la materia penal y, por tanto, el 
Congreso estatal ha invadido competencias reservadas al Congreso de la Unión. A continuación se 
desarrollan las razones que explican esta conclusión: 

26. No es la primera vez que el Pleno debe pronunciarse sobre la validez de normas locales que se 
tildan de inconstitucionales por versar sobre aspectos procesales penales y, por tanto, 
presuntamente invadir esferas competenciales exclusivamente reservadas a la Federación. A 
continuación, retomamos la doctrina que este Pleno ha desarrollado en un ya significativo número de 
casos: 

Interpretación de la Suprema Corte del artículo 73, fracción XXI, inciso c),  de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos 

27. En primer lugar, es necesario entender los alcances de la facultad exclusiva del Congreso de la 
Unión en materia procesal penal. El artículo 73 fracción XXI, inciso c, establece: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

[…] 

 
30 Literalmente se señaló: el Decreto tiene como objetivo realizar modificaciones a las disposiciones de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
del Estado, referentes al Recurso de Inconformidad plasmado en los artículos 15 y 16 del citado ordenamiento, lo anterior a fin de que la 
Legislación Local sea acorde y no contravenga las disposiciones legales que para tal supuesto prevé el Código Nacional de Procedimientos 
Penales, publicado el 5 de marzo del año 2014, en el cual establece los aspectos que deben observarse en el supuesto dentro del 
procedimiento penal acusatorio y oral, de observancia general para las autoridades federales y locales.  
31 Es posible consultar la tesis de jurisprudencia P./J. 24/2005 y P./J. 8/2004 de rubros: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES 
IMPROCEDENTE POR CESACIÓN DE EFECTOS DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA CUANDO ÉSTA HA SIDO REFORMADA O 
SUSTITUIDA POR OTRA” y “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SUPUESTO EN EL QUE SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA” consultables, respectivamente, en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta., 9a. Época, Tomo XXI, Mayo de 2005, pág. 782 y 9a. Época, Tomo XIX, Marzo de 2004; 
página 958. 
32 En tal sentido se han resuelto, entre otras, las acciones de inconstitucionalidad 12/2014, en sesión de siete de julio de dos mil quince; 
1/2014, en sesión de tres de agosto de dos mil quince; 23/2016 en sesión de veintiséis de junio de dos mil dieciocho.  
33 En términos del artículo primero del régimen transitorio de la Ley Orgánica, toda ella entró en vigor al día siguiente de su publicación.  
ARTÍCULO PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial, sin perjuicio en lo previsto 
en los transitorios siguientes. 
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XXI.- Para expedir: 

[…] 

c) La legislación única en materia procedimental penal, de mecanismos alternativos 
de solución de controversias en materia penal, de ejecución de penas y de justicia 
penal para adolescentes, que regirá en la República en el orden federal y en el fuero 
común. […]. 

28. Esta norma fue reformada el ocho de octubre de dos mil trece, en el marco de una compleja 
modificación del sistema penal mexicano que sentó las bases para el tránsito de un modelo 
inquisitivo a uno acusatorio. Para uniformarlo, se estableció que únicamente el Congreso de la Unión 
sería competente para legislar en materia de procedimientos penales, mecanismos alternos de 
solución de controversias y ejecución de sanciones. 

29. De acuerdo con los motivos expuestos por el Poder Constituyente Permanente, esta limitación a la 
libertad configurativa local obedece a la finalidad de homologar las normas aplicables a todos los 
procesos penales en una sola regulación nacional que permita uniformidad y operatividad en el 
nuevo sistema de justicia penal a nivel nacional. Esta es la motivación que se desprende de las 
discusiones que dieron cauce al proceso legislativo, reflejadas a través de los distintos dictámenes 
presentados en las Cámaras de Diputados y de Senadores (negritas añadidas), y que se transcriben 
a continuación: 

Dictamen de la Cámara de Senadores. Origen. 

(…) A la fecha, la diversidad de ordenamientos penales, en particular en el aspecto 
procedimental, obedece al hecho de que, tanto la Federación, como los Estados y el 
Distrito Federal, cuentan con la facultad para legislar en esta materia en el ámbito de 
sus respectivas competencias, lo que ha generado estructuras y modos diferentes 
para llevar a cabo el enjuiciamiento penal, la aplicación de los mecanismos 
alternativos de solución de controversias, así como en la ejecución de las penas. 

(…) 

En vista de lo anterior, estas Comisiones Dictaminadoras coinciden con lo 
expuesto en la iniciativa, cuando señala que resulta necesario que las 
instituciones de procuración e impartición de justicia cuenten con un sistema 
de justicia penal acorde con la realidad del país, armónico y homogéneo en 
cuanto al diseño procedimental, a fin de generar una mayor uniformidad y 
coherencia en la forma en que se desahogan los procedimientos penales, en la 
aplicación de mecanismos alternativos de solución de controversias, así como 
en la ejecución de las penas. 

(…) 

Por lo anterior, se comparten las razones que se expresan en la exposición de 
motivos de la iniciativa presentada el 14 de febrero de 2013, por el Senador Roberto 
Gil Zuarth, cuando sostiene: ‘Ahora bien, entre aquellas entidades donde ya se han 
realizado las modificaciones normativas necesarias y, por lo tanto, ya se han 
expedido nuevos Códigos de Procedimientos Penales, se observan importantes 
diferencias que van desde la estructura misma de los Códigos hasta la forma de 
concebir ciertas instituciones previstas en la Constitución. Tal dispersión de criterios 
legislativos se observa, entre otros, en torno a los siguientes aspectos: 

 No hay claridad sobre la naturaleza y la función del proceso penal y su vinculación 
con el derecho penal sustantivo. 

 Falta uniformidad de criterios sobre las etapas del procedimiento penal 
ordinario, sobre cuáles son y, por ende, cuándo empieza y cuándo termina 
cada una de ellas. 

 Por razón de lo anterior, hay diversidad de criterios sobre los momentos 
procedimentales en que deben ser observados los derechos, principios y garantías 
procesales previstos en la Constitución. 
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 No hay equilibrio entre la fase de investigación y la del proceso, pues se le resta 
importancia a lo que tradicionalmente se conoce como averiguación previa o etapa 
de investigación de los delitos y, por ello, se prevé de manera escasa el uso de 
técnicas modernas de investigación. 

 No se observa una clara delimitación entre la acción penal pública y la acción 
penal privada, como tampoco hay uniformidad sobre los casos y las condiciones en 
que esta última debe proceder. 

 Falta igualmente uniformidad en torno a los casos y las condiciones en que debe 
proceder la aplicación de criterios de oportunidad o de mecanismos alternativos de 
solución de conflictos. 

 No hay claridad sobre si la nueva categoría procesal, auto de vinculación a 
proceso, es diferente o no al tradicional auto de formal prisión y al auto de sujeción a 
proceso, y si sus requisitos son diferentes o no. 

 Tampoco hay claridad sobre los requisitos materiales para el ejercicio de la acción 
penal, la orden de aprehensión y el auto de vinculación a proceso. 

 Igualmente falta consenso sobre si, de acuerdo con la reforma de 2008 al artículo 
20 constitucional, procede o no la libertad provisional bajo caución, como un derecho 
del procesado para ciertos casos. 

 Con relación a los medios probatorios, se produce cierta confusión sobre los 
términos a utilizar (datos, medios, elementos de prueba), y si sólo puede hablarse de 
“prueba” cuando ésta haya sido desahogada en la audiencia de juicio y no antes. 

 No hay uniformidad respecto de los requisitos materiales de la sentencia 
condenatoria y de los presupuestos para la imposición de una pena, como tampoco 
los hay sobre los criterios para la individualización judicial de la pena; 

 Se observa diversidad de criterios sobre los medios de impugnación en el proceso 
penal acusatorio, cuáles deben ser y cuándo proceder; 

 Lo mismo sucede con los procedimientos penales especiales; entre otros. 

Las distorsiones y brechas normativas que se observan entre las entidades 
federativas ponen sobre relieve, por un lado, que en la actualidad existen diferencias 
procedimentales que impactan en la calidad de justicia que recibe la ciudadanía y, 
por el otro, que la ausencia de una pauta nacional ha provocado que la interpretación 
e implementación del modelo acusatorio, en general, quede a discreción de las 
autoridades locales. 

Lo cierto es que, a diferencia de otros países que cuentan con una sola jurisdicción, 
en México, el proceso de implementación de un nuevo sistema de justicia resulta ser 
una tarea de especial complejidad pues implica lidiar con una doble jurisdicción, 
federal y local. Y, en este último ámbito, tal como ha sido argumentado, con un 
cúmulo de criterios diversos, e incluso encontrados, respecto de contenidos 
constitucionales. 

Ahora bien, conceder al Congreso de la Unión la facultad de emitir una Ley Nacional 
en materia de Procedimientos Penales no implica modificar el arreglo jurisdiccional 
existente. 

Es decir, se dejan a salvo las facultades, tanto de la federación como de las 
entidades, para legislar en materia sustantiva penal y, desde luego, para sustanciar 
los procedimientos que recaigan en sus respectivas jurisdicciones. 

Dictamen de la Cámara de Diputados (revisora) 

b) Materia procesal penal y la facultad del Congreso 

En el inciso “c”, se establece lo trascendental de esta reforma, dado que ahí se le 
otorgan las facultades para legislar en materia procesal penal unificada para toda la 
república. 
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En este rubro, es necesario mencionar que desde hace varias décadas prevaleció el 
sistema penal inquisitorio en nuestro país, durante la vigencia del mismo, se llegaron 
a presentar dentro de la práctica diversas percepciones que fueron deteriorando este 
sistema. 

Es por ello, que el año del 2010, se transformó el sistema inquisitorio a un sistema 
acusatorio basado en los principios de oralidad, debido proceso, inmediatez, 
publicidad entre otros, así a través de ello, se busca el perfeccionamiento del control 
constitucional ante la problemática penal, pretendiendo eliminar pésimas prácticas y 
con el objetivo la pretensión primordial de lograr un verdadero respeto de los 
Derechos Humanos que nuestra Carta Magna establece. 

Contar con un sistema procesal penal que de certidumbre, eficacia y 
transparencia, es la pretensión de cada uno de los legisladores que integramos 
esta Comisión, cuya finalidad es dotar a nuestra nación con una estructura 
penal óptima, para lograr esto se deben realizar todas las adecuaciones 
normativas necesarias. Se tiene claro que el tema es complicado, por esa 
complejidad es que la reforma constitucional publicada en el D.O.F., el 18 de 
junio del 2008, estableció en su parte transitoria que el sistema acusatorio 
tendría ocho años a partir del día siguiente de su publicación para que entrara 
en vigor estas reformas, es decir, que en el 2016, se tendría que tener unificado 
todos los sistemas penales de nuestro país. 

En este rubro el proyecto que contiene la minuta en dictamen es una parte 
coyuntural que las acciones que permitan a logar los objetivos del sistema 
acusatorio penal, por ello, los diputados integrantes de esta Comisión afirmamos 
categóricamente que al contar con las facultades para legislar en materia procesal 
penal es construir con bases solidas un Estado de Derecho óptimo en su ejercicio. 

(…) 

Qué elementos aportaríamos al quehacer jurídico al legislar en materia procesal 
penal única, serían básicamente los siguientes: 

• Todo el sistema legal estaría bajo la regla de legalidad en todo el país, se estaría 
inhibiendo las actuaciones arbitrarias del juzgador dado que se tendría una 
aplicación de criterios homogéneos y coherentes. 

• Se tendría una especial atención para el equilibrio de los intereses de las partes 
dentro del proceso. 

• Una buena marcha en el desarrollo de la justicia procesal, característica del 
proceso acusatorio. 

• Se consagra la reforma en materia de oralidad y de publicidad en las actuaciones. 

• Ayuda a la operatividad del nuevo sistema penal. 

• Se desarrollaría con vehemencia lo relativo a los principios de lealtad y probidad en 
el debido proceso. 

• La adecuada sistematización y homogeneidad de los criterios legislativos y 
judiciales. 

• Certeza jurídica para el gobernado. 

• Un posible abatimiento en la corrupción y en la impunidad dado que se podrá 
reducir cualquier coyuntura legal derivada de la diversidad de normas. 

30. Como se puede apreciar, estos documentos legislativos revelan que existía preocupación entre los 
legisladores respecto a las discrepancias que notaban en los ordenamientos emitidos por las 
entidades federativas para implementar el sistema acusatorio. Por ello, a lo largo de su discusión, 
pusieron énfasis en la necesidad de aspirar a la homogeneidad. 

31. Es importante dejar claro que el Congreso de la Unión hizo uso de sus atribuciones al expedir el 
Código Nacional de Procedimientos Penales el cinco de marzo de dos mil catorce. Estableció que su 
entrada en vigor debía darse de manera gradual. Concretamente, de acuerdo con su régimen 
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transitorio, la legislación única procesal penal debe entrar en vigor en las entidades federativas de 
acuerdo con lo que cada una de las legislaturas locales establezca a través de una declaratoria, pero 
sin exceder del dieciocho de junio de dos mil dieciséis.34 

32. El artículo 2º del referido Código Nacional señala que su objeto es establecer las normas que han de 

observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos35. Esto implica que todos 

los aspectos establecidos dentro de esos rubros (incluyendo las reglas adjetivas que fijen plazos, las 

formalidades a seguir en los juicios penales, así como las competencias de los jueces dentro del 

procedimiento) no pueden ser objeto de regulación en normas estatales, ni siquiera a manera de 

reiteración, en tanto que el Código Nacional es de observancia general en toda la República, para los 

delitos que sean competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales36. 

33. Es importante destacar que el artículo Octavo Transitorio del decreto de emisión del Código Nacional 

de Procedimientos Penales deja abierta la posibilidad para crear legislación local complementaria, 

pero en el marco de un término. Concretamente, este artículo establece que la federación y las 

legislaturas locales podrán expedir legislación complementaria que resulte necesaria para la 

implementación del Código, en un plazo que no exceda de doscientos setenta días naturales 

después de publicado el Decreto mismo (esto es, a partir del cinco de marzo de dos mil catorce)37. 

34. Frente a tal contexto, esta Suprema Corte ha tenido oportunidad de analizar varios precedentes 

sobre los alcances y contenido de la competencia exclusiva del Congreso de la Unión para legislar 

en materia procesal penal. 

35. En las acciones de inconstitucionalidad 12/201438 y 107/201439, resueltas en sesiones de siete de 

julio de dos mil quince y veinte de agosto de dos mil quince, este Tribunal Pleno consideró evidente 

que con la reforma al artículo 73, fracción XXI, inciso c), de la Constitución Federal, el Congreso de la 

Unión era el único competente para expedir la legislación única en materia procedimental penal, de 

procedimientos alternativos de solución de controversias y de ejecución de penas que regirá en la 

República. Con esto, se consideró excluida la concurrencia de los Estados para legislar al respecto 

en términos del artículo 124 constitucional. 

36. No obstante, el Pleno agregó que si bien los Estados han dejado de tener competencia para legislar 

sobre materia procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de controversias y de 

 
34 TRANSITORIOS 
“ARTÍCULO PRIMERO. Declaratoria 
Para los efectos señalados en el párrafo tercero del artículo segundo transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 
2008, se declara que la presente legislación recoge el sistema procesal penal acusatorio y entrará en vigor de acuerdo con los artículos 
siguientes”. 
“ARTÍCULO SEGUNDO. Vigencia 
Este Código entrará en vigor a nivel federal gradualmente en los términos previstos en la Declaratoria que al efecto emita el Congreso de la 
Unión previa solicitud conjunta del Poder Judicial de la Federación, la Secretaría de Gobernación y de la Procuraduría General de la 
República, sin que pueda exceder del 18 de junio de 2016. 
En el caso de las Entidades federativas y del Distrito Federal, el presente Código entrará en vigor en cada una de ellas en los términos que 
establezca la Declaratoria que al efecto emita el órgano legislativo correspondiente, previa solicitud de la autoridad encargada de la 
implementación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio en cada una de ellas. 
En todos los casos, entre la Declaratoria a que se hace referencia en los párrafos anteriores y la entrada en vigor del presente Código 
deberán mediar sesenta días naturales”. 
35 “Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, 
para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a 
asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco 
de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea 
parte.”  
36 “Artículo 1o. Ámbito de aplicación 
Las disposiciones de este Código son de orden público y de observancia general en toda la República Mexicana, por los delitos que sean 
competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales en el marco de los principios y derechos consagrados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.” 
37 TRANSITORIO 
“ARTÍCULO OCTAVO. Legislación complementaria. 
En un plazo que no exceda de doscientos setenta días naturales después de publicado el presente Decreto, la Federación y las entidades 
federativas deberán publicar las reformas a sus leyes y demás normatividad complementaria que resulten necesarias para la implementación 
de este ordenamiento.” 
38 Por unanimidad de once votos. 
39 Por unanimidad de diez votos. 
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ejecución de penas, lo cierto es que podían seguir aplicando la legislación local expedida con 

anterioridad a esa fecha hasta en tanto entrara en vigor la legislación única40. 

37. También vale la pena destacar lo resuelto en las acciones de inconstitucionalidad 106/201441, 
52/201542 y 29/201543, falladas el veintiocho y veintinueve de marzo y el once de abril de dos mil 
dieciséis, respectivamente. 

38. En el primer caso, se analizaron diversas disposiciones de la Ley para la Protección a Testigos y 
Sujetos Intervinientes en el Procedimiento Penal en el Estado de Colima. En esa oportunidad, el 
Pleno reconoció que pueden existir otras medidas de protección complementarias a las ahí 
establecidas de acuerdo a la “legislación aplicable” en términos del Código Nacional, pero que el 
establecimiento de cualquier tipo de recurso durante la fase de investigación, procesamiento y 
sanción de los delitos tiene una naturaleza procedimental. Por ello, el Pleno se decantó por la 
invalidez de las normas impugnadas. 

39. En el segundo caso, se examinó el artículo 86, párrafo tercero, de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General del Estado de Aguascalientes y se declaró la inconstitucionalidad de cierta porción 
normativa. Por un lado, se afirmó que la legislatura local tenía competencia para regular 
internamente el trámite que se debía llevar a cabo para ejercitar o no la acción penal desde un punto 
de vista orgánico, al ser legislación complementaria del Código Nacional. Sin embargo, se expuso 
que no era viable regular algún medio de defensa en contra de la confirmación del no ejercicio de la 
acción penal, al ser un ámbito reservado para la legislación nacional. Por ende, se invalidó la porción 
que regulaba el trámite de un recurso de inconformidad en contra de la determinación del Ministerio 
Público. 

40. En el tercer caso, la acción de inconstitucionalidad 29/2015, se estudiaron los artículos 2, fracción VI, 
24 y 25 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en los Procedimientos Penales en 
el Estado de Zacatecas. El Tribunal Pleno consideró que todos los preceptos reclamados eran 

 
40 Ello se corrobora con el contenido del artículo tercero transitorio del Código Nacional de Procedimientos Penales, conforme con el cual, los 
procedimientos penales que a la entrada en vigor se encontraran en trámite, continuarían su sustanciación en términos de la legislación 
aplicable en el momento del inicio de los mismos.  
“ARTÍCULO TERCERO. Abrogación 
El Código Federal de Procedimientos Penales publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de agosto de 1934, y los de las respectivas 
entidades federativas vigentes a la entrada en vigor del presente Decreto, para efectos de su aplicación en los procedimientos penales 
iniciados por hechos que ocurran a partir de la entrada en vigor del presente Código, quedarán abrogados, sin embargo respecto a los 
procedimientos penales que a la entrada en vigor del presente ordenamiento se encuentren en trámite, continuarán su sustanciación de 
conformidad con la legislación aplicable en el momento del inicio de los mismos. 
Toda mención en otras leyes u ordenamientos al Código Federal de Procedimientos Penales o a los códigos de procedimientos penales de 
las entidades federativas que por virtud del presente Decreto se abrogan, se entenderá referida al presente Código.” 
41 Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz en contra de muchas 
consideraciones, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez 
Potisek y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez de 
los artículos 13, fracción III, 15, fracción V, 65 y 66 de la Ley para la Protección a Testigos y Sujetos Intervinientes en el Procedimiento Penal. 
El señor Ministro Cossío Díaz anunció voto concurrente. Asimismo, se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas con reservas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando sexto, relativo a los efectos, consistente 
en 1) declarar la invalidez, en vía de consecuencia, de los artículos 14, fracción I, en la porción normativa “, tanto en el juicio como cuando se 
haga uso de la prueba anticipada”, y 55, en la porción normativa “y no se haya interpuesto recurso alguno”, de la Ley para la Protección a 
Testigos y Sujetos Intervinientes en el Procedimiento Penal, 2) determinar que las declaratorias de invalidez tengan efectos retroactivos al 
veinticinco de octubre de dos mil catorce, fecha de la publicación de las normas analizadas en el Periódico Oficial local, y 3) precisar 
simplemente efectos retroactivos, excluyendo todas las acciones específicas para los jueces. Los señores Ministros Cossío Díaz y Pardo 
Rebolledo reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. 
42 Se aprobó por mayoría de seis votos de los señores Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez 
Potisek y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando quinto, relativo al análisis de fondo, consistente en reconocer la validez del 
artículo 86, párrafos primero, segundo y tercero –salvo la porción normativa “quienes contarán con diez días, a partir de la notificación, para 
presentar su inconformidad por escrito ante el Fiscal General”-, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Aguascalientes. Los 
señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas y Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. Asimismo, Se aprobó por 
unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena por la invalidez total del precepto, Cossío Díaz, Luna Ramos, 
Franco González Salas por la invalidez total del precepto, Zaldívar Lelo de Larrea por la invalidez total del precepto, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Laynez Potisek y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando quinto, relativo al análisis de fondo, consistente en la 
declaración de invalidez del artículo 86, párrafos tercero, en la porción normativa “quienes contarán con diez días, a partir de la notificación, 
para presentar su inconformidad por escrito ante el Fiscal General”, y cuarto a séptimo, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 
de Aguascalientes. 
43 Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas 
con salvedades, Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán con salvedades y Presidente Aguilar 
Morales con salvedades, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez de los artículos 2, 
fracción VI, 24 y 25 de la Ley para la Protección de Personas que Intervienen en los Procedimientos Penales en el Estado de Zacatecas. Los 
señores Ministros Cossío Díaz y Luna Ramos anunciaron sendos votos concurrentes. Asimismo, se aprobó por mayoría de nueve votos de 
los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández, Medina Mora I., 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando sexto, relativo a los efectos, parte primera, consistente 
en no extender la declaración de invalidez a otros artículos del ordenamiento en estudio. El señor Ministro Cossío Díaz votó en contra y 
anunció voto particular. Los señores Ministro Gutiérrez Ortiz Mena y Piña Hernández anunciaron sendos votos concurrentes. 
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inválidos pues no delimitaban ningún aspecto complementario a la legislación nacional. Determinó 
que, por el contrario, esas normas regulaban las distintas etapas del procedimiento penal y 
facultaban a los sujetos de la ley para interponer un medio de defensa en contra de las decisiones de 
la Unidad Administrativa correspondiente que decretara, negara, modificara o revocara las medidas 
de protección. 

41. Desde entonces, otras acciones de inconstitucionalidad han permitido a este Pleno reiterar su 
posición en torno a la exclusividad de las facultades del Congreso de la Unión para legislar en 
materia procesal penal. El siguiente cuadro identifica estos precedentes: 

Acciones de 
Inconstitucionalidad 

resueltas por el Pleno sobre 
el tema 

Sesión en las que 
fueron falladas 

Legislaciones estatales a las que han 
pertenecido las normas impugnadas 

12/2014 7 julio 2015 Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 
de Morelos 

1/2014 3 agosto 2015 Código de Procedimientos Penales para el 
Estado de Sonora. 

107/2014 20 agosto 2015 Ley para la Administración de Bienes 
Asegurados Decomisados o Abandonados en el 
Estado de Hidalgo. 

106/2014 28 marzo 2016 Ley para la Protección a Testigos y Sujetos 
Intervinientes en el Procedimiento Penal en el 
Estado de Colima. 

15/2015 17 marzo 2016 Ley Orgánica de la Fiscalía de Veracruz. 

29/2015 11 abril 2016 Ley para la Protección de Personas que 
intervienen en los Procedimientos Penales.    

52/2015 29 marzo 2016 Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 
de Aguascalientes. 

35/2015 18 mayo 2017 Ley para la Protección de Personas que 
Intervienen en el Procedimiento Penal del 
Estado de Tamaulipas 

109/2014 18 mayo 2017 Ley Para la Protección de los Sujetos en Riesgo 
que Intervienen en un Procedimiento Penal para 
el Estado Libre y Soberano de Puebla. 

134/2015 22 mayo 2017 Constitución Política del Estado de Jalisco. 

113/2015 y su acumulada 
116/2015 

29 mayo 2018 Código Penal para el Estado de Nayarit. 

 

22/2015 y su acumulada 
23/2015 

4 junio 2018 Ley para Prevenir, Atender, Combatir y Erradicar 
la Trata de Personas en el Estado de Zacatecas.

115/2015 5 junio 2018 Código Penal para el Estado de Nayarit. 

110/2014 5 junio 2018 Ley de Ejecución de Penas y Medidas Judiciales 
del Estado de Chihuahua 

59/2016 19 junio 2018 Código Penal y Ley Orgánica del Poder Judicial, 
ambos del Estado de México. 

35/2016 21 junio 2018 Ley Para la Protección de las Personas que 
intervienen en el Proceso Penal del Estado de 
Yucatán. 

19/2016 25 junio 2018 Ley de Derechos y Cultura de los Pueblos y 
Comunidades Indígenas del Estado de 
Querétaro. 
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75/2016 26 junio 2018 Código de Procedimientos Penales para el 
Estado de Hidalgo. 

23/2016 26 junio 2018 Código Penal para el Estado de Colima. 

21/2016 28 junio 2018 Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 
de Puebla. 

117/2015 14 marzo 2019 Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 
de Oaxaca. 

30/2017 2 julio 2019 Código Penal para el Estado de Tamaulipas.  

63/2018 y su acumulada 
64/2018 

4 julio 2019 Código Penal para el Estado de Aguascalientes. 

48/2016 8 julio 2019 Ley de Vialidad y Tránsito para el Estado de 
Chihuahua44.  

 

42. Teniendo clara la línea doctrinal aplicable, este Pleno procede a estudiar la regularidad de la norma 
impugnada. 

Análisis de regularidad de la porción normativa reclamada 

43. Tal como se anunció, el primer concepto de invalidez hecho valer por el Procurador General de la 
República es fundado y, consecuentemente, las normas impugnadas deben ser declaradas 
inconstitucionales por resultar de una violación al artículo 73, fracción XXI, inciso c), de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Para explicar esta conclusión, primero es 
necesario tener claro cuál es el objeto de las normas cuya constitucionalidad se objeta y dar un poco 
de contexto sobre su función en el ordenamiento jurídico del que forma parte: 

44. Las normas impugnadas se encuentran comprendidas dentro del título tercero, denominado “De la 
Fiscalía General del Estado y su titular”, capítulo III, titulado “De las obligaciones y facultades del 
Fiscal General del Estado” de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chiapas. Ellas 
disponen lo siguiente: 

Artículo 15. Contra el no ejercicio de la acción penal, procede el recurso de inconformidad. 

La materia del recurso se limitará exclusivamente a la decisión de las cuestiones tomadas en 
cuenta para determinar el no ejercicio de la acción penal, sin poder comprender otras. 

El recurso a que se refiere este artículo, se interpondrá dentro del plazo de 10 días hábiles, 
contados a partir de la fecha en que se le notifique a la víctima u ofendido. 

Artículo 16. El Fiscal Jurídico, resolverá en definitiva el recurso a que se refiere el artículo 
anterior, dentro del término de quince días hábiles, contados a partir de que reciba el mismo. 

45. De su lectura se desprende lo que sigue: 

1. El artículo 15 crea el medio de impugnación (recurso de inconformidad) que procede en contra 
de la determinación del no ejercicio de la acción penal. 

2. Su segundo párrafo establece qué puede ser materia de ese recurso; a saber, las cuestiones 
valoradas para justificar el no ejercicio de la acción penal. 

 
44 El Pleno declaró inválidos los artículos 17, inciso c), en la porción normativa “salvo los casos previstos en el párrafo tercero del artículo 93 
de esta Ley” y 93, párrafo tercero, en su porción normativa “para que ejercite la acción penal correspondiente, salvo que con motivo del 
tránsito de vehículos se comentan imprudencialmente daños o lesiones de las previstas en las fracciones I y II del artículo 129 del Código 
Penal del Estado, siempre que el imputado demuestre la existencia de una póliza de seguro que ampare la reparación del daño derivada de 
los hechos y que, además, tratándose de las lesiones, la autoridad cuente con un certificado médico que las clasifique en alguno de los 
supuestos antes mencionados” de la Ley de Vialidad y Tránsito para el Estado de Chihuahua, publicados mediante Decreto No. 1054/2015 I 
P.O. en el Periódico Oficial de dicha entidad el 21 de mayo de 2016. Estas porciones normativas, esencialmente, permiten a los oficiales 
calificadores no poner a disposición del Ministerio Público a quien se ve involucrado en accidentes provocados con motivo del tránsito de 
vehículos, si los daños o las lesiones son cometidos imprudencialmente y se cuenta con póliza de seguros. Por ello, el Pleno consideró que 
eran inválidos por regular aspectos propios de la materia procedimental penal, que es facultad exclusiva del Congreso de la Unión. También, 
en vía de consecuencia, declaró inválido el párrafo segundo del artículo 93 del mismo ordenamiento impugnado, por derivar del mismo vicio 
competencial.   
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3. Su tercer párrafo legitima a los sujetos que pueden interponer este medio de defensa (víctima u 
ofendido) y les otorga un plazo para interponerlo; a saber: diez días hábiles, contados a partir de 
la fecha de notificación. 

4. El artículo 16 establece qué autoridad está facultada para conocer definitivamente del recurso 
(fiscal jurídico), y en qué termino debe hacerlo (quince días hábiles). 

46. El artículo 14 señala que el no ejercicio de la acción penal se resolverá, en definitiva, por el Fiscal 
General, así como por los servidores públicos en quienes delegue la facultad y los que autorice el 
Reglamento45. De este modo, la materia del recurso de inconformidad –a la que se refiere el artículo 
15 impugnado– es la determinación del no ejercicio de acción penal emitida por las autoridades 
señaladas en el artículo 14 de la Ley. 

47. Esto da cuenta de qué función específica cumplen las normas impugnadas en el ordenamiento que 
integran, pero también vale la pena analizar las finalidades generales de éste. Así, los artículos 
impugnados se encuentran insertos en una ley –que según su propia definición– tiene como objetivo 
organizar al Ministerio Público del Estado, establecer su estructura y desarrollar las facultades que 
tanto la Constitución Federal como la ley local confieren al Ministerio Público y al Fiscal General46. 

48. Conforme a los considerandos del Decreto a través del cual se publicó la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General del Estado de Chiapas (decreto que contienen las normas impugnadas), esta Ley atiende a 
las reformas a la Constitución Federal que fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 
diez de febrero de dos mil catorce. En específico, la relativa a al apartado A del artículo 102 de la 
Constitución Federal, según la cual el Ministerio Público se organizará en una Fiscalía General de la 
República, como un órgano autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio47. 

49. A la luz de estas reformas, los considerandos del Decreto impugnado señalan que la ley busca “[…] 
establecer los principios rectores por los cuales han de conducirse sus actuaciones y las de sus 
servidores públicos, definir las atribuciones de su titular, los órganos que la integrarán, las facultades 
y atribuciones de sus servidores públicos”. Entre sus objetivos también se alude a la organización y 
funcionamiento de la Fiscalía General del Estado de Chiapas. 

50. Así, a primera vista, el objeto de la ley parece estar dirigido a regular aspectos esencialmente 
orgánicos. No obstante, un análisis más detallado de las normas específicamente impugnadas 
permite ver con claridad que, en este ordenamiento, el legislador no solo ha confeccionado la 
estructura del órgano designado como Fiscalía General estatal; también ha introducido aspectos 
netamente vinculados con la fase formal de investigación de delitos y las condiciones de 
procesamiento de las acusaciones respectivas. 

51. De este modo, coincidimos con la promovente cuando aduce que el ámbito material de las normas 
impugnadas regula cuestiones de naturaleza incuestionablemente procesal penal. Por virtud de ellas 
se ha creado un mecanismo para impugnar determinaciones sobre aquella precondición de la que 
depende el nacimiento mismo de un proceso. Consecuentemente, todos estos aspectos -la 
nomenclatura del medio de impugnación, su materia, su plazo de promoción, los sujetos legitimados 
para interponerlo, la autoridad competente para resolver y el plazo fijado para ello- son condiciones 
definitorias del instrumento procesal específicamente pensado para resolver uno de los muchos 
aspectos del marco procesal general en materia de investigación y persecución de los delitos. 

52. Como aduce el accionante, este Pleno ya tuvo oportunidad de conocer sobre un alegato similar al 
resolver la acción de inconstitucionalidad 52/2015 antes citada48. En este precedente, el Pleno 
declaró la invalidez de una porción normativa del artículo 86, párrafo tercero, de la Ley Orgánica de 

 
45 Artículo 14. El Fiscal General, así como los servidores públicos en quienes delegue la facultad y los que autorice el Reglamento, resolverán 
en definitiva: 
l. El no ejercicio de la acción penal. 
[…] 
46 Artículo 1. Esta ley es de orden público, interés social y de observancia general, y tiene por objeto organizar el Ministerio Público del 
Estado, establecer su estructura y desarrollar las facultades que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas y demás ordenamientos aplicables le confieren, así como aquellas que se atribuyen a la 
Fiscalía General del Estado y a su titular. 
Cuando en esta Ley se utilice el genérico masculino por efectos gramaticales, deberá entenderse que se hace referencia a mujeres y a 
hombres por igual.  
Artículo 11. La Fiscalía General estará presidida por el Fiscal General quien ejercerá autoridad jerárquica sobre todo el personal. […] 
47 Artículo 102.  
A. El Ministerio Público se organizará en una Fiscalía General de la República como órgano público autónomo, dotado de personalidad 
jurídica y de patrimonio propios.  
48Resuelta por este Pleno el día veintinueve de marzo de dos mil dieciséis.  
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la Fiscalía General del Estado de Aguascalientes que -al igual que en el caso que nos ocupa- creaba 
un medio de impugnación contra la determinación del Ministerio Público de no ejercicio de la acción 
penal.49 

53. Es importante notar que, en ese precedente, el Pleno consideró pertinente distinguir entre aspectos 
de carácter estrictamente orgánico y los propiamente procesales. Con este razonamiento, el Pleno 
validó la primera sección de la norma impugnada, en la que básicamente se distribuían facultades al 
interior de la estructura orgánica de la Fiscalía, para decidir cuestiones previas a la emisión de la 
determinación de no ejercicio de la acción penal50. 

54. En contraposición, el Pleno encontró que la segunda parte de la norma impugnada -en la que se 
regulaba el medio de impugnación conducente, los requisitos para promoverlo y la autoridad 
competente para resolverlo- sí versaba sobre aspectos netamente procesales. Consecuentemente, 
declaró su invalidez. 51 

55. Para llegar a esta conclusión, este Pleno consideró que las entidades federativas conservaron 
competencia para regular aspectos sobre la distribución orgánica de ciertas funciones a nivel interno, 
pero no para establecer cuestiones atinentes al proceso penal, pues ese ámbito se encuentra 
exclusivamente reservado al Congreso de la Unión. 

56. Con apoyo en ese precedente es claro que, en el presente caso, las normas impugnadas únicamente 
se ciñen a regular cuestiones que merecen ser catalogadas como procesales penales y no 
orgánicas. Al igual que la porción normativa declarada inválida en la acción de inconstitucionalidad 
52/2015, en este caso, las normas impugnadas crean el medio de impugnación procedente contra la 
determinación de no ejercicio de la acción penal, la materia del recurso, los sujetos legitimados para 
interponerlo, el plazo para presentarlo y la autoridad competente para resolver. 

57. En suma, para este Tribunal Pleno no hay duda de que una forma de regular aspectos definitorios del 
proceso penal es creando un mecanismo de impugnación en contra de la decisión del no ejercicio de 
la acción penal. De esa decisión depende la eventual instrucción del proceso y la consecuente 
ejecución del resto de facultades encomendadas a las autoridades en la materia. Es por eso que el 
artículo 255 del Código Nacional de Procedimientos Penales52 ya regula la figura de no ejercicio de 
la acción penal y el 258 sus condiciones de impugnación. Veamos. 

 
49 “[…] quienes contarán con diez días, a partir de la notificación, para presentar su inconformidad por escrito ante el Fiscal General. 
El escrito de inconformidad deberá señalar: 
I.- El número de la indagatoria correspondiente; 
II.- Una relación sucinta de los hechos; 
III.- Los preceptos legales cuyo incumplimiento se reclama; 
IV.- Los argumentos jurídicos correspondientes; y  
V.- Las peticiones finales.  
La falta de alguno de los requisitos anteriores dará lugar al desechamiento de plano del recurso de mérito. 
El Fiscal General resolverá la inconformidad a través de los servidores públicos que tenga a bien designar, quienes verificarán el cumplimento 
de los requisitos legales, así como los méritos expuestos por las personas inconformes. 
Si el Fiscal General resuelve la procedencia de la inconformidad, el expediente se regresará al Agente del Ministerio Público que hubiere 
efectuado la determinación inicial, a efecto de que continúe la indagatoria. La resolución del Fiscal General sobre la improcedencia de la 
inconformidad podrá ser impugnada por la víctima u ofendido ante las instancias correspondientes”.  
50 Vale la pena trascribir la porción que fue considerada válida por tener un carácter exclusivamente orgánico:  
Artículo 86. Finalizada una indagatoria, si el Ministerio Público concluye el no ejercicio de la acción penal, elaborará la propuesta de 
determinación correspondiente, de manera fundada y motivada. Dicha propuesta será sometida a la consideración del Vice Fiscal que 
corresponda. 
Si el Vice Fiscal de Investigación de Delitos no autoriza la propuesta de determinación del Ministerio Público, el expediente se regresará al 
agente que hubiere efectuado la propuesta, a efecto de que continúe su integración. 
Si el Vice Fiscal de Investigación de Delitos autoriza la propuesta de no ejercicio de la acción penal del Ministerio Público, el expediente se 
regresará al agente que hubiera efectuado la propuesta, a efecto de notificar la determinación a la víctima u ofendido, […]. 
51 La porción invalidada señalaba:  
“(…) quienes contarán con diez días, a partir de la notificación, para presentar su inconformidad por escrito ante el Fiscal General. 
El escrito de inconformidad deberá señalar: 
I.- El número de la indagatoria correspondiente; 
II.- Una relación sucinta de los hechos; 
III.- Los preceptos legales cuyo incumplimiento se reclama; 
IV.- Los argumentos jurídicos correspondientes; y  
V.- Las peticiones finales.  
La falta de alguno de los requisitos anteriores dará lugar al desechamiento de plano del recurso de mérito. 
El Fiscal General resolverá la inconformidad a través de los servidores públicos que tenga a bien designar, quienes verificarán el cumplimento 
de los requisitos legales, así como los méritos expuestos por las personas inconformes. 
Si el Fiscal General resuelve la procedencia de la inconformidad, el expediente se regresará al Agente del Ministerio Público que hubiere 
efectuado la determinación inicial, a efecto de que continúe la indagatoria. La resolución del Fiscal General sobre la improcedencia de la 
inconformidad podrá ser impugnada por la víctima u ofendido ante las instancias correspondientes”. 
52 Artículo 255. No ejercicio de la acción. Antes de la audiencia inicial, el Ministerio Público previa autorización del Procurador o del servidor 
público en quien se delegue la facultad, podrá decretar el no ejercicio de la acción penal cuando de los antecedentes del caso le permitan 
concluir que en el caso concreto se actualiza alguna de las causales de sobreseimiento previstas en este Código. 
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58. Todo lo relativo a la determinación del no ejercicio de la acción penal está previsto en el título III 
“Etapa de Investigación”, capítulo IV “Formas de Terminación de la Investigación”. El legislador 
nacional ha enmarcado esta figura en la etapa de investigación y la concibe como una sus formas de 
terminación. 

59. Aunque la invalidez de la norma reclamada no depende del hecho de que el Código Nacional de 
Procedimientos Penales ya regule el mismo supuesto, es cierto -como bien señala el accionante- que 
en este ordenamiento encontramos normativa específica respecto a la instrucción que ha de seguirse 
ante la impugnación del no ejercicio de la acción penal. Ese es el objeto del artículo 258 del Código y 
señala: 

“Artículo 258. Notificaciones y control judicial 

Las determinaciones del Ministerio Público sobre la abstención de investigar, el 
archivo temporal, la aplicación de un criterio de oportunidad y el no ejercicio de la 
acción penal deberán ser notificadas a la víctima u ofendido quienes las podrán 
impugnar ante el Juez de control dentro de los diez días posteriores a que sean 
notificadas de dicha resolución. En estos casos, el Juez de control convocará a una 
audiencia para decidir en definitiva, citando al efecto a la víctima u ofendido, al 
Ministerio Público y, en su caso, al imputado y a su Defensor. En caso de que la 
víctima, el ofendido o sus representantes legales no comparezcan a la audiencia a 
pesar de haber sido debidamente citados, el Juez de control declarará sin materia la 
impugnación. 

La resolución que el Juez de control dicte en estos casos no admitirá recurso 
alguno.” 

60. Como se aprecia, este artículo establece los sujetos legitimados para combatir la decisión de no 
ejercicio de la acción penal, el plazo para ello, la autoridad que debe conocer (el juez de control), su 
obligación de convocar a una audiencia y la definitividad de su fallo. Es claro que en esta norma el 
legislador nacional incorporó una garantía de carácter orgánico -la revisión judicial- que no está 
presente en los artículos 15 y 16 impugnados. Este contraste solo logra probar que el objeto de las 
normas ahora impugnadas es definir el alcance de un mecanismo particular del sistema penal 
acusatorio, pero que -por mandato constitucional- solo compete diseñar al legislador nacional. 

61. De este modo, este Tribunal Pleno concluye que asiste razón al accionante y que estamos ante 
normas que son producto de un vicio competencial: ellas versan sobre un tema de carácter procesal 
penal y, por ende, regulan un ámbito exclusivamente reservado para el Congreso de la Unión. 

62. Siguiendo la línea de los precedentes ya citados en la primera parte, es posible concluir que el hecho 
de que la porción normativa impugnada no se encuentre en un ordenamiento típicamente procesal 
(un código adjetivo, procesal o de procedimientos) en nada altera esta conclusión. Por otro lado, 
tampoco es posible considerar que la porción normativa impugnada tenga un carácter 
complementario, o que resulte necesaria para la implementación del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, en términos de su artículo Octavo Transitorio53. 

63. Al resultar fundado el concepto de invalidez consistente en la incompetencia del Congreso del Estado 
de Chiapas para legislar en materia de procedimiento penal, resulta innecesario el estudio de los 
demás argumentos de la demanda relacionados con la inseguridad jurídica que, según se alega, 
provocan las normas reclamadas. Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia plenaria P./J. 
32/2007, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE 
CONCEPTOS DE INVALIDEZ”54. 

 
La determinación de no ejercicio de la acción penal, para los casos del artículo 327 del presente Código, inhibe una nueva persecución penal 
por los mismos hechos respecto del indiciado, salvo que sea por diversos hechos o en contra de diferente persona. 
53 ARTÍCULO OCTAVO. Legislación complementaria 
En un plazo que no exceda de doscientos setenta días naturales después de publicado el presente Decreto, la Federación y las entidades 
federativas deberán publicar las reformas a sus leyes y demás normatividad complementaria que resulten necesarias para la implementación 
de este ordenamiento. 
54 Tesis P./J. 32/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, 
pág. 776, de rubro y texto: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ.  Si se 
declara la invalidez del acto impugnado en una acción de inconstitucionalidad, por haber sido fundado uno de los conceptos de invalidez 
propuestos, se cumple el propósito de este medio de control constitucional y resulta innecesario ocuparse de los restantes argumentos 
relativos al mismo acto”. 
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VIII. EFECTOS DE LA SENTENCIA 

64. De conformidad con los artículos 41, fracción IV y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II 
del Artículo 105 Constitucional, las sentencias dictadas en acciones de inconstitucionalidad deben 
establecer sus alcances y efectos, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a 
cumplirla, las normas o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios 
para su plena eficacia en el ámbito que corresponda55. 

65. Así, este Tribunal Pleno estima que la declaratoria de invalidez de los artículos 15 y 16 de la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chiapas, tendrá efectos retroactivos al nueve de 
marzo de dos mil diecisiete, fecha de entrada en vigor del Decreto 147 ya citado56. 

66. Corresponderá a los operadores jurídicos resolver, en cada caso, conforme a los principios y 
disposiciones legales aplicables en materia penal; además deberán aplicar las disposiciones del 
Código Nacional de Procedimientos Penales al analizar alguno de los actos regulados por los 
artículos invalidados. 

67. La declaración de invalidez con efectos retroactivos surtirá sus efectos a partir de la notificación de 
los puntos resolutivos de este fallo al Congreso del Estado de Chiapas. 

68. Para el eficaz cumplimiento de esta sentencia también deberá notificarse al titular del Poder 
Ejecutivo, al Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial y a la Fiscalía General del Estado de 
Chiapas, así como a los Tribunales Colegiados y Unitarios del Vigésimo Circuito, a los Centros de 
Justicia Penal Federal y a los Juzgados de Distrito en el Estado de Chiapas. 

69. Por lo expuesto y fundado, 

SE RESUELVE: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 15 y 16 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Chiapas, expedida mediante Decreto Número 147, publicado en el Periódico Oficial de dicha 
entidad federativa el ocho de marzo de dos mil diecisiete, en atención a lo expuesto en el apartado VII de esta 
decisión, la cual surtirá sus efectos retroactivos al nueve de marzo de dos mil diecisiete, a partir de la 
notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chiapas, en los términos 
precisados en el apartado VIII de este fallo. 

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial Órgano 
de Difusión Oficial del Estado Libre y Soberano de Chiapas, así como en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente 
como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González Salas, respecto de los apartados I, II, III, IV 
y V relativos, respectivamente, a los antecedentes y trámite de la demanda, a la competencia, a la precisión 
de la norma reclamada, a la oportunidad y a la legitimación. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González Salas con reserva de criterio, respecto del 
apartado VI, relativo a las causas de improcedencia. 

 
55 Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […] 
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos 
respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la 
sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la 
propia norma invalidada; […] 
Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley. 
56 En términos del artículo primero transitorio del Decreto: “La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial, sin perjuicio en lo previsto en los transitorios siguientes.” 
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En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González Salas, respecto del apartado VII, relativo al 
estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez de los artículos 15 y 16 de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General del Estado de Chiapas, expedida mediante Decreto Número 147, publicado en el Periódico Oficial de 
dicha entidad federativa el ocho de marzo de dos mil diecisiete. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 
Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente en funciones Franco González Salas con reserva de criterio, respecto del apartado VIII, relativo a 
los efectos de la sentencia, consistentes en: 1) que la declaración de invalidez decretada en este fallo tendrá 
efectos retroactivos al nueve de marzo de dos mil diecisiete, fecha de entrada en vigor del decreto impugnado, 
2) determinar que corresponderá a los operadores jurídicos resolver, en cada caso concreto, conforme a los 
principios y disposiciones legales aplicables en materia penal, atendiendo especialmente al Código Nacional 
de Procedimientos Penales, 3) determinar que la declaratoria de invalidez con efectos retroactivos surtirá sus 
efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de 
Chiapas, y 4) determinar que, para el eficaz cumplimiento de esta sentencia, también deberá notificarse al 
titular del Poder Ejecutivo, al Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial y a la Fiscalía General del Estado 
de Chiapas, así como a los Tribunales Colegiados y Unitarios del Vigésimo Circuito, a los Centros de Justicia 
Penal Federal y a los Juzgados de Distrito en el Estado de Chiapas. La señora Ministra Piña Hernández votó 
en contra y anunció voto particular. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González Salas. 

El señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea no asistió a la sesión de cinco de marzo de dos 
mil veinte por desempeñar una comisión oficial. 

Dada la ausencia del señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, el señor Ministro Franco González 
Salas asumió la Presidencia del Tribunal Pleno en su carácter de decano para el desarrollo de esta sesión, en 
atención a lo establecido en el artículo 13 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

El señor Ministro Presidente en funciones Franco González Salas declaró que el asunto se resolvió en los 
términos precisados. 

Firman el Ministro Presidente en funciones, el Ministro Ponente y el Secretario General de Acuerdos que 
autoriza y da fe. 

El Presidente en Funciones, Ministro José Fernando Franco González Salas.- Firmado 
electrónicamente.- El Ponente, Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Firmado electrónicamente.- El 
Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de veinte fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en acción de 
inconstitucionalidad 22/2017 promovida por el Procurador General de la República, dictada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del cinco de marzo de dos mil veinte y se expide  para 
que obre en el expediente impreso respectivo.- Ciudad de México, a doce de noviembre de dos mil veinte.- 
Rúbrica. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de veinte fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con la sentencia de catorce de marzo de dos mil veinte, dictada por el Tribunal Pleno en la 
acción de inconstitucionalidad 22/2017.- Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de 
la Federación.- Ciudad de México, a dieciocho de enero de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
CONVOCATORIA al segundo concurso abierto de oposición para la designación de jueces de Distrito 
especializados en materia de trabajo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

CONVOCATORIA AL SEGUNDO CONCURSO ABIERTO DE OPOSICIÓN PARA LA DESIGNACIÓN DE JUECES DE 

DISTRITO ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE TRABAJO. 

El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 17, 94, 
párrafos segundo y octavo, 97, párrafo primero, 100, párrafos primero, séptimo y octavo, y 123, Apartado A, 
fracción XX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 68, 81, fracción II, 105, 108, 112, 
113, 114, 116 y 117 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; Décimo Quinto Transitorio del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la Ley Federal de la Defensoría Pública, de la Ley del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de 
Justicia Laboral, Libertad Sindical y Negociación Colectiva, y con base en el “Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, que establece el procedimiento y Lineamientos Generales para acceder al 
cargo de Juez de Distrito Especializado en Materia de Trabajo mediante Concursos Abiertos de Oposición", 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de junio de 2020, emite la siguiente: 

CONVOCATORIA 

BASES 

Primera. Definiciones. Para los efectos de esta Convocatoria se entenderá por: 

I. "Acuerdo General": Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece 
el procedimiento y Lineamientos Generales para acceder al cargo de Juez de Distrito Especializado 
en Materia de Trabajo mediante Concursos Abiertos de Oposición, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el cinco de junio de dos mil veinte. 

II. "Comisión": Comisión de Carrera Judicial. 

III. "Comité Académico": Comité de la Escuela Federal de Formación Judicial, a que se refiere el 
artículo 93 de la Ley. 

IV. "Comité Técnico": Comité del concurso a que se refiere el artículo 116 de la Ley. 

V. "Concurso": Concurso Abierto de Oposición para la designación de Jueces de Distrito 
Especializados en Materia de Trabajo. 

VI. "Consejo": Consejo de la Judicatura Federal. 

VII. “Constitución”: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIII. "Corte": Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

IX. “Curso”: Curso de inducción y especialización para el fortalecimiento y mejor desempeño de la 
función jurisdiccional. 

X. “Discapacidad”: Aquella condición permanente que limita la capacidad de una persona para realizar 
las actividades esenciales de la vida diaria, que al interactuar con las barreras que le impone el 
entorno social, puede impedir su inclusión plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 
circunstancias que las demás personas. 

XI. "Escuela Judicial": Escuela Federal de Formación Judicial. 

 Las referencias al “Instituto de la Judicatura Federal”, que se hacen en el Acuerdo General y demás 
documentos relacionados con el presente Concurso, se entenderán realizadas a la Escuela Federal 
de Formación Judicial, de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto por el que se declara reformadas 
y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
relativos al Poder Judicial de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
marzo de 2021. 
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XII. "Juez”: Juez o jueza de Distrito Especializado en Materia de Trabajo. 

XIII. "Jurado": Jurado integrado en términos del artículo 117 de la Ley. 

XIV. "Ley": Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

XV. "Página web de la Escuela Judicial": La página web de la Escuela Judicial (www.ijf.cjf.gob.mx). 

XVI. "Pleno": Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. 

XVII. "Secretaría": Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

Segunda. Fundamento del concurso. Se realizará en términos de lo dispuesto en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Acuerdo General 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece el procedimiento y Lineamientos Generales 
para acceder al cargo de Juez de Distrito Especializado en Materia de Trabajo mediante Concursos Abiertos 
de Oposición publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de junio de 2020. 

Tercera. Categoría y número de plazas a concursar. El concurso se llevará a cabo para cubrir 50 
plazas de juez, en las siguientes entidades federativas: 

Entidad Sede 

Aguascalientes Aguascalientes 

Baja California 
Ensenada 

Tijuana 

Baja California Sur La Paz 

Colima Colima 

Guanajuato Guanajuato 

Guerrero Acapulco 

Morelos Cuernavaca 

Oaxaca Oaxaca 

Puebla Puebla 

Querétaro Querétaro 

Quintana Roo Cancún 

Tlaxcala Tlaxcala 

Veracruz 

Coatzacoalcos 

Veracruz 

Xalapa 

 

Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44 del Acuerdo General. 

Cuarta. Uso de herramientas tecnológicas. Debido a la emergencia sanitaria por COVID-19, que 
prevalece en nuestro país, con la finalidad de garantizar la salud de las y los participantes, y la del personal 
del Consejo que intervenga en la organización del concurso, se podrán utilizar herramientas tecnológicas en la 
aplicación de las evaluaciones correspondientes a las diferentes etapas del mismo, atendiendo a la situación 
que prevalezca en su momento. 

Quinta. Personas a las que se dirige. Este concurso se dirige al público en general que cumpla con los 
requisitos establecidos en la Base Sexta de esta Convocatoria. 
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Sexta. Requisitos que deben reunir los aspirantes. En el concurso participarán las personas que 
cubran los requisitos previstos en el artículo 4 del Acuerdo General y los demás que se establecen en esta 
Convocatoria. 

Séptima. Documentos de identificación de los aspirantes. Durante las etapas del concurso, las y los 
aspirantes podrán identificarse con alguno de los siguientes documentos vigentes y en original: Credencial del 
Poder Judicial de la Federación, credencial para votar (o constancia digital de Identificación ante emergencia 
por COVID-19, expedida por el Instituto Nacional Electoral), pasaporte o cédula profesional con fotografía. 

Octava. Plazo y documentos necesarios para la inscripción. Durante el periodo indicado para la 
inscripción, señalado en el calendario contenido en la Base Vigésima Séptima de la presente Convocatoria, 
los aspirantes deberán ingresar a la página web de la Escuela Judicial, al apartado del módulo de inscripción 
mediante el uso de la Clave Única de Registro de Población (CURP). 

Deberán llenar el formato de inscripción con los datos que se solicitan y adjuntar la documentación 
requerida en formato PDF. 

Los documentos que el aspirante deberá anexar a su formato electrónico de inscripción durante el período 
de inscripción, son los siguientes: 

a) Acta de nacimiento. 

b) Clave Única de Registro de Población (CURP). 

c) Alguna de las identificaciones a que se refiere la Base Séptima de esta Convocatoria. 

d) Título profesional. 

e) Cédula profesional. 

f) Currículum vitae elaborado bajo protesta de decir verdad, firmado de manera autógrafa. 

g) Constancias de grados académicos en Derecho correspondientes a Especialidades, Maestrías o 
Doctorados, en cualquiera de sus ramas, con validez oficial. 

h) Constancias que acrediten cuando menos cinco años de experiencia profesional en materia de 
Derecho del Trabajo (no se tomará en cuenta la práctica profesional en las pasantías). 

i) Las manifestaciones bajo protesta de decir verdad, relativas a que: 

1. Al día del cierre del período de inscripción del concurso el aspirante cumple los requisitos que 
establece el artículo 108 de la Ley: 

i. Es ciudadano mexicano por nacimiento 

ii. Está en pleno ejercicio de sus derechos 

iii. Es mayor de treinta años 

iv. Cuenta con título de licenciado en derecho expedido legalmente 

v. Cuenta con un mínimo de cinco años de ejercicio profesional 

vi. Goza de buena reputación profesional 

vii. No ha sido condenado por delito intencional con sanción privativa de libertad mayor de un 
año. 

2. Cuenta con experiencia profesional de cuando menos cinco años en materia de Derecho del 
Trabajo (sin considerar pasantías). 

3. No ha sido destituido o inhabilitado como servidor público en la forma y términos del Título 
Cuarto de la Constitución. 

4. Informe si tiene alguna discapacidad, la que deberá describir. En este caso deberá presentar la 
documentación que la acredite. 

5. Informe de las relaciones familiares por afinidad y consanguinidad hasta el quinto grado y por 
parentesco civil, que tiene con servidoras y servidores públicos en el Poder Judicial de la 
Federación. 
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Corresponderá a la Escuela Judicial verificar que las solicitudes contengan todos los datos y documentos 
requeridos. Para cualquier duda relacionada con los concursos a que se refiere esta Convocatoria, los 
participantes podrán contactar a la Escuela Judicial al correo electrónico concursoseffj@correo.cjf.gob.mx. 

No se admitirá ninguna otra forma de inscripción que la descrita en esta Base. 

El sistema electrónico de inscripción se cerrará a las 24 horas (hora de la ciudad de México) del día en 
que concluya el periodo de inscripción. Las solicitudes que se reciban con posterioridad a ese horario se 
tendrán por no presentadas. 

Novena. Facultad de revisar y verificar la autenticidad de la documentación. El Consejo tendrá la 
facultad de verificar en todo momento la información y documentación que las y los aspirantes proporcionen. 
De advertirse alguna anomalía, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 del Acuerdo General. 

Décima. De los requerimientos de las y los participantes. Para el caso de que una o un participante, 
respecto de cualquiera de las etapas del concurso, requiera de un ajuste razonable a las condiciones y 
material para realizar los exámenes correspondientes, deberá manifestarlo en el momento de su inscripción, 
bajo protesta de decir verdad, en el que deberá describir el ajuste que requiere. 

La Escuela Judicial resolverá aquellas peticiones formuladas en relación con elementos que 
razonablemente se requieran, lo que informará de manera oportuna a la Comisión. 

Décima Primera. Abstención de las y los participantes de realizar gestiones. Publicada la 
Convocatoria y durante el desarrollo del concurso, las y los participantes deben abstenerse de realizar 
trámites, entrevistas o gestiones relacionadas con el concurso, con los integrantes del Consejo, así como con 
los miembros del Comité Técnico o del Jurado y con el Director General de la Escuela Judicial. 

Décima Segunda. Proyecto de lista de aceptados al concurso. Una vez que la Escuela Judicial ha 
verificado la información y documentación presentada por las y los participantes, elaborará el proyecto de lista 
de los aspirantes que cumplan los requisitos para ser aceptados en el concurso. 

El proyecto de lista se enviará a la Comisión, por conducto de la Secretaría, para su conocimiento y 
análisis. Una vez realizado se remitirá al Pleno para su aprobación y orden de publicación. 

Décima Tercera. Publicación de la lista de las y los aspirantes aceptados al concurso. La lista de las 
y los aspirantes admitidos será publicada, con efectos de notificación a todas y todos los participantes, por 
una sola vez, en el Diario Oficial de la Federación, en términos del calendario de esta Convocatoria y, para 
mayor difusión, en el diario de circulación nacional que dé publicación a esta Convocatoria, así como en la 
página web de la Escuela Judicial. 

Décima Cuarta. Temario sobre el que versarán los exámenes. Comprenderá los temas que traten 
sobre la materia competencia de los Jueces de Distrito Especializados en Materia de Trabajo, derivados de 
disposiciones constitucionales y legales nacionales y la jurisprudencia, así como de normas internacionales 
aplicables, al igual que los aspectos referentes a la función de juez, considerando las actividades 
administrativas que se desarrollan en el órgano jurisdiccional. 

El temario será publicado en la página web de la Escuela Judicial (www.ijf.cjf.gob.mx). 

De los lineamientos a seguir en cada etapa del concurso. 

Décima Quinta. Primera Etapa. Solución de cuestionario. 

1. En la fecha indicada en el calendario establecido en esta Convocatoria, las y los participantes 
resolverán un cuestionario que se integrará con 100 reactivos de opción múltiple, que tiene por 
objeto seleccionar a quienes acrediten contar con los conocimientos jurídicos necesarios para 
desempeñar el cargo de Juez de Distrito Especializado en Materia de Trabajo. 

2. Considerando la emergencia sanitaria que se vive en nuestro país relacionada con el COVID 19, el 
cuestionario podrá ser sustentado en la sede central de la Escuela Judicial, en las extensiones de la 
misma o bien, podrá ser realizado a distancia utilizando medios remotos de comunicación. Para tal 
efecto, en la publicación de la Lista de las y los Aspirantes Admitidos al concurso, se dará a conocer, 
dependiendo de la situación sanitaria que prevalezca en ese momento, la forma, lugar y hora en que 
se aplicará el cuestionario correspondiente a la primera etapa del concurso. 
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3. Se garantizará en todo momento el anonimato de quienes participan en esta etapa. 

4. Las y los participantes dispondrán de hasta 4 (cuatro) horas para responder el cuestionario 
correspondiente. 

 De estas actuaciones se levantará acta circunstanciada por parte de la Escuela Judicial. 

5. Una vez que se califique el cuestionario, el Comité Técnico del Concurso hará constar en acta los 
resultados y elaborará la lista de las y los participantes que pasan a la segunda etapa. 

 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 del Acuerdo General, pasarán a la segunda etapa 
los 50 participantes hombres y las 50 participantes mujeres que hayan obtenido las calificaciones 
más altas, es decir, los participantes con las 100 calificaciones más altas, que, en ningún caso, 
podrán ser menores a 85 (ochenta y cinco) puntos, en una escala de 0 a 100 puntos. 

 Atendiendo al número de plazas que se concursan y al de los participantes aceptados, previo 
dictamen de la Comisión, en esta etapa o en el momento en que se considere oportuno, el Pleno 
reducirá las plazas en la medida en que sea necesario para que el número de aspirantes sea mayor 
al de las plazas concursadas en la proporción que se determine, con el fin de que se genere 
competencia entre ellos y se elija a los mejores concursantes. 

 En caso de existir algún empate entre los concursantes de cada género, se resolverá con criterio de 
acción afirmativa de equidad, lo que implica que la selección del candidato que pase a la segunda 
etapa se decida por quien tenga una condición de desigualdad dada alguna discapacidad. De 
continuar el empate, se preferirá a aquel aspirante con mayor antigüedad en el ejercicio profesional, 
atendiendo a la fecha de expedición de la cédula profesional como licenciado en derecho. 

6. El Comité Técnico enviará la lista referida a la Comisión, por conducto de la Secretaría, para su 
análisis, quien, a su vez, la remitirá al Pleno para su aprobación y orden de publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, así como en la página web de la Escuela Judicial. 

7. De conformidad con el artículo 21 del Acuerdo General, dentro del plazo de cinco días hábiles 
siguientes al en que se publique en el Diario Oficial de la Federación la lista de las y los concursantes 
que pasan a la segunda etapa, cualquier persona podrá presentar ante la Escuela Judicial, por 
escrito y de manera respetuosa, las observaciones u objeciones respecto de las y los participantes 
incluidos, y acompañar, en su caso, los documentos que sustenten o corroboren sus afirmaciones. 
Para tal efecto, se deberá enviar al correo electrónico concursoseffj@correo.cjf.gob.mx en archivo 
digital, el documento que contenga las observaciones u objeciones respecto de algún o algunos de 
los participantes, adjuntando, en su caso, los documentos que las sustenten o corroboren. 

8. Los escritos de observaciones u objeciones serán confidenciales. Una vez que se reciba el 
documento, la Escuela Judicial, por conducto de la Secretaría Ejecutiva, dará cuenta a la Comisión, 
la que, a su vez, los someterá a la consideración del Pleno para que determine lo conducente. 

Décima Sexta. Segunda Etapa. Caso práctico. 

1. En esta etapa la persona concursante deberá elaborar un proyecto de sentencia de un juicio en 
materia de trabajo. 

 Para tales efectos, la Comisión solicitará a las autoridades correspondientes que remita a la Escuela 
Judicial, en copias certificadas, los expedientes de los juicios referidos con las constancias que las 
hayan sustentado y el Comité Técnico deberá: 

a. Realizar un análisis y revisión de los expedientes previamente clasificados por la Escuela 
Judicial. 

b. Seleccionar el expediente para el ejercicio práctico a resolver. 

c. Determinar el material de consulta que requieren las y los participantes para la elaboración del 
proyecto de sentencia, lo que comunicará a la Escuela Judicial para que tome las medidas 
necesarias. 

d. Instruir, con apoyo de la Escuela Judicial, la reproducción de las constancias indispensables 
para la elaboración del caso práctico, ello con la finalidad de preservar la confidencialidad en el 
concurso, una vez seleccionado el expediente. 
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2. El caso práctico será realizado por las y los participantes en la fecha establecida en el calendario a 
que se refiere la Base Vigésima Séptima de esta Convocatoria, previo registro e identificación. 

 El caso práctico se podrá realizar en la sede central de la Escuela Judicial y/o en las extensiones de 
la misma, las que, en su caso, serán dadas a conocer, además de la hora en la que se llevará a 
cabo, junto con la lista de los participantes que pasan a la segunda etapa que será publicada en el 
Diario Oficial de la Federación, de acuerdo con lo establecido en el numeral 6 de la Base anterior. 

3. La Escuela Judicial entregará a cada participante las constancias del expediente que hubiere 
conformado el Comité Técnico, así como un talón que contenga un código de barras y un espacio en 
el que él o la sustentante asentará su nombre completo y su firma. De igual manera, se 
proporcionará un documento digital instalado en una computadora, donde elaborarán el proyecto de 
sentencia; el referido documento digital contará con un código de barras que coincida con el del talón 
de identificación. El talón será depositado por cada participante en un sobre cerrado y sellado, y se 
concentrará en la sede central de la Escuela Judicial para que quede bajo resguardo de su Director 
General. 

4. Una vez que el sustentante concluya la elaboración del proyecto de sentencia, deberá guardar el 
archivo correspondiente en formato PDF en el medio de almacenamiento digital que se le 
proporcionará y, con auxilio de personal de la Escuela Judicial, dicho archivo será resguardado en la 
sede central de la Escuela Judicial. 

5. La Escuela Judicial remitirá a los integrantes del Comité Técnico, en forma estrictamente 
confidencial, copia del proyecto de sentencia elaborado por los participantes y conservará el original 
en disco, bajo su más estricta responsabilidad y sigilo. 

6. Para la elaboración del proyecto de sentencia, se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 

a. Salvo el código de barras a que se refiere el punto 3, de esta Base, no se podrá asentar en 
ninguna de las partes del proyecto, ni en las copias, ni en el material que se proporcione, el 
nombre, firma o rúbrica de la o el concursante, o cualquier otro dato, seña o marca que le 
identifique. 

b. La Escuela Judicial destinará una mesa con espacio suficiente para la o el concursante, donde 
se colocará la computadora que se le asignará y en la cual desplegará el material de consulta 
que se le proporcionará; asimismo, tendrá acceso electrónico a leyes, códigos y jurisprudencia. 

 La o el aspirante podrá llevar consigo las leyes y códigos, no comentados, que considere 
necesarios. 

 Se otorgará a las y los aspirantes un máximo de 6 (seis) horas para la elaboración del proyecto 
de sentencia. 

c. En el proyecto de sentencia la o el concursante deberá destacar el planteamiento del problema 
jurídico a resolver y efectuar un análisis de las partes integrantes de la sentencia del juicio 
materia del caso práctico, desde que se tienen los autos vistos para resolver, resultandos, 
considerandos y puntos resolutivos, y formular una conclusión, en la que exponga las 
consideraciones relativas a la solución del caso a través de los argumentos jurídicos que estime 
necesarios, la fundamentación y motivación y, de manera destacada, la invocación de las tesis 
y/o jurisprudencias que estime aplicables. 

7. La evaluación estará a cargo del Comité Técnico, bajo los términos siguientes: 

a. Cada uno de sus integrantes formulará una calificación individual del caso práctico, asentando 
los motivos; entre otros aspectos, tomarán en consideración: 

i. La precisión en la narración de los antecedentes procesales 

ii. La congruencia externa e interna de la propuesta 

iii. La exhaustividad en el estudio de las cuestiones planteadas 

iv. Que la motivación utilice fuentes adecuadas y suficientes, argumentos coherentes y 
suficientemente sustentados, y se advierta un pensamiento crítico. 
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v. Que se emplee una técnica adecuada para fijar los efectos de la sentencia y que los 
puntos resolutivos sean congruentes y exhaustivos en relación a los argumentos que se 
exponen en las consideraciones. 

b. El Comité Técnico evaluará el proyecto de sentencia de cada participante, en los términos 
siguientes: 

i. Al asignarse las calificaciones de manera individual, determinará la calificación definitiva 
del o la concursante, que será la que resulte de sumar y promediar las que 
individualmente otorgaron cada uno de sus miembros al caso práctico. 

ii. La calificación que se obtenga se hará constar en la boleta de evaluación. 

8. De la evaluación practicada se levantará acta circunstanciada en forma de lista, que contendrá la 
calificación definitiva asignada al proyecto de sentencia que formuló cada uno de los concursantes. 
El acta deberá contener el listado de las calificaciones que otorgó cada integrante del Comité, así 
como la final, que resulte del promedio de las tres, y estará firmada por sus tres integrantes. 
Asimismo, se adjuntarán a dicha acta las calificaciones individuales asentadas en el formato de 
evaluación y los dictámenes correspondientes. 

9. El acta y sus anexos se guardarán en un sobre cerrado, sellado y firmado por los miembros del 
Comité Técnico, y serán remitidos de inmediato para su resguardo al Presidente de la Comisión. En 
ningún caso los integrantes de dicho Comité podrán solicitar se les proporcione información de la 
identidad de los concursantes y su vinculación con alguno de los proyectos de resolución calificados. 

10. El día en que se celebre el caso práctico, se entregará a cada participante, la copia del concentrado 
de los datos y elementos que integrarán los factores generales de evaluación y contarán con el plazo 
que se señala en la Base Vigésima Séptima de esta Convocatoria, para hacer cualquier aclaración, 
las que se presentarán a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo 
aclaracionessecj@correo.cjf.gob.mx. 

Décima Séptima. Segunda Etapa. Examen oral. 

1. El Jurado practicará el examen oral con base en los temas jurídicos listados en el temario publicado. 
Cada tema se identificará con un número, el cual se colocará al inicio del examen en una urna 
trasparente. 

2. El Jurado, al formular las preguntas y repreguntas que considere necesarias, deberá relacionarlas 
con las materias competencia de los Juzgados de Distrito Especializados en Materia de Trabajo y 
con los puntos jurídicos que prevé el temario, vinculados con la función propia del cargo de juez. 

3. El examen se realizará de la manera siguiente: 

a. Las y los participantes se presentarán en la fecha y hora y lugar que se indique en el oficio que 
notifique la Escuela Judicial a cada participante, quienes se identificarán al comparecer ante el 
Jurado. 

b. Los integrantes del Jurado podrán practicar el examen oral utilizando el uso de medios remotos 
de comunicación. 

c. La o el sustentante obtendrá por insaculación el tema que debe exponer. 

d. Durante 15 (quince) minutos como máximo, expondrá el tema que le corresponda. 

e. Una vez concluida la exposición, cada integrante del Jurado formulará a la o el sustentante las 
preguntas y repreguntas que estime necesarias, de conformidad con el orden que asigne su 
Presidencia. 

4. Posteriormente, los integrantes del Jurado deliberarán, tomando en consideración el desarrollo del 
tema, la congruencia en la argumentación y el criterio jurídico expuesto en las respuestas, y cada 
uno asentará en la boleta de evaluación del examen del participante la calificación que le asigne, 
además, expondrá brevemente los motivos que tomó en cuenta para otorgarla. 

 La calificación final será el resultado del promedio de las calificaciones otorgadas por cada miembro 
del Jurado. 
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5. Una vez que el Jurado otorgue la calificación del examen oral, se entregará al participante una boleta 
que contendrá la puntuación final con la firma del Presidente del Jurado, así como el acta de los 
factores de evaluación, y la respuesta a su escrito de aclaración, si lo hubiera. 

6. Al concluir la celebración de los exámenes orales, los integrantes del Jurado levantarán acta 
circunstanciada en forma de lista, en la que harán constar la calificación que hayan asignado a cada 
participante en el examen oral. Al acta se adjuntarán las boletas individuales de evaluación. 

7. El examen se practicará en presencia de los tres integrantes del Jurado y será videograbado para 
que obre constancia de los términos de su realización. 

8. Ya sea que los promuevan las o los concursantes o que los manifieste alguna o alguno de sus 
integrantes, los impedimentos que prevé el artículo 146 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, le serán aplicables a las y los miembros del Jurado, y calificados por el resto de sus 
integrantes, todo lo cual se asentará en el acta correspondiente. 

9. De ser fundado el impedimento, el suplente entrará en funciones, y si no esto no fuera posible, podrá 
diferirse el examen oral del promovente y se le notificará la nueva fecha y hora para su celebración. 

Décima Octava. Factores generales de evaluación. El Jurado tomará en cuenta el puntaje que cada 
participante obtuvo en los factores generales de evaluación, los que se integran con la experiencia profesional 
en materia de Derecho del Trabajo (sin considerar la experiencia de las pasantías), la experiencia en el 
ejercicio profesional, el grado académico y la capacitación en materia de Justicia Laboral cursada en el 
Instituto de la Judicatura Federal (hoy Escuela Judicial), así como la calificación obtenida en el cuestionario 
correspondiente a la primera etapa del concurso. 

Los factores se medirán en una escala de 0 a 100 puntos, conforme los siguientes parámetros: 

1. La experiencia profesional en materia de Derecho del Trabajo (sin considerar la experiencia de 
las pasantías). Se asignará 1.5 (uno punto cinco) puntos, por cada año, sin exceder el máximo de 30 
(treinta) puntos, los años se considerarán años calendario, asimismo, si se acreditan seis meses o 
más, se considerará un año completo. 

2. La experiencia en el ejercicio profesional, la que se acreditará con la antigüedad de la expedición 
de la cédula profesional. Se asignará 0.75 (cero punto setenta y cinco) puntos, por cada año, sin 
exceder el máximo de 20 (veinte) puntos, los años se considerarán años calendario, y los meses y 
días que acredite el participante se valorarán en forma íntegra y proporcional a la puntuación que 
corresponda al año. 

3. El grado académico y la capacitación en materia de Justicia Laboral cursada en el Instituto de la 
Judicatura Federal (hoy Escuela Judicial) se valorará conforme lo siguiente: 

 Puntaje 

Doctorado con cédula o acta de examen aprobatoria. 15 puntos 

Maestría con cédula o acta de examen aprobatoria. 10 puntos 

Especialización sobre la Reforma en Materia de Justicia Laboral impartida por el 
Instituto de la Judicatura Federal o por la Escuela Judicial 

9 puntos 

Especialidad con cédula o acta de examen aprobatoria. 8 puntos 

Especialidad, Maestría o Doctorado sin cédula ni acta de examen aprobatoria, 
con constancia de estudios concluidos, con reconocimiento de validez oficial 
debidamente acreditado. 

5 puntos 

Curso de Actualización sobre la Reforma en Materia de Justicia Laboral 
impartido por el Instituto de la Judicatura Federal o por la Escuela Judicial 

5 puntos 

Jornadas de Sensibilización sobre la Reforma en Materia de Justicia Laboral 
impartidas por el Instituto de la Judicatura Federal o por la Escuela Judicial 

5 puntos 
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 Los estudios que se realicen en el extranjero se valorarán siempre y cuando estén revalidados ante 
las instancias correspondientes. 

 La puntuación anterior será acumulativa y no podrá exceder de 20 (veinte) puntos. 

4. La calificación obtenida en el cuestionario correspondiente a la primera etapa del concurso, 
cuya evaluación se realizará en la forma siguiente: 

Calificación final obtenida en el cuestionario correspondiente a la primera 
etapa del concurso 

Puntaje 

I. De 95 a 100 30 puntos 

II. De 90 a 94 25 puntos 

III. De 85 a 89 20 puntos 

 La puntuación anterior no podrá exceder de 30 (treinta) puntos. 

5. Una vez calificados los factores de evaluación, se entregará el acta correspondiente a cada 
participante al finalizar su examen oral. 

Décima Novena. Calificación final y parámetros de evaluación. La calificación final será otorgada 
sobre 100 puntos. Los parámetros que integrarán la evaluación final de los concursantes serán los siguientes: 

I. Hasta 40 puntos la calificación obtenida en el caso práctico. 

II. Hasta 40 puntos la que se obtenga en el examen oral. 

III. Hasta 20 puntos los factores generales de evaluación. 

Vigésima. Declaración de vencedores. Para la declaración de vencedores de las 50 plazas vacantes se 
considerarán a los 25 participantes hombres y a las 25 participantes mujeres, con las calificaciones más altas, 
para dar cumplimiento al principio de paridad previsto en el artículo 94 de la Constitución, y 40 del Acuerdo 
General, conforme a lo siguiente: 

1. Sólo se considerará a los participantes que obtengan las calificaciones más altas en el concurso, 
hasta cubrir el número de plazas concursadas. 

2. Una vez que el Jurado cuente con las calificaciones finales de cada concursante, en caso de resultar 
algún empate entre ellos, se decidirá con criterio de acción afirmativa de equidad, es decir, por quien 
tenga una condición de desigualdad dada alguna discapacidad o, en su defecto, se preferirá a aquel 
aspirante con mayor antigüedad en el ejercicio profesional, atendiendo a la fecha de expedición de la 
cédula profesional como licenciado en derecho. De ser el caso, la Escuela Judicial podrá requerir 
documentación o información para acreditar que el concursante cumple con los supuestos a que se 
refiere este concepto. 

3. El Jurado elaborará un acta con las calificaciones finales del concurso y su Presidente declarará 
quiénes son los concursantes que resultaron vencedores. 

4. El Presidente del Jurado remitirá, por conducto de la Secretaría, a la Comisión el acta referida para 
efecto de que tome conocimiento del resultado del concurso, la que enviará al Pleno para que 
autorice su publicación. 

Vigésima Primera. Publicación de resultados finales. La lista definitiva con el resultado final del 
concurso se publicará, con efectos de notificación para los interesados, en el Diario Oficial de la Federación, 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, y, para mayor difusión, en el diario de circulación 
nacional que dé publicación a esta Convocatoria, así como en el correo electrónico de cada participante y la 
página web de la Escuela Judicial. 

Vigésima Segunda. Curso. Dentro de los 15 días hábiles a aquél en el que se publique la lista definitiva 
de vencedores del concurso, la Escuela Judicial adoptará las medidas conducentes para proporcionar a los 
nuevos jueces un curso obligatorio de inducción y especialización para el fortalecimiento y mejor desempeño 
de la función jurisdiccional. 
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Vigésima Tercera. Nombramiento de jueces de Distrito. A los vencedores del concurso se les expedirá 
el nombramiento de jueces de Distrito, e iniciarán funciones a partir de la fecha en que el Pleno determine que 
surte efectos la adscripción que se les asigne, previa protesta constitucional. 

Las percepciones que correspondan a cada vencedor, las recibirá a partir del momento en que inicie 
funciones como juez. 

Vigésima Cuarta. Instancias facultadas para resolver las circunstancias no previstas. Las 
circunstancias no previstas en la Ley, en el Acuerdo General o en esta Convocatoria, serán resueltas por el 
Pleno, la Comisión, el Comité Técnico o el Jurado del concurso, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 

Vigésima Quinta. Causas de descalificación. Son causas de descalificación de los participantes, las que 
señala el artículo 50 del Acuerdo General. 

Vigésima Sexta. Conformidad. La presentación de la solicitud de inscripción implica, necesariamente, 
que el aspirante conoce los requisitos exigidos para la inscripción y participación en el concurso y la 
normatividad que lo rige, así como su expresa conformidad con los mismos. 

Vigésima Séptima. Calendario. 

Actividad. Fecha. 

Inscripción y presentación de documentos. Del martes 6 al viernes 9 de abril de 2021 

Publicación de lista de aspirantes admitidos a 
concurso. 

Miércoles 19 de mayo de 2021  

1ra. Etapa. 

Solución del Cuestionario. Miércoles 26 mayo de 2021 

Publicación de la lista de los participantes que 
pasan a la segunda etapa del concurso. 

Miércoles 30 de junio 2021 

2da. Etapa 

Solución del Caso Práctico. Martes 3 de agosto de 2021 

Entrega a participantes del concentrado de los 
Factores Generales de Evaluación. 

Martes 3 de agosto de 2021 

Presentación de aclaraciones. Del miércoles 4 al martes 10 de agosto de 2021 

Examen Oral. 
Del jueves 19 de agosto al miércoles 1 de septiembre 
de 2021  

Publicación de la lista de vencedores en DOF y 
Semanario Judicial de la Federación. 

Miércoles 22 de septiembre de 2021 

 

TRANSITORIO 

Único. Publíquese la presente Convocatoria por una vez en el Diario Oficial de la Federación y por dos 
veces en uno de los diarios de mayor circulación nacional, con un intervalo de cinco días hábiles entre cada 
publicación, en cumplimiento de lo ordenado por el artículo 114, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, y para su mayor difusión en la página web de la Escuela Federal de Formación 
Judicial. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que esta Convocatoria al segundo concurso abierto de oposición para la 
designación de jueces de Distrito especializados en materia de trabajo, fue aprobada por el Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, en sesión ordinaria de 10 de marzo de 2021, por unanimidad de votos de los 
señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Jorge 
Antonio Cruz Ramos, Eva Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé, Sergio Javier 
Molina Martínez y Loretta Ortiz Ahlf.- Ciudad de México, a 11 de marzo de 2021.- Conste.- Rúbrica. 



Miércoles 17 de marzo de 2021 DIARIO OFICIAL  

BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $20.5753 M.N. (veinte pesos con cinco mil setecientos cincuenta y tres 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 16 de marzo de 2021.- BANCO DE MÉXICO: El Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- El Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 4.2825 y 4.2302 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA Bancomer, S.A., Banco Santander S.A., Banco Inbursa S.A., Banca 
Mifel S.A., Banco J.P. Morgan S.A., Banco Credit Suisse (México), S.A. y Banco Mercantil del Norte S.A. 

Ciudad de México, a 16 de marzo de 2021.- BANCO DE MÉXICO: El Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- El Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 4.02 por ciento. 

Ciudad de México, a 12 de marzo de 2021.- BANCO DE MÉXICO: El Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- El Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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